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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Valdés Subercaseaux, Gabriel

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia y de Justicia.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 17:24, en presencia de 44 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Las actas de las sesiones 35ª, ordinaria, en sus partes pública y secreta, y 36ª, ordinaria, en 13 y 14 de septiembre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diecinueve de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con los dieciocho primeros retira las urgencias a los asuntos que a continuación se indican y las hace presentes de nuevo en el carácter que se señala:



A) De “discusión inmediata”, respecto de los siguientes proyectos de ley, en trámite de Comisión Mixta:



1) El que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen funciones públicas (boletín Nº 2.394-07).



2) El que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (boletín Nº 3.465-07).



B) En el carácter de “suma”, sobre las siguientes materias:



1) Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece mecanismos de protección y evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono (boletín Nº 2.725-12).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, relativo a recuperación del bosque nativo y fomento forestal (boletín Nº 669-01).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica  (boletín Nº 3.674-01).



4) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de los siguientes Acuerdos celebrados entre los Estados Partes del MERCOSUR, Bolivia y Chile:



-Acuerdo sobre Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Buenos Aires el 18 de febrero de 2002;



-Acuerdo Complementario y su anexo al Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Brasilia el 5 de diciembre de 2002, y



-Acuerdo de enmienda del Acuerdo Complementario mencionado en el número anterior, suscrito en Asunción el 6 de junio de 2003  (boletín Nº 3.897-10).



5) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo de Integración Educativa y Reconocimiento de Certificados, Títulos y Estudios de nivel primario y medio no técnico entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, suscrito en Brasilia, República Federativa del Brasil, el 5 de diciembre de 2002  (boletín Nº 3.898-10).



6) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, suscrito en Buenos Aires el 5 de julio de 2002  (boletín Nº 3.907-10).



7) Proyecto, en segundo trámite constitucional, que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas consignadas en la ley Nº 19.779 (boletín Nº 3.960-11).



8) Proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (boletín Nº 3.825-11).



C) En el carácter de “simple”, respecto de los siguientes proyectos de ley:



1) Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero  (boletín Nº 3.626-07).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo (boletín Nº 3.367-13).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby  (boletín Nº 3.407-07).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede beneficio tributario a las donaciones a favor de la Fundación Padre Alberto Hurtado (boletín Nº 3.881-05).



5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior (boletín Nº 3.224-04).



6) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (boletín Nº 3.627-03).



7) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre acceso a la información pública (boletín Nº 3.773-06).



8) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (boletín Nº 3.937-06).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último comunica que ha resuelto no hacer uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental respecto del proyecto que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales (boletín Nº 3.671-03).



--Se toma conocimiento, y se manda remitir el proyecto al Excelentísimo Tribunal Constitucional. 
Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República mediante los cuales, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional en las fechas que a continuación se indican, con el propósito que en cada caso se señala: 



-El día 29 de septiembre del año en curso, para asistir a la inauguración del Corredor Vial por el Paso Jama, en la ciudad de Jujuy, República Argentina.



-Los días 29 y 30 de septiembre, para asistir a la Cumbre Sudamericana en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil.



-Del 5 al 7 de octubre en curso, para recibir la distinción del Council of Foreign Relations of the Americas, en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos.



Agrega que durante sus ausencias será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro del Interior, señor Francisco Vidal Salinas.



--Se toma conocimiento.


Ocho de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero remite el mensaje con que Su Excelencia el Presidente de la República inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2006 (boletín Nº 3.993-05). (Véase en los Anexos, documento 1)



Asimismo, y para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que el referido mensaje fue recibido en esa Corporación el día 14 de septiembre del año en curso. 



--Pasa a la Comisión Especial de Presupuestos.



Con los dos siguientes informa que ha dado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley sobre modernización, regulación orgánica y planta del personal del Servicio Médico Legal (boletín Nº 3.154-07), y



2) Proyecto de ley que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a carabineros con resultado de muerte o lesiones graves (boletín Nº 3.587-02).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Con el cuarto comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que establece que son accidentes del trabajo los ocurridos en el trayecto directo, de ida o regreso, entre un lugar de empleo y otro (boletín Nº 3.776-13). (Véase en los Anexos, documento 2)


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el quinto y el sexto informa que ha dado su aprobación a los proyectos de acuerdo aprobatorios de los siguientes instrumentos internacionales:



1) “Acuerdo relativo a vuelos humanitarios entre la República de Chile y la República Argentina”, suscrito en Santiago el 20 de agosto de 1999 (boletín Nº 3.513-10) (Véase en los Anexos, documento 3), y



2) “Convenio entre la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea sobre cooperación en los usos pacíficos de la energía nuclear” y sus anexos A y B, suscritos en Seúl, República de Corea, el 12 de noviembre de 2002 (boletín Nº 3.920-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el séptimo comunica que ha dado su aprobación al proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (boletín Nº 3.892-21) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el octavo informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley sobre pesca recreativa (boletín Nº 3.424-21) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y a la de Hacienda, en su caso, y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, sobre compensaciones a chilenos cuyas propiedades quedaron bajo jurisdicción argentina por el fallo arbitral de Laguna del Desierto. 



Dos del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante los cuales responde sendos oficios dirigidos en nombre de los Senadores señores Cantero y Stange, relativos a la beca “Ministerio de Defensa” y a la posibilidad de reemplazar el buque de investigación científica Vidal Gormaz, respectivamente.



Del señor Ministro de Hacienda, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre de la Senadora señora Frei, sobre factibilidad de otorgar el beneficio de zona extrema a funcionarios del Servicio Nacional de Pesca.



Dos del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero da respuesta a un oficio del Senado acerca de la posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto que recoja las ideas contenidas en una moción del Honorable señor Ruiz De Giorgio sobre asignaciones de especialidad y de título profesional para el personal de las plantas de la Dirección General de Aeronáutica Civil.



Con el segundo contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Stange en relación a la situación de los habitantes de la provincia de Palena respecto a la construcción de la conexión vial Puerto Montt-Chaitén.



Dos del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción: 



Con el primero contesta un oficio del Senado concerniente a la posibilidad de presentar a trámite legislativo un proyecto que recoja las ideas contenidas en una moción del Honorable señor Chadwick sobre beneficios tributarios a la inversión de utilidades de empresas establecidas o que se instalen en regiones distintas de la Metropolitana.  



Con el segundo da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath relativo al programa de zonificación del borde costero y del mar interior de las Regiones Décima y Undécima, para definir áreas de turismo y de pesca, zonas de parque, reservas marinas, áreas de manejo y de navegación.



Dos del señor Ministro de Justicia:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Moreno, sobre la construcción de un edificio para los juzgados de San Fernando.



Con el segundo acusa recibo y agradece el envío, realizado a petición del Senador señor Eduardo Frei, del informe de la Comisión Especial sobre Seguridad Ciudadana.



Tres del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable señor Fernández, relativo a pavimentación del camino que une la ciudad de Puerto Natales con Villa Cerro Castillo, en la provincia de Última Esperanza.



Con el segundo contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor García, relativo al proyecto que se ejecuta en el estero Botrolhue, en el sector de Labranza, comuna de Temuco.



Con el tercero responde un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Horvath, sobre el estado de avance del proyecto de ingeniería del trazado del Camino Longitudinal Austral, sin transbordos, entre Chaitén y Hualaihué.



Dos del señor Ministro de Salud:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la contaminación del río Aconcagua y de la zona de su desembocadura en el mar.



Con el segundo da repuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Larraín, respecto a la posibilidad de modificar el estatuto legal de los conductores de ambulancias de recintos hospitalarios.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, por medio del cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable señor Chadwick, relativo al valor de adquisición de los terrenos de la población Salvador Allende, en Nancagua, y sobre los intereses de los créditos hipotecarios con que se adquirieron las viviendas.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, concerniente a la liberación de cultivos transgénicos farmacéuticos autorizados por el Servicio Agrícola y Ganadero desde 1996.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, sobre medidas para subsanar el aislamiento geográfico e integrar energéticamente a los habitantes de las Regiones Décima y Undécima y de la provincia de Palena. 



Del señor Alcalde de Temuco, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor García, sobre el estado de las regularizaciones de los sitios eriazos de los propietarios individuales que integran la Junta de Vecinos Los Pinos, del sector Labranza, en la comuna de Temuco.



De la señora Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, por medio del cual responde un oficio, enviado en nombre del Senador señor García, donde se solicita informar si la Institución a su cargo ha deducido querella por las irregularidades detectadas en la ejecución de la obra “Mejoramiento Ruta 5 Sur, pasada por Temuco”.



Del señor Director de Presupuestos, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor García, sobre inclusión del llamado “quinquenio penitenciario” en la jubilación de los ex funcionarios de Gendarmería de Chile.



Del señor Director del Trabajo, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Andrés Zaldívar, sobre exigencia de firmar ante notario la autorización de los padres para que menores de 18 años puedan celebrar un contrato de trabajo.



Dos de la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, sobre la contaminación del río Aconcagua en la zona de su desembocadura en el mar.



Con el segundo responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Núñez, sobre intervención del glaciar Los Helados y de sitios arqueológicos por parte de la Minera Frontera del Oro S.C.M.



Del señor Director Nacional de Aduanas, con el que contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Horvath, sobre importación de durmientes de madera provenientes de la amazonía brasileña.



Dos del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre la importación de durmientes de madera que efectuó la Empresa Ferrocarriles del Estado.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Vásquez, sobre si el Servicio a su cargo examinó los durmientes de madera importados para ser instalados en las líneas férreas de la Décima Región.



Del señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, relativo a los efectos que sufrirán las comunidades indígenas de la comuna de Vilcún aledañas al sector donde se instalará el Centro de Manejo de Residuos Sólidos San José.



Del señor Director de Compras y Contratación Pública, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Espina, sobre compra de propaganda radial de los organismos públicos pertenecientes al sistema de ChileCompra.



Del señor Fiscal Regional de Aisén, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre medidas adoptadas para detener aumento de delincuencia en la Undécima Región.



De la señora Intendenta subrogante de La Araucanía, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Espina, sobre mejoramiento de la multicancha del Centro de Vida Familiar Beata Laura Vicuña, de Traiguén.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación de Aisén, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, sobre establecimiento de la enseñanza media en la escuela de la localidad de La Junta, en la comuna de Puerto Cisnes.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación de Aisén, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, sobre medidas adoptadas para impedir plagas que dañan los árboles y arbustos de la Undécima Región.



Del señor Jefe de Gabinete del General Director de Carabineros, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, relativo a medidas de vigilancia en la población Los Volcanes, de Traiguén.



Del señor Director del Instituto de Desarrollo Agropecuario de la Región de La Araucanía, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, sobre los efectos en las actividades productivas de la comuna de Vilcún que generará la instalación del Centro de Manejo de Residuos Sólidos San José.



Del señor Director Regional del Servicio Agrícola y Ganadero de La Araucanía, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, sobre la declaración de impacto ambiental del proyecto de Centro de Manejo de Residuos Sólidos San José.



Del señor Gerente General de la Empresa Aguas Araucanía S.A., por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Espina, sobre emanaciones generadas desde la Planta de Tratamiento de Aguas Servidas en el sector Puente El Colchón.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza el manejo de los fondos asignados al Poder Judicial en la Ley de Presupuestos (boletín Nº 3.789-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley referido a reformas orgánicas y procedimentales concernientes al Poder Judicial (boletín Nº 3.790-07) (Véase en los Anexos, documento 8).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 3.674-01) (Véase en los Anexos, documento 9).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas establecidas en la ley N° 19.779, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 3.960-11) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Quedan para tabla.
Comunicación



Del Senador señor Horvath, con la que pide que se recabe el acuerdo de la Sala para solicitar a la Honorable Cámara de Diputados el desarchivo del proyecto de ley, de que es autor, que establece normas para la protección y valoración del árbol urbano (boletín N° 2.238-12), archivado por esa Corporación, previo acuerdo del Senado, durante el segundo trámite constitucional.



--Se accede a lo solicitado.
Mociones



Dos del Honorable señor Ávila, con las que da inicio a las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que modifica los Códigos Civil y Penal en materia de juegos de azar (boletín Nº 3996-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2) Proyecto de ley que establece que los costos de revisión, mantención, calibración y certificación de los medidores eléctricos serán de cargo de las concesionarias del servicio de distribución de energía eléctrica (boletín Nº 3997-03) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Economía.
Permiso constitucional



Comunicación del Senador señor Pizarro por medio de la cual, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 de la Carta Fundamental, solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del 3 de octubre en curso.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un informe complementario del segundo informe de la Comisión de Salud recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, con urgencia calificada de “suma”. (boletín N° 3.825-11). (Véase en los Anexos, documento 13)


--Queda para tabla.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el señor Secretario para informar sobre los acuerdos de Comités.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en sesión de hoy, celebrada a las 15, acordaron en forma unánime lo siguiente:



En primer lugar, celebrar una sesión extraordinaria el jueves 3 de noviembre.

El señor MORENO.- ¿Para qué?

El señor HOFFMANN (Secretario).- Para tratar asuntos en tabla, señor Senador.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Lo explico brevemente.

La señora MATTHEI.- ¿No es feriado?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El martes 1º lo es.



Por eso, para sesionar dos veces en cada una de las semanas de noviembre en que acordamos reunirnos, se resolvió llevar a cabo las sesiones de esa semana el miércoles y jueves, pues el martes es feriado.

El señor MORENO.- ¿En noviembre?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En noviembre.

El señor FOXLEY.- ¿A qué hora, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- A la misma de las ordinarias.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Como se trata de una sesión extraordinaria, la hora será la misma que la de una ordinaria.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Será una sesión normal de Sala.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Se trata de una facultad de la Mesa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si hubiera consenso, podríamos programarla para la mañana.

El señor FOXLEY.- No va a haber quórum, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Quiero recordar que acordamos el 10 de noviembre como la fecha de la última sesión antes del acto electoral.



Por tanto, la resolución unánime de los Comités fue que, debido al recargo de proyectos en tabla, lleváramos a cabo por lo menos ocho sesiones en lo que resta del período.



Continúa con la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En segundo lugar, los Comités acordaron tratar el proyecto sobre publicidad y consumo de tabaco -como Sus Señorías saben, se encuentra pendiente- en lugar preferente de la sesión ordinaria de mañana.



Se propuso así porque, si la urgencia fuese de “discusión inmediata”, tendría que ponerse ahora en tabla. Pero, en casos como éste, lo normal es que la iniciativa quede para el primer lugar de la sesión del día siguiente.



Por último, los Comités acordaron tratar mañana, en su orden, el proyecto relacionado con la Polla Chilena de Beneficencia.
V. ORDEN DEL DÍA
FACILIDADES PARA ACCESO A INFORMACIÓN DE ÓRGANOS PÚBLICOS

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Honorables señores Larraín y Gazmuri, sobre acceso a la información pública, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y urgencia calificada de “simple” (boletín Nº 3.773-06).

--Los antecedentes sobre el proyecto (3773-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Gazmuri y Larraín).


En primer trámite, sesión 23ª, en 4 de enero de 2005.


Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 54ª, en 18 de mayo de 2005.


Gobierno (segundo), sesión 34ª, en 7 de septiembre de 2005.


Discusión:



Sesión 3ª, en 8 de junio de 2005 (queda pendiente su discusión general); 4ª, en 8 de junio de 2005 (se aprueba en general)

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La iniciativa, que se originó en moción de los Senadores señores Gazmuri y Larraín, fue aprobada en general en sesión del 8 de junio del año en curso.



Para los efectos reglamentarios, la Comisión de Gobierno deja constancia de las indicaciones aprobadas, de las rechazadas y de las retiradas.



Las modificaciones al proyecto aprobado en general por ese órgano técnico se consignan en el segundo informe. Todas ellas fueron acordadas por unanimidad.



En forma muy resumida, dichas enmiendas son las siguientes:



1.- En virtud del principio de la transparencia de la función pública, toda persona tiene derecho a solicitar y a recibir información de la Administración Pública, y, asimismo, a formular consultas a cualquier órgano de la Administración del Estado. 



2.- Se establece que es pública toda información elaborada con presupuesto público.



3.- Se preceptúa que son públicos los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado, extendiéndose también la publicidad a las actividades del Congreso Nacional y de los Tribunales de Justicia.



4.- Se podrá denegar total o parcialmente el acceso a la información, entre otras causales, cuando una ley de quórum calificado haya considerado los documentos o antecedentes de que se trate como reservados o secretos, y también cuando puedan afectar el interés nacional, la seguridad nacional o la seguridad pública.



5.- Se consagra la obligación para los órganos que constituyen la Administración del Estado, para las empresas públicas creadas por ley y aquellas en que el Estado o sus organismos tengan una participación mayoritaria, incluidos CODELCO, Televisión Nacional de Chile y BancoEstado, de poner a disposición permanente del público los antecedentes descritos en el artículo 14 ter, nuevo, que se agrega a la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



Además, las empresas públicas, incluidas ENAP, CODELCO, Correos de Chile, Televisión Nacional de Chile, ENAMI, Ferrocarriles del Estado y BancoEstado, deberán publicar las actas del directorio después de no más de cinco días hábiles, contados desde su aprobación.



6.- Se agregan al inciso final, nuevo, que se introduce al artículo 5º A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, como sesiones con carácter de secretas, las que así sean declaradas por el Presidente de la Cámara respectiva, con acuerdo de los dos tercios de los Parlamentarios presentes, cuando los documentos de que haya que dar cuenta incidan en alguna de las circunstancias establecidas en el inciso segundo del artículo 8º de la Carta Fundamental, esto es, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de los órganos del Estado, los derechos de las personas, la seguridad de la nación o el interés nacional.



Señores Senadores, cabe tener presente que estas enmiendas -reitero: todas fueron acordadas por unanimidad- deben ser votadas sin debate, según lo dispone el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, salvo que algún señor Senador, antes del inicio de la discusión particular, solicite debatir la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas. 



Efectivamente, ha llegado a la Mesa una indicación renovada, la cual, como indiqué, habría que votar en forma separada.



Cabe hacer constar, además, que los artículos 1º, 3º y 6º del proyecto tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 26 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas que transcriben, respectivamente, el texto de las leyes que se modifican, el proyecto aprobado en general por el Senado, las modificaciones efectuadas por la Comisión de Gobierno y el texto final que resultaría de ser aprobadas dichas enmiendas.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión particular el proyecto.



Ofrezco la palabra al Presidente de la Comisión y coautor de la iniciativa.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, antes solicito que se discutan y voten el N° 2 y el artículo 14 quáter, ambos correspondientes al artículo 1°. 

El señor VÁSQUEZ.- Pido la palabra para formular una cuestión previa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, voy a solicitar que el proyecto vuelva a Comisión para un nuevo segundo informe, por lo siguiente.



Ocurre que el primero de los números que el Honorable señor Viera-Gallo ha solicitado votar señala que deben ser públicos los actos y resoluciones del Congreso Nacional y de los Tribunales de Justicia. Sin embargo, revisados los textos, no se hace referencia a la manera como estos últimos van a hacer públicos sus actos o resoluciones; fundamentalmente, las sentencias definitivas que dicten los tribunales superiores.



Cabe hacer presente que el Poder Judicial actualmente exhibe en su página web la tramitación de todas las causas, pero no hay una publicación efectiva donde se comparen, por ejemplo, las sentencias de las Salas especializadas de la Corte Suprema. Esto puede llevar a que, frente a un caso similar, una Sala vote en un sentido en una sentencia y en uno distinto en la siguiente. Por lo tanto, no tendríamos conocimiento, desde el punto de vista de la publicidad efectiva, del hecho de que el Máximo Tribunal cambie de criterio en la Sala especializada.



En consecuencia, solicito que el proyecto vuelva a Comisión para un nuevo segundo informe, referido al Poder Judicial, con el fin de que éste, dentro del plazo de dos o tres años, pueda incorporar en su página web las sentencias sobre cada uno de los asuntos en los cuales ha dictado resolución, sea por materia o por artículo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Debo precisar que en este asunto no hay debate y que estoy ofreciendo la palabra sólo para formular cuestiones previas al informe que rendirá el Presidente de la Comisión.



Se ha solicitado discusión y votación respecto de dos números. Así se procederá en su momento. Y está la petición del Senador que recién usó de la palabra, en el sentido de enviar el proyecto a Comisión para un nuevo segundo informe.



Sobre este asunto, ofrezco la palabra.



La tiene el Senador señor Larraín, y luego, el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, respecto de esta materia -después me voy a referir al texto del proyecto-, creo innecesario el planteamiento que se ha formulado, en el sentido de que vuelva a Comisión para un nuevo segundo informe, porque el Nº 2 (aprovecho de aclararlo también para quien ha pedido discutirlo separadamente) lo que hace es reproducir el texto de la reforma constitucional. 



El artículo 8º, inciso segundo, de la Carta dispone: “Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen.”, etcétera. Y la forma de resolver es propia de cada institución. 



A mí me parece que el Poder Judicial tendrá que ver cómo hará efectiva esa norma. Y nosotros lo haremos mediante la normativa orgánica constitucional que nos rige o según nuestros propios Reglamentos.



En lo que dice relación a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, hay una proposición concreta, que fue la única votación dividida que realmente hubo. Y, al respecto, se rechazó una indicación, que renové.



Por lo tanto, considero que no es necesario un nuevo segundo informe, pues lo que se busca en cuanto al Poder Judicial es reglamentable según su competencia. Creo, pues, que deberíamos proceder en tal sentido.



Hemos dispuesto, sí, una norma específica acerca de las sentencias judiciales definitivas, que causan ejecutoria, de modo tal que dentro de un plazo de cinco días hábiles estén accesibles al público a todo evento. Ir más allá es entrar a lo que, en mi concepto, corresponde a dicho Poder del Estado. 



La otra disposición mencionada sólo reproduce el artículo 8º de la Carta; por lo tanto, no parece que tenga sentido volver a discutirla. Lo incorporamos en el texto sólo para hacer concordante nuestra propuesta con la reforma constitucional.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sobre este asunto, tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, tuvimos ya una larga discusión acerca del artículo 8º del Texto Fundamental, con motivo del asunto que nos convocó a la sesión especial reciente. Pero voy a volver sobre él.



¿Qué se entiende por "actos"? ¿Cuál es la extensión del significado de dicha palabra? ¿Una sesión del pleno de la Corte Suprema es un acto? ¿Puede ser siempre público? ¿O habrá que dejar alguna disposición que diga lo que señaló el Senador señor Larraín en cuanto a que el Poder Judicial, el Congreso, etcétera, determinarán en sus reglamentos –también puede establecerse en la propia ley– cuáles actos deberán ser privados o secretos? ¿Podrá ocurrir mañana que la Corte Suprema se reúna en pleno y llegue un periodista y diga: “Señor, discúlpeme. Permítame entrar aquí porque, conforme a la disposición legal y debido a que me respalda una norma constitucional, esta sesión es pública y puedo estar presente en este acto”? 



¿Qué se entiende por “actos”? Primera interrogante.



Entonces, creo que no podemos legislar dejando pendiente de interpretación una situación como la descrita. 



Entiendo lo relativo a la resolución:  se refiere a la sentencia, al decreto que se dicte, etcétera. Pero “acto” es algo mucho más amplio, mucho más complejo.



Lo mismo sucedería (lo mencionó el Honorable señor Viera-Gallo) respecto del Consejo de Gabinete. ¿Es un acto? Indiscutiblemente, lo es, en una definición estricta. ¿Tiene que ser público? 



Son mis interrogantes.



Por eso, estimo que hay que precisar dicho aspecto. No me atrevería a votar esta disposición, a pesar de que soy partidario de la transparencia en plenitud. Pero también debemos evitar llegar a una situación en que la norma resulte de tal manera vulnerable que termine siendo inaplicable.



El Senador señor Viera-Gallo me pide una interrupción, que concedo con la venia de la Mesa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, veo que estamos entrando al fondo del asunto…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Senador, sólo he puesto en debate si el proyecto vuelve o no a Comisión.

El señor VIERA-GALLO.- Sin embargo, observo que para tomar esa decisión se argumentan materias de fondo. Entonces…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ya está definido que tendremos discusión sobre el Nº 2, Su Señoría.



 Por lo tanto, pido a la Sala que la discusión acerca de dicha norma la hagamos al abrir debate sobre ella y que antes resolvamos si enviamos o no el proyecto a Comisión.

El señor VIERA-GALLO.- O al revés, señor Presidente. Porque a lo mejor es razonable que se decida devolverlo o no a Comisión según como sea la discusión sobre el fondo. Sería lo lógico, en orden a si se requiere mayor precisión o no.



No tengo ningún problema en hacer uso de la palabra después.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Propongo que sigamos el tratamiento de la iniciativa y, por tanto, que no acordemos ahora enviarla de nuevo a Comisión. Pero, si en el curso del debate surge una opinión en tal sentido, en ese momento lo resolvemos.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sólo quiero informar acerca del contenido del texto que nos ocupa, pues el señor Secretario efectuó una relación bastante completa respecto de lo aprobado por la Comisión de Gobierno.



El proyecto que presentamos con el Honorable señor Gazmuri fue acogido en lo fundamental por ese órgano técnico. Se le introdujo una cantidad importante de modificaciones que –creo– lo han mejorado. Y hemos tenido a la vista, fundamentalmente, la aprobación del nuevo artículo 8º de la Constitución, que incorporó conceptos bastante precisos sobre esta materia.



Por lo tanto, se realizó toda una adecuación normativa, que se tradujo en las disposiciones que los miembros de la Comisión, otros señores Senadores y el propio Ejecutivo incorporaron mediante indicaciones.



De un lado, se establece qué se entiende por información pública.



A la vez, se contempla el principio que ha estado en discusión a propósito del artículo 2º, que recoge –reitero– lo que dice la Constitución, y, también, lo que plantea hoy la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, que no ha provocado ninguna dificultad.



A continuación se incorpora lo principal: las causales de excepción al acceso de la información pública -y éstas son las que se establecen por ley de quórum calificado- y los conceptos que ya se han descrito durante este debate.



Adicionalmente, se determina cuál debe ser la formalidad de la solicitud de acceso, haciéndola lo más expedita posible.



También se cambia el plazo para responder: de 48 horas, a 10 días hábiles, recogiendo la experiencia internacional.



Asimismo, se aborda un tema que me parece crucial, concerniente a la gratuidad en la entrega de la información. Esto generó una discusión -no logramos resolverla por entero- relacionada con los organismos que venden -por así decirlo- la información de que disponen (por ejemplo, el Instituto Nacional de Estadísticas o el Instituto Geográfico Militar) y donde el producto de la venta forma parte de sus presupuestos. Es decir, surge el problema de que la gratuidad se ve obstaculizada porque estos servicios públicos, y eventualmente otros, requieren tales ingresos para subsistir.



Nos parece que eso representa una limitación al acceso a la información existente. Por ejemplo, cualquier persona que desee trabajar en algo relativo a urbanización o en algún proyecto de una municipalidad o de una comuna deberá comprar la información pertinente, que está en manos del Instituto Geográfico Militar, la cual tendría que ser de acceso público.



Si Sus Señorías observan algunos servicios que presta el buscador Google, van a encontrar que ofrece información bastante completa, incluso sobre realidades geográficas chilenas. 



¿Por qué no tenemos ese acceso público a la información que permita avanzar a los estudiantes, progresar a los investigadores e innovar a los que deseen hacerlo?



Lo mismo pasa con el Instituto Nacional de Estadísticas.



Pero tal problema no se pudo resolver. Por lo tanto, sólo quedó establecido que es gratis toda la información que se deba entregar, excluido los costos del soporte de la reproducción, si acaso corresponde, y -algo muy importante- lo que la ley permita cobrar.



De esa forma, por ahora, quedó zanjada la dificultad planteada.




En seguida se incorporaron otras obligaciones para todos los órganos del Estado, incluidas las empresas públicas, en el sentido de obligarlos a entregar información de manera proactiva, sin esperar que alguien se la solicite, respecto de su realidad, su estructura orgánica, sus objetivos, su planta, sus remuneraciones, etcétera. 



Me parece que eso también ayuda a la mayor transparencia de dichas instituciones.



Del mismo modo, se introdujeron modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, para hacerla coherente con la reforma constitucional; a la Ley Orgánica del Congreso Nacional, acerca de cuáles sesiones son  públicas y cuáles secretas –materia que la Sala discutió hace poco y a la que me referiré más adelante-; al Código Orgánico de Tribunales, respecto de la publicidad de las sentencias judiciales definitivas, y a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, para asegurar además transparencia en las decisiones y resoluciones de los municipios referidas específicamente a los concejos municipales. 



Hay otra enmienda muy importante, a propósito de una indicación del Ejecutivo, que establece la facultad del Presidente de la República para fijar el texto refundido -aparte la incorporación en la Ley de Bases de la Administración del Estado- de los artículos pertinentes del DFL Nº 1, de 2001, que contiene dicho cuerpo legal, a objeto de contar con un estatuto de acceso a la información pública de directo conocimiento de la ciudadanía, lo cual va a tener un efecto pedagógico muy trascendente. 



Y, por último, el único tema en que no llegamos a acuerdo dice relación a  qué sesiones deben ser secretas (lo debatimos hoy).



El proyecto establece que podrán tener dicho carácter las preceptuadas en el número 17º del artículo 32 de la Constitución, facultando el Presidente de la República para pedirlo acerca de materias de carácter internacional; aquellas que la Cámara respectiva pueda declarar bajo el procedimiento que se fija; y las referentes a rehabilitación de ciudadanía, a otorgamiento de nacionalidad por gracia y a nombramientos. 



En cuanto a los nombramientos, solicité por medio de una indicación que los que efectúa el Senado sean públicos. Eso se perdió. Y la indicación renovada que se ha presentado es para reponer tal materia en la Sala. 



En consecuencia, señor Presidente, creo que estamos frente a un proyecto que ha introducido un avance muy sustancial con respecto a nuestra iniciativa y donde se han evidenciado progresos gracias al aporte del Senado y del Ejecutivo. 



De otro lado, quiero agradecer al Gobierno por haber puesto urgencia a la iniciativa, ya que eso permite avanzar en esta materia. De despacharse el proyecto tal como viene, estaremos dando un paso gigantesco en la transparencia de nuestras institucionalidad y, por lo tanto, en hacer nuestra democracia más ciudadana, lejana de la cultura del secreto que ha existido desgraciadamente, durante muchas décadas -quizás siglos-, en nuestro país. 



He dicho. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se tocarán los timbres para reunir el quórum necesario.

El señor MORENO.- ¿Qué quiere hacer, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Seguir literalmente el Reglamento, señor Senador, no interpretarlo. 



Por eso, propongo dar por aprobado todo lo acogido por unanimidad en la Comisión y que no se haya pedido discutir.

El señor COLOMA.- ¿Se solicitó debatir el Nº 2?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Para tener claro el procedimiento, debo señalar que se discutiría lo que se pidió votar separadamente: el número 2, el artículo 14 quáter y una indicación renovada, que ya explicó el Honorable señor Larraín, referida al voto secreto del Senado para resolver nombramientos.

El señor MORENO.- Señor Presidente, ¿tenemos el quórum necesario para aprobar las normas que no serán debatidas?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Estamos esperando que se reúna. Se requieren 26 votos afirmativos.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Y no se podría, mientras tanto, empezar la discusión?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, acogeremos esa proposición.



Tiene la palabra Su Señoría sobre el Nº 2 del artículo 1º.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, éste es un tema muy de fondo, como lo señaló el Honorable señor Andrés Zaldívar. Y tal vez, cuando aprobamos la reforma constitucional, no fuimos suficientemente precisos en la interpretación.



Para la historia fidedigna de la ley, estimo importante dejar constancia al menos de mi criterio. No sé cuál será el de los demás colegas.



Cuando se dice que algo tiene que ser público, significa que ese algo ha de ser conocido; que no puede ser secreto o estar escondido. Ello no implica necesariamente que deba tenerse conocimiento directo del acto por su naturaleza, sino que simplemente, a diferencia de la República Veneciana, cualquier persona pueda conocer una resolución administrativa, judicial o legislativa que le afectará en su vida cotidiana. Por eso se dice que la ley se presume conocida. Es pública.



Entonces, en primer término, al señalar que algo es público estamos diciendo que no es secreto.



En segundo lugar, es obvio que ello también rige para los fundamentos y los documentos, tal como se indica en el proyecto. 



El problema mayor se produce cuando se establece que los procedimientos tienen que ser públicos. Y eso viene, como muy bien dijo el Senador señor Larraín, de la reforma constitucional.



Ahora, me gustaría que se precisara lo que significa que un procedimiento sea público.



Pero, antes de eso, quizá valdría la pena ahondar un poco acerca de qué es un acto del Estado.



Según está definido en la Ley de Procedimientos Administrativos, o en las leyes sobre procedimientos judiciales, o en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, un acto es tal cuando se afina una decisión de un órgano administrativo o del Estado que produce efectos jurídicos.



No es un acto de la Administración del Estado que el Presidente de la República llame por teléfono o que el Presidente del Senado haga sonar los timbres. No es un acto el que se convoque a una sesión, o el que se hable y delibere. El acto tiene lugar cuando un procedimiento queda afinado de tal manera que produce efectos jurídicos. Ése es el tipo de actos que deseamos que sean públicos.



En esto no hay ninguna innovación, porque hasta ahora la nuestra no ha sido una república secreta. No ha habido actos generadores de efectos jurídicos que hayan sido secretos, salvo las leyes con ese carácter de un período anterior.



Pero el problema lo constituyen los procedimientos.



Sobre esta materia existen dos posibles interpretaciones. Con una concuerdo, y con la otra, no.



Que el procedimiento sea público, a mi juicio, debería significar que la ciudadanía conoce cómo se adoptan las decisiones: la Corte Suprema, de tal manera; las Cortes de Apelaciones, de otra; el Consejo de Generales, de una forma; las Comisiones legislativas, de otra. O sea, se sabe que no hay un modo secreto para decidir.



Pero cosa muy distinta es que el ciudadano tenga derecho a presenciar la toma de decisiones que lleva al acto. Porque, si por esto se entiende público, creo que estamos haciendo una interpretación demasiado abusiva o extensiva de la reforma constitucional.



Es decir -con esto respondo al Senador señor Zaldívar-, si se aceptara el precepto, ningún ciudadano tendría derecho a solicitar asistir al pleno de la Corte Suprema o a las deliberaciones de las Cortes de Apelaciones encaminadas a la toma de una decisión; ningún ciudadano tendría derecho -menos la prensa- a pedir estar presente en una Comisión legislativa para ver cómo se debate un proyecto; ningún ciudadano podría solicitar asistir al Consejo de Gabinete, o al Consejo del BancoEstado, o al Consejo del Banco Central, o al Consejo de Almirantes -¡qué sé yo!-, a todos los órganos colectivos.



Se dice, entonces, que son públicos los procedimientos mediante los cuales esos organismos adoptan sus decisiones. Yo tengo derecho a saber cómo se decide, pero no -como sucedió en la época de la Revolución Francesa o en la de la Comuna de París- a hacer desaparecer la diferencia entre gobernante y gobernado.



Si la nuestra es una democracia representativa, es porque partimos de la idea básica de que la ciudadanía no se autogobierna, sino que delega el ejercicio de la soberanía. Y si uno delega, puede controlar, pero no sustituir al órgano en el que delega. O sea, la base del sistema político de la democracia representativa es que existe una diferencia entre gobernante y gobernado.



Ojalá que tal diferencia se vaya haciendo cada vez menor. Pero, en las complejas sociedades modernas, sería demagógico sostener que el Estado desaparece. Porque si se afirma que el ciudadano tiene acceso directo a todas y cada una de las decisiones del Estado, en el fondo éste vuelve a confundirse con la sociedad, se difumina, desaparece.



El Honorable señor Andrés Zaldívar me está pidiendo una interrupción, que concedo con el mayor gusto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Siguiendo la argumentación del Honorable señor Viera-Gallo -estoy totalmente de acuerdo con su interpretación-, sugiero que se precise el Nº 2.



Si dijera “Son públicas las resoluciones de los órganos de la Administración del Estado”, estaría perfecto. A mi modo de ver, el término “actos” es innecesario, porque la resolución contiene ese concepto; es donde se resuelve. Si no, la norma se presta para confusión en lo que concierne al alcance de la palabra “actos”.



Después se establece que son públicos los procedimientos. A mi juicio, debería expresarse que será pública la forma, pero no el procedimiento, porque éste puede ser la sesión donde se toma una resolución o se ejecuta determinado acto.



Por ello, hay que precisar esta disposición, para evitar excesos que pueden hacerla impracticable o, sencillamente, para impedir un rechazo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, comparto la idea del Senador señor Zaldívar. 



No sé si sea necesario que la iniciativa vuelva a Comisión, ya que, como dijo el Honorable señor Larraín, este número transcribe la norma constitucional.



Tal vez bastaría con que este debate quedara en la historia fidedigna de la ley. Porque lo que ha movido a los señores Senadores que firmaron la moción es, básicamente, asegurar el acceso público a la información ya producida, pues, por desgracia, había un reglamento del Gobierno -fue objetado por la Contraloría General de la República- que hacía bastante opaco el acceso del público a la información del Estado.



La iniciativa busca, según lo dispone el Nº 1 del artículo 1º, una mayor facilidad para el acceso del ciudadano a la información pública. Y eso es lógico. Pero la norma cuestionada, que en el fondo transcribe en parte el artículo 8º de la Constitución y luego lo complementa, introduce todas las dudas aquí señaladas.



Entonces, señor Presidente, concluyo sosteniendo en primer término que, para que exista un acto de un órgano del Estado, debe mediar una actividad que produzca efectos jurídicos; no se trata de cada uno de los actos de los funcionarios. Y, en segundo lugar, que el ciudadano tiene todo el derecho del mundo a conocer los procedimientos por los cuales se adoptan las decisiones, pero no el de estar presente en las deliberaciones que llevan a ellas.



Si esas precisiones fueran de algún modo compartidas, yo no tendría ningún inconveniente en que se aprobara el Nº 2 sin volver el proyecto a la Comisión, porque ése es el espíritu razonable de la norma. Si no, entraríamos en una gran confusión.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sin perjuicio de dar la palabra en el orden en que se ha pedido, debo señalar que estamos con un problema de procedimiento y de quórum. La verdad es que algunos señores Senadores se encuentran trabajando -al margen del Reglamento (debo decirlo), porque no pidieron autorización para hacerlo-, simultáneamente con la Sala, en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. Pero se hallan disponibles para bajar al Hemiciclo cuando se acuerde votar. Y otros, al parecer, abrigan la intención de alejarse en pocos minutos más.



Por lo tanto,…

El señor ÁVILA.- La Comisión de Pesca también debe reunirse, señor Presidente. Solicito que se le permita sesionar en paralelo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).-…propongo lo siguiente.



Entiendo que se puede aprobar el artículo de que se trata, con las precisiones formuladas por el Honorable señor Viera-Gallo, en el sentido de que queden incorporadas al texto de la ley.



En realidad, se hace referencia a la información y en ningún caso a la presencia física de los ciudadanos en los organismos del Estado.

El señor COLOMA.- Tengo una objeción, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si hubiera acuerdo al respecto…

El señor COLOMA.- No lo hay.

El señor VALDÉS.- Votemos.

El señor VÁSQUEZ.- No existe quórum suficiente.

El señor LARRAÍN.- Prosigamos la discusión. Que se someta el artículo al pronunciamiento de la Sala.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si no se cuenta con quórum, se discutirá el asunto hoy y se votará mañana.

El señor FERNÁNDEZ.- Hay quórum.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Lo que ocurre es que antes deben llevarse a cabo las intervenciones. Y se han inscrito varios señores Senadores para referirse a la primera modificación que se debe votar, que es la del número 2 del artículo 1º.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, el análisis del Senador señor Viera-Gallo es correcto y concordante con el del Honorable señor Andrés Zaldívar. Pero los que algo conocemos de derecho sabemos que las normas de interpretación de la ley que corren entre los artículos 19 y 24 del Código Civil parten de la base -por lo menos, conforme a la conclusión generalizada de los civilistas, e incluso, de los constitucionalistas- de la literalidad de un texto. No comparto ese criterio, que no es el que mayoritariamente aceptan nuestros tribunales de justicia.



Y sucede que el artículo 8º de la Constitución dice que son públicos los actos, las resoluciones, los fundamentos y los procedimientos. Todas esas cosas son públicas. En consecuencia, si nos remitimos al sentido literal a que hace referencia el artículo 19 del Código Civil, podríamos perfectamente bien entrar en colisión con aquello que precisamente ha entendido el Senador señor Viera-Gallo, así como el Honorable señor Andrés Zaldívar, en cuanto a cómo se administra debidamente el Estado y qué participación puede caber a cualquier persona en tales actos y procedimientos, en términos de ser públicos.



Por lo tanto, me parece que lo lógico sería que la disposición se precisara definiéndose exactamente lo que se ha mencionado: qué son acto, resolución, fundamento y procedimiento. Al complementarla en esa forma, quedaría del todo clara.



En tal sentido, señor Presidente, deseo consignar que no siempre en los tribunales de justicia se entiende, como fuente de la ley, la historia de su establecimiento. No se recurre a ella. No basta la intervención de un Parlamentario en una Comisión o en la Sala.



Insisto, entonces, en el procedimiento de llegar a la convicción de que es necesario complementar el artículo 13 de la ley Nº 18.575, en cuanto al inciso contemplado en el número 2 en estudio -es copia del artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución-, con el fin de aclarar lo que se quiere.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, tiendo a compartir plenamente la última de las intervenciones. Y me alegro de que haya sido tan clara para explicar la razón por la cual la norma, tal como se halla redactada, puede generar muchos más problemas que soluciones. Creo que ello se debería evitar.



Noto a lo menos cuatro diferencias importantes entre el proyecto de ley -en la disposición que nos ocupa- y el texto que finalmente queda después de haber pasado por la Comisión. Y, sobre la base de la misma fuerza con que me parece que la iniciativa apuntó, en un sentido correcto, a dar más transparencia y claridad a lo que se busca a través de la información pública, estimo que ahora tiende más bien a originar una mayor confusión respecto de lo que realmente se persigue.



Vamos a las diferencias.



En primer lugar, el proyecto se refería a los “actos administrativos”. Ese concepto es preciso en el Derecho Administrativo: resulta claro y nadie se confunde respecto de su significado. Y algo lo explicó anteriormente el Senador señor Viera-Gallo. En su lugar, la norma dice relación a “actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado”, que no es necesariamente lo mismo. Constituye una nueva expresión que se incorpora acerca de ese tipo de instrumento y, como es obvio, puede ser interpretada bajo las más diversas formas. O sea, sabemos lo que es un acto administrativo; pero un acto de la Administración del Estado, si no lo precisamos -por ejemplo, en cuanto a sus efectos jurídicos o a la factibilidad de causar determinada consecuencia en relación con terceros-, se puede aplicar con mayor o menor amplitud y generar una inseguridad que no me parece razonable en quien debe juzgar o interpretar la ley.



Segundo, el texto original mencionaba sólo los documentos, en tanto que ahora se incluyen también los fundamentos. Es una complejidad adicional respecto de cuáles son los correspondientes a cada acto y resolución del Estado, lo que pasa a ser obligatorio. Si alguien omite uno de ellos, entonces podría violentar la ley, lo que no creo que sea objetivo del legislador.



En tercer término, se incorpora un concepto que me parece el más complejo de todos: el de procedimiento. O sea, qué es la publicidad de los procedimientos.



Porque ello, además, se aplica, por ejemplo -y es la cuarta diferencia-, al Congreso Nacional: respecto del trabajo de Comisiones, de los llamados que se pueden hacer al Ministro correspondiente para la precisión del sentido de un proyecto que se podría enviar, etcétera.



Para mencionar un caso, cada vez que pueda suscitarse una cuestión limítrofe con un país vecino -ojalá sean las menos posibles-, y tratándose de los procedimientos para poder resolverla, sea a través del recurso a la diplomacia parlamentaria o de la representación al par de otro Estado de una inquietud acerca de cierto tema, pasaré a encontrarme obligado, como Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, a dar cuenta de cualquier gestión intentada para los efectos de solucionar la dificultad, por ser ello parte del acto o resolución de un órgano técnico del Senado.



Pienso que se abre un espacio infinito de interpretaciones que no tienen que ver ni con la probidad, que fue lo que vimos en relación con el artículo 8º de la Carta, ni con el acceso a la información pública.



Y, por último, la extensión del concepto al Congreso Nacional y a los Tribunales de Justicia agrega una complejidad respecto de lo que originalmente se entendía que eran actos administrativos.



Entiendo perfectamente la iniciativa, pero mucho menos las modificaciones de que ha sido objeto. Y estimo que al final, en vez de permitir el acceso a la información pública, puede generar un enredo imposible de descifrar en aspectos que, por esencia, deben ser claros y transparentes al momento de legislar.



Por tal motivo, señor Presidente, soy partidario de que la norma en análisis sea devuelta a la Comisión, si se quiere buscar el espíritu original. De lo contrario, deberemos votar en consecuencia.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La Mesa dará la palabra para que siga el debate.



Sólo deseo recordar a la Sala que lo relativo a que son públicos los actos, las resoluciones, los fundamentos y los procedimientos no es un invento del proyecto, sino la transcripción del artículo 8º de la Constitución Política de la República.



Ahora, si se quiere entrar a un nuevo proceso de reforma de la Carta, después del que recién concluyó, ello es posible. Pero no es algo que tenga que ver con la disposición en examen. Esta última únicamente reproduce los mismos elementos del precepto citado, porque hace referencia a “los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado”, así como a los “fundamentos” y los “procedimientos”. Incorpora más aspectos que la iniciativa original, pero, por coherencia con la Constitución, se limita a repetir el contenido de ésta.



Lo recuerdo sólo para que los señores Senadores lo tengan claro.



Sobre esa base, me parece mucho más pertinente que en la historia de la ley se aclare cuál es el sentido que damos a la cuestión en análisis.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ésa es la sugerencia de la Mesa.



Tiene la palabra el Honorable señor  Larraín; luego, el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sus palabras ayudan a introducir el sentido de lo que quiero manifestar.



En primer lugar, el número 2 del artículo 1º sólo hace más coherente el proyecto con el texto actual de la Constitución. Si se presta a dudas o inquietudes, no tengo ningún inconveniente en retirarlo, porque no agrega nada nuevo a lo que dispone la Carta Fundamental. Se quita respaldo al artículo y se acaba la discusión, pues no es necesario.



Lo que nos interesa es aclarar qué es información pública, cómo se garantiza el acceso a ella para asegurar la transparencia, cómo se pueden establecer mecanismos de excepción y los procedimientos para adquirir el conocimiento de la información. Si el precepto genera dudas, no tengo ningún problema en rechazarlo, porque el proyecto quedará exactamente igual. La norma sólo busca -repito- reproducir lo que establece la Constitución.



Segundo, aquí se ha dicho que la disposición no se entiende, que no están claros los conceptos de "acto administrativo", de "acto de la Administración" o de "resolución". Y se han citado varias normas. 



¡Perdónenme, Sus Señorías, pero eso ya está definido en la ley! Aquí no estamos haciendo interpretaciones nuevas. Esto viene de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



Más aún, por si eso fuera insuficiente, el artículo 3º de la ley Nº 19.880, sobre Procedimientos Administrativos, define el concepto de acto administrativo; de manera que no estamos haciendo ninguna innovación. Dice: "Concepto de Acto Administrativo". Y prosigue: "Para efectos de esta ley se entenderá por acto administrativo las decisiones formales que emitan los órganos de la Administración del Estado en las cuales se contienen declaraciones de voluntad, realizadas en el ejercicio de una potestad pública.". ¡Eso es!



Por lo tanto, aquí se define este concepto...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor LARRAÍN.- Termino y se la doy, señor Senador. Quiero que se entienda la idea que estoy exponiendo.



Reitero: el concepto está definido. Las palabras de los Honorables señores Andrés Zaldívar y Viera-Gallo apuntan hacia la correcta interpretación. Algo también entendí al Senador señor Vásquez en la misma línea. Se trata de actos terminales, de actos formales, normalmente por escrito.



Por lo tanto, la expresión "acto administrativo" tiene en nuestra legislación una claridad conceptual que no merece dudas.



Igual ocurre con las resoluciones. El mismo artículo 3º del citado cuerpo legal las define: "Las resoluciones son los actos de análoga naturaleza que dictan las autoridades administrativas dotadas de poder de decisión.". ¿Y los procedimientos? ¡Por favor! No es más que una expresión gramatical. Es decir, los conceptos están señalados y debidamente explicados en nuestra legislación.



El Senador señor Andrés  Zaldívar me pidió una interrupción, que otorgo con la venia de la Mesa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Terminó, Su Señoría?

El señor LARRAÍN.- No he concluido.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Este Presidente sólo permite interrupciones durante la intervención,...

El señor LARRAÍN.- ¡Ah,! Entonces, si usted no la da, yo tampoco.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ...pero no cuando el orador ya ha finalizado su exposición.

El señor LARRAÍN.- Yo pedí terminar la idea para después dar la interrupción.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Conforme.



Tiene la palabra el Honorable señor  Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- La Mesa está muy estricta hoy.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En estas materias, sí, señor Senador.

El señor NARANJO.- ¡Si no, la censuramos...!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Llamaremos al Honorable señor Sabag...!

El señor NÚÑEZ.- ¡Quedó preocupado con la censura, señor Presidente...!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, sólo quiero manifestar que las palabras del Senador señor Coloma en relación con lo que señaló el Honorable señor Larraín aclaran la cuestión.



La definición de "acto administrativo" está en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado. Lo que pasa es que al usar nada más que el término "acto" -por eso es bueno hacer estas precisiones- se entiende que es "acto administrativo". La expresión "acto" es mucho más amplia. Lo dice la Constitución. Pero la ley que reglamenta y hace efectiva la norma constitucional puede explicitarlo.



Entonces, al hablar de "acto administrativo" estamos precisando el concepto.



Ahora bien, tal como decía el Honorable señor Larraín, a lo mejor la disposición no es necesaria. Pero si queremos hacerla más clara, perfectamente podríamos modificar el artículo disponiendo que "Son públicos los actos administrativos".



Pienso que en esa forma no estaríamos contrariando la Constitución, sino precisándola.



Agradezco la interrupción.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Recupera la palabra el Senador señor  Larraín.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente.



Quiero explicar el porqué de esta disposición, que -entiendo- emana de una indicación del Ejecutivo.



En rigor, el artículo 8º de la Carta Fundamental, en su inciso segundo, no habla de órganos de la Administración del Estado, sino que dice que son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado. La expresión "órganos del Estado" se utiliza en la Constitución en forma amplia.

El señor VÁSQUEZ.- Ése es el punto.

El señor LARRAÍN.- Por ejemplo, la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración alude reiteradamente a los “órganos del Estado”, entendiendo por tales los Poderes Públicos.



Entonces, si Sus Señorías se fijan, el número 2 del artículo 1º en discusión dispone: "Son públicos los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado…". Es decir, en una primera acepción, se refiere a los órganos de la Administración del Estado. Y eso...

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Concluyo en un minuto, señor Presidente, para que se entienda lo que estamos propiciando.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entonces, le doy tiempo extra.

El señor LARRAÍN.-  Muchas gracias, señor Presidente. Usted, además,  es coautor de la ley en proyecto.



Por lo tanto, respecto de los órganos de la Administración del Estado, este texto se aplica claramente. Y eso se determinó en la ley Nº 19.880, sobre Procedimientos Administrativos. 



No hay discusión; quedó zanjada y esclarecida la interpretación.



Y después, para otros órganos del Estado, en el mismo inciso viene una segunda frase, que expresa: "Dicha publicidad también regirá para la actividad del Congreso Nacional y de los Tribunales de Justicia, incluidos los órganos administrativos que colaboran con ellos". 



¿Cómo lo hace el Parlamento? Con su ley orgánica y con su reglamentación interna. 



¿Cómo lo hace el Poder Judicial? Con sus propias normas. 



Por ejemplo, ¿de qué manera se resuelve el procedimiento penal? Por la ley respectiva: el Código Procesal, que incorpora la publicidad en la forma pertinente. Igual procedimiento se está aplicando en materias laborales. Igual se hará -espero, Dios mediante- en el procedimiento civil cuando se impulse la reforma. Y a través de autos acordados se resolverá cómo se efectuará la publicidad de los actos propios de los organismos judiciales; léase Corte Suprema, Cortes de Apelaciones u otros.



Por lo tanto, creo que, en la forma propuesta, el número 2 está bien planteado.



Y si así y todo hay dudas, votémoslo. Y si se pierde, se pierde. No empece al proyecto.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Quiero proponer a la Sala que mañana votemos la iniciativa en el primer lugar de la tabla.

El señor VIERA-GALLO.- No: en segundo lugar.

El señor LARRAÍN.-  No; primero. Es sólo votación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sí, porque la discusión se agotará hoy.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Así se acuerda.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra sobre el número 2.



Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, concuerdo con el Honorable señor Larraín. Su explicación me parece muy clara.



El punto radica en que este inciso se divide en dos partes: la primera, relativa a los actos administrativos ya definidos en la ley Nº 19.880, y la segunda, según la cual "Dicha publicidad también regirá para la actividad del Congreso Nacional y de los Tribunales de Justicia".



Entonces, volvemos a caer en el problema de qué es acto para los tribunales de justicia, qué son los procedimientos que deben seguir, etcétera. Y me parece preferible definirlos. Ése es nuestro punto de vista.



Por lo tanto, insisto en la posibilidad de que este numeral vuelva a Comisión.

El señor LARRAÍN.-  No.

El señor VIERA-GALLO.-  ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sobre este tema, tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.-  Señor Presidente, la discusión ya está hecha. Más importante que determinar si el proyecto vuelve a Comisión es saber si uno de sus autores está dispuesto a retirar el número 2, con lo cual la norma constitucional quedará como un principio genérico. No obstante, la precisión en la ley puede hacerla más operativa, aun cuando presenta un poco de confusión.



Entonces, de común acuerdo, en la sesión de mañana se puede proponer el retiro del número 2 del artículo 1º y se aclara el punto.



Ahora, no sé si hay tiempo para...

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminemos el número 2, señor Senador.

El señor VIERA-GALLO.-  Muy bien.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Hay tiempo suficiente. El Orden del Día termina a las 19:30.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.-  Señor Presidente, no podemos retirar el artículo, pero sí votarlo y rechazarlo. No sé si cabe proceder así respecto de una norma aprobada por unanimidad en la Comisión. Pero la Sala puede desecharla, con lo cual se arregla el problema. Yo no tengo inconveniente en que se deseche.



¿Zanjado el punto, señor Presidente?

El señor COLOMA.- Entonces, rechacémoslo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No tenemos quórum para tomar acuerdos, señor Senador.



En virtud de la discusión ya realizada, queda pendiente para mañana la votación del número 2 del artículo 1º.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Artículo 14 quáter.

El señor VIERA-GALLO.- A este respecto, señor Presidente, más que una duda, tengo una consulta.



Mi convicción es que en la Constitución del 80 -o del 2005, como se la quiera llamar-...

El señor COLOMA.- ¡Del 80!

El señor VIERA-GALLO.- ... las empresas públicas se deben regir, en general, por las normas del derecho común, salvo que haya una ley especial que les establezca otras que les sean propias. 



Se consagran diversas disposiciones referidas a lo que deben hacer las empresas públicas, como la del precepto en debate, el cual dispone que deben publicar sus actas de directorio después de no más de 5 días, a menos que el mismo directorio, por mayoría absoluta, decida otra cosa. Pero, en tal caso -agrega-, el director que, dolosa o culpablemente -no sé cómo podría ser eso-, concurra con su voto favorable a la declaración de reserva, responderá solidariamente de los perjuicios.



Quisiera saber si se trata de las mismas normas que rigen a las sociedades anónimas. Porque, en mi opinión, la idea es que la empresa pública, cumpliendo las disposiciones de la Constitución y salvo casos especiales, se parezca lo más posible a la empresa privada en cuanto a su transparencia.



Ahora, no sé si las sociedades anónimas privadas publican sus actas de directorio antes de 5 días, ni tampoco si los directores que han concurrido a la reserva en forma dolosa -o sea, para tapar algo- se hacen solidariamente responsables.



Es sólo una consulta. No estoy en contra del precepto, pues no soy experto en administración. Ignoro, por ejemplo, si Canal 13 o Chilevisión publican sus actas de directorio dentro de quinto día. Y me pregunto si no colocamos a Televisión Nacional en situación de desventaja frente a la competencia al obligarla a hacerlo. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis, y a continuación, el Senador señor Larraín.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, ésa es precisamente la discusión que se está dando en torno al proyecto sobre gobiernos corporativos. La tendencia y la orientación son a asimilar lo más posible las empresas públicas, manteniendo la naturaleza jurídica que tienen hoy, a las sociedades anónimas abiertas. En definitiva, ése es el objetivo que se busca con esta modificación. Pero la norma, tal como está redactada, es bastante más exigente que la que se aplica a las propias sociedades anónimas abiertas.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, efectivamente, el sentido del artículo es proyectar el espíritu de transparencia que nos animó al propiciar esta iniciativa. Se trata de ir viendo cómo aquél debería aplicarse en algunos casos, en forma específica, según la naturaleza de la institución de que se trate. Es por eso que, aparte de normas generales, se establecen criterios específicos para los municipios, el Congreso, el Poder Judicial, y en este caso, para las empresas públicas. Lo que queremos es que éstas sean lo más transparentes posible. Y una de las formas de materializar dicho propósito es la publicación de los acuerdos de sus directorios.



Ahora, si se trata de una decisión estratégica que apunta al interés comercial, los directores tendrán el buen criterio de darle carácter reservado o secreto, según el caso. Pero, claro, si uno de ellos actúa de esa manera por un interés personal -por tanto, por una razón culpable o dolosa- y con su proceder ocasiona perjuicios, debe responder.



Es una exigencia mayor; porque si bien deben aplicarse, en lo posible,  las disposiciones que rigen a las sociedades anónimas, el principio subyacente en esta materia es que a las empresas públicas les cabe una responsabilidad distinta, por tratarse de entidades pertenecientes a todos los chilenos, quienes, en consecuencia, tienen el derecho preferente a saber qué ocurre en su interior.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, me parece difícil que el directorio de una empresa pública trate asuntos que no sean comerciales. En general, los acuerdos que adopta un directorio se refieren a materias de esa índole, que no pueden estar en conocimiento de la competencia. De manera que si obligamos a las empresas públicas a informar sus acuerdos, las vamos a dejar -como advirtió el Senador señor Viera-Gallo- en situación desmedrada.



Hay que recordar que en más de una oportunidad sociedades anónimas abiertas han hecho ver la estrictez con que la Superintendencia de Valores y Seguros trata los hechos esenciales y los hechos reservados, es decir, aquellos que afectan al mercado en general, los cuales, por tal motivo, se mantienen en reserva. Son informados a la Superintendencia, pero no repercuten en el mercado, por razones que el directorio determina y de las cuales se hace responsable.



Dificulto -reitero- que el directorio de una empresa pública, precisamente por su propia naturaleza, no tome decisiones puramente comerciales. En consecuencia, no visualizo por qué debería establecerse una discriminación en contra de las empresas del Estado. Mientras a Televisión Nacional se le va a exigir que su directorio determine en el acta si adopta o no tal acuerdo respecto de un programa determinado, porque así se lo ha planteado su director ejecutivo o el director comercial -no tengo conocimiento de cómo funciona Televisión Nacional; sólo lo estoy dando como ejemplo-, el resto de las empresas emisoras de televisión no tendrán la misma exigencia. Por consiguiente, dejamos a Televisión Nacional en una situación comercial y de competitividad de absoluto desmedro dentro del mercado.



Por eso, señor Presidente, soy partidario de que la norma establezca, a lo sumo, la misma reglamentación existente para las empresas privadas -que ya la tienen, por lo demás-, bajo el control de la Superintendencia de Valores y Seguros y mediante la obligación de informar de los hechos esenciales y de los hechos reservados que puedan afectar al mercado. Pero no más que eso.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Bien.



Creo que la discusión sobre el artículo está agotada. La votación queda para mañana.



A mi juicio, efectivamente, el precepto introduce exigencias mayores que para el resto de las empresas de la competencia, lo cual puede llevar a votar en contra a quienes consideren que eso es excesivo. Y me parecería muy razonable que así se procediera.



El tercer punto que hay que discutir es la indicación renovada. Pienso que el debate ya está hecho. Además, quedan muy pocos Senadores en la Sala.



Por lo tanto, la votación quedaría para mañana.

El señor LARRAÍN.- Sin discusión, señor Presidente. Habría que votar las normas que se debatieron hoy -el número 2 y el artículo 14 quáter-, más la indicación renovada-, pero sin discusión.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Claro. Sólo habría que poner en antecedentes sobre la discusión al resto de los señores Senadores.

El señor LARRAÍN.- Por cierto. Se informa, pero el procedimiento se hace sin discusión.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Exacto.



Muy bien.



El siguiente punto de la tabla...



Quedan muy pocos Senadores.



Por lo tanto, se levanta la sesión.


--Se levantó a las 18:42.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS PARA SECTOR PÚBLICO PARA 2006

(3993-05)


Tengo a honra pasar a manos de V.E. el Mensaje por medio del cual S.E. el Presidente de la República inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2006.(Boletín N°3993-05).


Para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 64 de la Constitución Política de la República, me permito poner en conocimiento de V.E. que el referido Mensaje fue recibido en nuestra Corporación el día 14 de septiembre del año en curso.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.)GABRIEL ASCENCIO MANCILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario de la Cámara deDiputados.

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE  QUE SON ACCIDENTES DEL TRABAJO LOS OCURRIDOS EN TRAYECTO DIRECTO, DE IDA O REGRESO, ENTRE UN LUGAR DE EMPLEO Y OTRO

(3776-13)


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase el inciso segundo del artículo 5º de la ley 16744, agregando antes del punto final la siguiente frase: “, y aquellos que ocurran en el trayecto directo entre dos lugares de trabajo, aunque correspondan a distintos empleadores. En este último caso se considerará que el accidente dice relación con el trabajo al que se dirigía el trabajador al ocurrir el siniestro.”.”

******

Hago presente a V.E. que este protecto de ley fue aprobado en general y en particular con el voto favorable de 60 Diputados presentes, de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ALEJANDRO NAVARRO BRAIN,Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO RELATIVO A VUELOS HUMANITARIOS ENTRE CHILE Y ARGENTINA

(3513-10)


Con motivo del Mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente


PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo relativo a vuelos humanitarios entre la República de Chile y la República Argentina”, suscrito en Santiago, el 20 de agosto de 1999.”.



Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ALEJANDRO NAVARRO BRAIN, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

4

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y COREA SOBRE COOPERACIÓN EN USOS PACÍFICOS DE ENERGÍA NUCLEAR

(3920-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente


PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea sobre cooperación en los usos pacíficos de la energía nuclear” y sus anexos A y B, suscrito  en Seúl, República de Corea, el 12 de noviembre de 2002.”.



Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

5

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA, EN MATERIA DE ACUICULTURA

(3892-21)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:

1) Modifícase el artículo 2° en la forma que a continuación se indica:
a) Reemplázase el número 10) por el siguiente:


“10) Autorización de acuicultura: es el acto administrativo mediante el cual la Subsecretaría otorga a una persona los derechos de uso y goce, por tiempo indefinido, en cursos y cuerpos de agua que constituyen bienes nacionales fijados como apropiados para la acuicultura y cuyo control, fiscalización y supervigilancia no corresponda al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina.”.

b) Incorpóranse los siguientes números 49) y 50):

“49) Vivero o centro de acopio: establecimiento que tiene por objeto la mantención temporal de recursos hidrobiológicos provenientes de centros de cultivo o actividades extractivas autorizados, para su posterior comercialización o transformación. 

50) Centro de matanza: establecimiento que tiene por objeto el sacrificio, desangrado y eventual eviscerado de recursos hidrobiológicos, para su posterior transformación. Se entenderá también por centro de matanza, los pontones destinados a los objetos antes indicados, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 162 de esta ley.”.

c) Elimínase el párrafo 2° del número 13).

2) Intercálanse en el inciso tercero del artículo 67, entre las expresiones “heredad.” y “No obstante”, lo siguiente:

“Asimismo se exceptúan de esta exigencia los cultivos que se desarrollen en terrenos privados, que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la normativa pertinente.”.


3) Elimínase la primera parte del artículo 68, hasta el punto seguido (.).

4) Modificase el artículo 69 en la forma que se indica:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“Las concesiones y autorizaciones de acuicultura serán transferibles y en general susceptibles de negocio jurídico, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 80 bis y 80 ter y otorgarán a sus titulares los derechos que esas disposiciones establecen.”.


b) Reemplázanse los incisos tercero y cuarto por los siguientes incisos:


“Toda resolución que otorgue una concesión o autorización de acuicultura o la modifique en cualquier forma, quedará inscrita en el registro nacional de acuicultura que llevará el Servicio desde la fecha de publicación del extracto respectivo o desde la fecha de su dictación, según corresponda. Deberá dejarse constancia en dicho registro del régimen a que hubiere quedado sometida la concesión o autorización de acuicultura respectiva, de conformidad con lo establecido en los artículos 80 bis y 80 ter. El reglamento fijará los procedimientos que normarán la inscripción y funcionamiento del registro.


En el caso que para el ejercicio de la actividad sólo se requiera inscripción de conformidad con el artículo 67, el interesado del centro de cultivo deberá requerir la inscripción al Servicio de conformidad con el reglamento respectivo.


La inscripción en el registro es una solemnidad habilitante para el ejercicio de la actividad de acuicultura.”.


5) Incorpórase el siguiente artículo 69 bis:


“Artículo 69 bis. El titular de una concesión o autorización de acuicultura deberá iniciar sus operaciones dentro del plazo de un año contado desde la entrega material de la misma. 


Para los efectos previstos en este artículo, se entenderá que existe operación cuando la actividad del centro es igual o superior a los niveles mínimos de operación por especie y área que se establezcan mediante reglamento.


Asimismo el titular de una concesión o autorización de acuicultura podrá paralizar operaciones por dos años consecutivos, pudiendo solicitar la ampliación de dicho plazo por el equivalente al doble del tiempo de  operación que haya antecedido a la paralización, con un máximo de cuatro años. Para tales efectos se considerará incluida en la operación el plazo que transcurra entre una cosecha y la próxima siembra, el que será fijado por reglamento y no podrá ser inferior a seis meses.”.


6) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero en el artículo 77:

“En el caso que el titular de la solicitud opte por que su concesión o autorización quede sometida al régimen establecido en el artículo 80 bis, deberá adjuntar a su solicitud un comprobante de consignación realizada ante la Tesorería General de la República, por un monto equivalente a 42 unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción de hectárea de la solicitud, con un máximo de 210 unidades tributarias mensuales. Si no se acompaña el comprobante indicado el Servicio no acogerá a trámite la solicitud.


En el caso que la solicitud se refiera a la ampliación de área de una concesión o autorización de acuicultura otorgada y sometida al régimen previsto en el artículo 80 bis, la consignación deberá considerar exclusivamente la superficie de la ampliación solicitada. En el caso de solicitarse una reducción de área, no se requerirá la consignación.”.


7) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 78:

“Con el mérito de la resolución denegatoria y agotados los recursos administrativos y judiciales o transcurrido el plazo para su interposición, la Tesorería General de la República devolverá al titular el 90% de la suma consignada por el solicitante en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis, cuando corresponda.”.


8) Modifícase el artículo 80 en la forma que se indica a continuación:


a) Incorpórase la siguiente oración final en el inciso segundo:


“La resolución que otorgue la concesión o autorización de acuicultura deberá indicar el régimen a que queda sometida, de conformidad con los artículos 80 bis y 80 ter.”.


b) Agréganse los siguientes incisos finales:


“El interesado deberá publicar un extracto de la resolución en el Diario Oficial dentro del plazo de 45 días contados desde su notificación. Asimismo, el titular deberá solicitar la entrega material a la Autoridad Marítima en el plazo de tres meses, contado desde la fecha de la publicación de la resolución que otorgó la concesión o autorización, acreditando previamente el pago de la patente a que se refiere el artículo 84.


En el evento que no se cumpla con cualquiera de las obligaciones indicadas en el inciso precedente, se dejará sin efecto la resolución respectiva. No obstante, el titular de la concesión o autorización, según corresponda, podrá acreditar, pendiente el plazo original, que no cumplió por caso fortuito o fuerza mayor. En dicho caso el titular contará con un nuevo plazo que no podrá exceder de tres meses, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que acogió dicho caso fortuito o fuerza mayor, para realizar la publicación o solicitar la entrega, según corresponda.”.


9) Agrégase el siguiente artículo 80 bis:


“Artículo 80 bis. El titular de una concesión o autorización de acuicultura que haya optado por someterse al régimen previsto en el presente artículo de conformidad con el inciso segundo del artículo 77, tendrá los siguientes derechos:


a) Transferir o celebrar otro negocio jurídico que tenga por objeto la concesión o autorización de acuicultura. Para transferir las concesiones y autorizaciones se requerirá la autorización previa otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda. Al mismo trámite quedará sometido el arriendo de las concesiones.


b) Pedir la restitución de la mitad del monto que hubiere consignado de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77.


c) Obtener la ampliación del plazo establecido en el artículo 69 bis para iniciar actividades, por el plazo máximo de cuatro años adicionales. En casos calificados, podrá otorgarse una nueva ampliación por el plazo de un año. 


Para ejercer los derechos señalados en las letras a) y b) precedentes, el titular deberá acreditar haber operado dicha concesión o autorización durante tres años consecutivos dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento o acreditar tener la calidad de acuicultor habitual. Para ejercer el derecho establecido en la letra c) el titular deberá acreditar la calidad de acuicultor habitual. 


Para ejercer los derechos señalados precedentemente respecto de la primera concesión o autorización sometida al régimen de este artículo, se entenderá por acuicultor habitual el titular de dos o más concesiones o autorizaciones de acuicultura que hayan operado durante un mínimo de tres años consecutivos cada una. Para el ejercicio de estos derechos respecto de nuevas concesiones o autorizaciones, el acuicultor habitual deberá acreditar haber operado tres años consecutivos una concesión o autorización de su titularidad, excluyendo para estos efectos la operación que haya permitido el ejercicio de tales derechos con anterioridad.


Se considerará dentro de los años de operación a que se refieren los incisos anteriores, el plazo que hubiere transcurrido entre una cosecha y la próxima siembra, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis.


Quedarán sometidas al régimen previsto en el presente artículo, sin que requieran realizar la consignación a que se refiere el inciso segundo del artículo 77, las concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas para el desarrollo del cultivo de algas, cuya extensión total sea igual o menor a media hectárea y cuyo titular sea una persona natural que no posea más concesión o autorización que aquella que le permita acogerse a esta excepción.”.


10) Agrégase el siguiente artículo 80 ter:


“Artículo 80 ter. En el caso que el titular de la concesión o autorización de acuicultura no haya ejercido la opción a que se refiere el inciso segundo del artículo 77, sólo podrá transferir o arrendar  la concesión o autorización de acuicultura, previa autorización otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, cuando concurran las siguientes condiciones:


a) que hayan transcurrido seis años desde su entrega material, como mínimo, y 


b) que las concesiones o autorizaciones hayan sido operadas por su titular en forma directa y en interés propio por tres años consecutivos, dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento. Se considerará dentro de los años de operación, el plazo que hubiere transcurrido entre una cosecha y la próxima siembra, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis.

Mientras no se cumplan las condiciones indicadas en las letras a) y b) precedentes, queda prohibido al titular de la concesión o autorización de acuicultura celebrar cualquier negocio jurídico que tenga por objeto directo o indirecto la concesión o autorización o su utilización en beneficio de terceros, a través de arriendos o de cualquier otro acto o contrato que tenga como finalidad ceder directa o indirectamente la tenencia, uso, beneficio o dominio de la misma, sea a título oneroso o gratuito.


La celebración de cualquier acto o contrato en contravención a esta norma será sancionada en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 118 y en la letra g) del artículo 142 de la presente ley.”.


11) Modifícase el artículo 84 en la forma que a continuación se indica:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Los titulares de concesiones y autorizaciones de acuicultura pagarán anualmente una patente única de acuicultura, de beneficio fiscal, correspondiente a dos unidades tributarias mensuales por hectárea. Por las concesiones y autorizaciones de acuicultura de superficie inferior a una hectárea se pagará la patente antes indicada en la proporción que corresponda.”.


b) Elimínase en el inciso tercero, la oración “y aquellas otorgadas sobre cuerpos de agua situados en propiedad privada, de conformidad con lo dispuesto en el Código de Aguas.”.


c)  Intercálase en el inciso quinto, a continuación de la palabra “concesiones” la siguiente frase “,cualquiera sea el tipo de cultivo,”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:

“Se exceptúa asimismo del pago de la patente a los titulares de concesiones o autorizaciones de acuicultura afectados por catástrofes naturales a que se refiere el artículo 142 letra e), por el término que dure este evento.”.


12) Agréganse los siguientes artículos 90 bis y 90 ter:


“Artículo 90 bis. Los viveros y los centros de matanza en bienes nacionales de uso público requerirán de una autorización de la Subsecretaría para su funcionamiento, previa acreditación del cumplimiento de los requisitos sanitarios y de protección ambiental que sean previstos en los reglamentos dictados conforme al procedimiento establecido en los artículos 86 y 87 de esta ley. Deberán dar cumplimiento, asimismo, durante su operación, cualquiera sea el régimen de propiedad de los bienes en que se encuentran, a las obligaciones y prohibiciones establecidas en los reglamentos señalados.


Los requisitos y el procedimiento para otorgar la autorización a que se refiere el inciso precedente se establecerán en el reglamento.


Los permisos o concesiones sobre bienes nacionales de uso público que se requieran para el ejercicio de estas actividades se regirán por las disposiciones sobre concesiones marítimas.


Artículo 90 ter. Las resoluciones que autoricen la operación de viveros o centros de matanza en bienes nacionales de uso público o que las modifiquen en cualquier forma serán inscritos por el Servicio en el registro. Los titulares de centros de matanza en terrenos privados deberán inscribirlos de conformidad con lo dispuesto en el reglamento, previa acreditación del cumplimiento de los requisitos sanitarios y de protección ambiental señalados en el artículo anterior.


Para los efectos de esta ley, será siempre responsable del cumplimiento de la normativa, el titular de la correspondiente inscripción.


Los titulares de viveros y centros de matanza deberán informar respecto del abastecimiento, existencias y cosechas de las especies, según  corresponda, de conformidad con el reglamento.


El Servicio eliminará del registro la inscripción de las pisciculturas, los centros de cultivo que utilizan cursos o cuerpos de agua que nacen, corren y mueren en la misma heredad y los centros de matanza en terrenos privados, que no informen operación por el plazo de cuatro años en las condiciones señaladas en el reglamento, pudiendo ampliarse por un año en el evento de caso fortuito o fuerza mayor. 


Asimismo, será dejada sin efecto la autorización otorgada para la operación de viveros y centros de matanza en bienes nacionales de uso público en los casos en que sus titulares no hubieren informado la operación por un plazo de cuatro años.”.


13) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 113:


“Las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura y entreguen información falsa acerca de la operación de los centros de cultivo de que sean titulares a cualquier título, serán sancionados con multas de 50 a 300 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la sanción se duplicará.”.


14) Reemplázase el inciso primero del artículo 118, por los siguientes incisos:


“El que ejerciere actividades de acuicultura a cualquier título u otra de las actividades sometidas a los reglamentos establecidos de conformidad con los artículos 86 y 87 y no adoptare las medidas de protección dispuestas en ellos, será sancionado con una multa de 50 a 3.000 unidades tributarias mensuales. Si la infracción se refiere al incumplimiento de las medidas de protección dispuestas en los artículos 88 ó 90, la sanción será una multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales.


El titular de una concesión o autorización de acuicultura que infringiere la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 80 ter será sancionado con multa de 100 a 3.000 unidades tributarias mensuales. La misma multa se aplicará a quien celebre con el titular de la concesión o autorización de acuicultura cualquier negocio jurídico prohibido de conformidad con el artículo 80 ter.”.

15) Modifícase el artículo 142 de la siguiente forma:


a) 
Reemplázase la letra c) por la siguiente: 

“c) Incurrir, dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de comisión de la primera infracción, en tres infracciones sancionadas de conformidad con el inciso primero del artículo 118.”.


b) Reemplázase la letra e) por la siguiente:


“e) No iniciar operaciones en el centro de cultivo dentro del plazo de un año contado desde la entrega material de la concesión o autorización, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis; o paralizar actividades por más de dos años consecutivos, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis. 


Para estos efectos, se entenderá que existe operación cuando la actividad del centro es igual o superior a los niveles mínimos de operación por especie y área que se establezcan mediante reglamento. En ningún caso el reglamento podrá establecer como operación mínima anual más del 50% de la operación máxima prevista cada año para el centro de cultivo en la resolución de calificación ambiental.


En el caso de acreditarse la fuerza mayor o caso fortuito, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, podrá autorizar por una sola vez una ampliación de plazo, de hasta un año.


Sin perjuicio de lo establecido en los párrafos precedentes, en los casos de catástrofes naturales que afecten un área determinada, declaradas por la autoridad competente y que impidan la realización de actividades de cultivo sobre una o más especies, la Subsecretaría de Marina o Pesca, según corresponda, otorgarán de oficio una prórroga para iniciar o reanudar las actividades en los centros de cultivo afectados. En estos casos los titulares de las concesiones o autorizaciones respectivas estarán exentos del pago de la patente única de acuicultura durante el período de prórroga decretada.


El titular de la concesión o autorización de acuicultura sólo podrá acreditar la instalación de estructuras y las actividades señaladas en los incisos precedentes a través de los formularios entregados oportunamente de conformidad con el artículo 63.”.




c) Agréganse las siguientes letras g) y h):

“g) Haber sido sancionado por infringir la prohibición a que se refiere el inciso segundo del artículo 80 ter.


h) Haber sido sancionado tres veces, dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de la comisión de la primera infracción, por la entrega de información falsa, de conformidad con el artículo 113 de esta ley.”.


Artículo 2°.- Decláranse vigentes las concesiones y autorizaciones de acuicultura que a la fecha de la presente ley hubieren incurrido en alguna de las causales de caducidad establecidas en las letras a), b), c), e) y f) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura sólo cuando cumplan con las siguientes condiciones:


a) Que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley no se hubiere declarado la caducidad por resolución de la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, o no se hubiere resuelto el recurso administrativo establecido en el artículo 142 de la citada ley interpuesto en contra de la resolución que declara la caducidad. 


b)

 Que hubieren informado abastecimiento, existencia o cosecha durante los años 2001, 2002, 2003 ó 2004, a través de los formularios entregados oportunamente de conformidad con el artículo 63 de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Este requisito no será exigible a las concesiones y autorizaciones de acuicultura que hubieren sido publicadas a partir del año 2004.

c) En el caso que la causal de caducidad corresponda a la prevista en la letra b) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, deberá además acreditarse el pago de las patentes de acuicultura adeudadas o la celebración de un convenio de pago dentro del plazo de 6 meses contados desde la fecha de publicación de esta ley. La Tesorería podrá otorgar hasta dos años de plazo para proceder al pago de las patentes atrasadas.

d) En el caso que la causal de caducidad corresponda a la prevista en la letra f) del artículo 142, de la Ley General de Pesca y Acuicultura, la sucesión deberá dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 82 de la misma ley en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley.

Disposiciones transitorias


Artículo 1°.- Los titulares de concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas a la fecha de publicación de esta ley, cuyo acto administrativo de otorgamiento no hubiere sido publicado o se hubiere efectuado la publicación fuera del plazo establecido por la normativa vigente a su fecha y no hubieren sido dejados sin efecto o se encontrare pendiente el recurso administrativo interpuesto por este motivo, deberán publicar el acto de otorgamiento dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley. El no cumplimiento de dicha obligación importará la extinción del acto administrativo correspondiente.


Artículo 2°.- En el caso de las concesiones o autorizaciones de acuicultura que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se encuentren dentro del primer año de su vigencia contado desde la publicación del extracto de la respectiva resolución en el Diario Oficial, el plazo de inicio de operaciones se contará a partir de la fecha de la entrega material. Para estos efectos, deberán cumplir con la obligación de requerir la entrega material dentro del plazo de tres meses contados desde la publicación de la presente ley, bajo apercibimiento de dejar sin efecto la resolución.


Artículo 3°.- Dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, las concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas podrán ser objeto de transferencias y arriendos de conformidad con el régimen vigente a dicha fecha. Al mismo régimen quedarán sometidas las solicitudes ingresadas al Servicio Nacional de Pesca hasta el 1 de junio de 2004, por el término de un año contado desde la fecha de publicación de la resolución de la Subsecretaría de Pesca o de Marina, según corresponda, que otorga la concesión o autorización.


Serán autorizadas por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, conforme al régimen señalado en el inciso anterior, sólo las solicitudes para transferir y arrendar presentadas dentro de los plazos indicados.

Vencidos los plazos antes señalados las concesiones o autorizaciones de acuicultura indicadas en el inciso anterior quedarán sometidas al régimen establecido en el artículo 80 bis.  

Los solicitantes de concesiones de acuicultura ingresadas al Servicio Nacional de Pesca a partir del 2 de junio de 2004 y que a la fecha de la presente ley no hubieren obtenido concesión o autorización de acuicultura, podrán optar por quedar sometidos al régimen establecido en el artículo 80 bis pagando, dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de esta ley, un monto equivalente a 42 unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción de hectárea de la solicitud, con un máximo de 210 unidades tributarias mensuales, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77. Si el solicitante no realiza el pago, lo realiza fuera de plazo o por un monto inferior al señalado, se entenderá que renuncia definitivamente a esta opción, quedando sometida la solicitud al régimen del artículo 80 ter.


Las solicitudes de autorización de acuicultura para operar pisciculturas que se encontraren pendientes a la fecha de publicación de la presente ley y que cumplan con los requisitos previstos en los artículos 86 y 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, serán remitidas por la Subsecretaría de Pesca al Servicio Nacional de Pesca para su inscripción en el Registro Nacional de Acuicultura. Las demás serán remitidas a sus titulares con carta certificada que indique la circunstancia por la cual no ha podido procederse a su inscripción.


Se entenderá por pisciculturas, los centros de cultivo instalados en terrenos de propiedad privada que utilizan derechos de aprovechamiento de aguas obtenidos de conformidad con lo dispuesto en el Código de Aguas.


Artículo 4°.- Mientras no se dicte el reglamento que fija los niveles mínimos de operación por especie y área, se aplicará el requisito de operación vigente a la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 5°.- Dentro del plazo de dieciocho meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, procederán a declarar la caducidad de las concesiones o autorizaciones de acuicultura que no sean beneficiadas con la declaración de vigencia prevista en el artículo 2° de la presente ley. 


En los casos en que la causal de caducidad sea la letra e) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, corresponderá a la Subsecretaría de Pesca solicitar la declaración de caducidad correspondiente, previo informe del Servicio.


Tratándose de concesiones de acuicultura, previo a la declaración de caducidad, la Subsecretaría de Marina deberá verificar si se hizo ocupación del sector otorgado en concesión. Si no se hubiere ocupado el sector, no se cobrarán las patentes adeudadas a esa fecha. En este caso, junto con la declaración de caducidad, la Subsecretaría de Marina deberá descargar las patentes de acuicultura que se hubieren informado a la Tesorería General de la República.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE PESCA RECREATIVA

(3424-21)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1º.- Ámbito de aplicación de la ley. A las disposiciones de la presente ley quedarán sometidas las actividades de pesca recreativa que se realicen en las aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva de la República. 


Se entenderá por pesca recreativa la actividad pesquera realizada por personas naturales que tiene por objeto la captura de especies hidrobiológicas con aparejos de pesca de uso personal, sin fines de lucro para el pescador y con propósito de deporte, turismo o entretención.


Quedará también sometida a las disposiciones de esta ley la pesca submarina, sólo en cuanto dicha actividad sea realizada sin fines de lucro y con los propósitos señalados en el inciso anterior.


Artículo 2º.- Principios y objetivos de la ley. El objetivo de la presente ley será fomentar la actividad de pesca recreativa, conservar las especies hidrobiológicas y proteger su ecosistema, fomentar las actividades económicas y turísticas asociadas a la pesca recreativa y fortalecer la participación regional.


Artículo 3º.- Definiciones. Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Área preferencial para la pesca recreativa o área preferencial: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que comprende sectores interdependientes que requieren de un manejo integrado para la conservación de la fauna íctica y el desarrollo de actividades de pesca recreativa.


Podrán declararse áreas preferenciales las áreas degradadas.


b) Área degradada: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que ha sido alterada por acción antrópica o natural, produciendo la disminución significativa de la abundancia de las especies de importancia para la pesca recreativa o de la fauna íctica nativa.


El manejo de estas áreas se orientará hacia la recuperación del hábitat de dichas especies, con la finalidad de incrementar la abundancia y tamaño de los ejemplares de la población.


c) Aparejo de pesca de uso personal: todo sistema o artificio preparado para la captura de especies hidrobiológicas, asociado a una modalidad de pesca recreativa, formado por una línea, lastrada o no, dotada de anzuelo o anzuelos, manipulada directamente o a través de una estructura que facilite su operación.


d) Caudal mínimo pesquero: cantidad de agua que asegura la adecuada disponibilidad de hábitat para los distintos estadios vitales de las especies hidrobiológicas presentes en un área preferencial y el adecuado ejercicio de las actividades de pesca recreativa.


e) Pesca submarina: captura de fauna íctica marina, mediante buceo deportivo apnea y el empleo de uno o más arpones de elástico o de aire comprimido.


f) Coto de pesca: curso de aguas superficiales que escurren por cauces artificiales o cuerpo de agua que se acumula en un depósito artificial, destinado al desarrollo de actividades de pesca recreativa, con fines de lucro para su dueño.


Se entiende asimismo por coto de pesca el curso o cuerpo de agua que se encuentra en la situación prevista en el artículo 20, inciso segundo, del Código de Aguas y destinado al mismo fin. Si durante la vigencia de un área preferencial se produjera la situación antes aludida, continuará el régimen de administración hasta el vencimiento de su plazo, a partir del cual el curso o cuerpo de agua será considerado un coto de pesca.


g) Director Zonal: el de la Subsecretaría de Pesca.


h) Guía de pesca: persona natural con conocimiento o experiencia en pesca recreativa que desarrolla actividades de turismo por cuenta propia o ajena, dirigiendo personalmente expediciones de pesca recreativa.


i) Ministerio: el de Economía, Fomento y Reconstrucción.


j) Operador de pesca: persona natural o jurídica que organiza expediciones turísticas para realizar actividades de pesca recreativa, con fines de lucro.


k) Repoblación: acción que tiene por objeto introducir especies hidrobiológicas a un cuerpo de agua, en el cual se encuentren o se hayan encontrado anteriormente, con la finalidad de aumentar o reestablecer poblaciones originales. 


l) Servicio: el Servicio Nacional de Pesca.


m) Siembra: acción que tiene por objeto introducir, en un área determinada, especies hidrobiológicas sin presencia natural en esa área.


n) Subsecretaría: la de Pesca.


ñ) Consejo o Consejos: el o los de Pesca Recreativa.


o) Plan de manejo del área preferencial o plan de manejo: conjunto de medidas que regulan las actividades de pesca recreativa y otras actividades compatibles en un área preferencial.

TÍTULO II

CONDICIONES GENERALES PARA EL EJERCICIO DE LA PESCA RECREATIVA


Artículo 4º.- Los aparejos de pesca. Las actividades de pesca recreativa deberán realizarse exclusivamente con aparejos de pesca de uso personal. Por decreto del Ministerio, previo informe técnico de la Subsecretaría, se establecerán los aparejos de pesca de uso personal que calificarán a estos efectos como propios de la pesca recreativa, considerándose a los demás como de pesca artesanal o industrial. Las actividades que se realicen con artes o aparejos de pesca no definidos en el reglamento respectivo, se regirán por las disposiciones de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Se prohíbe la realización de actividades de pesca recreativa mediante el uso de sistemas o elementos tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas, electricidad.


Artículo 5º. Prohibición de comercialización. Se prohíbe la comercialización de las especies capturadas con aparejos de pesca de uso personal.


Artículo 6º.- Licencia de pesca recreativa. Toda persona natural, nacional o extranjera, que realice actividades de pesca recreativa o pesca submarina en aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial o zona económica exclusiva, deberá estar en posesión de una licencia otorgada por el Servicio.


La licencia de pesca recreativa será personal e intransferible, deberá portarse durante la práctica de la actividad y el transporte de especies capturadas, y exhibirse junto con la cédula de identidad o pasaporte, según corresponda, a los fiscalizadores de la presente ley, cuando lo requieran.


La licencia habilitará para realizar actividades de pesca recreativa en cualquier curso o cuerpo de agua fluvial, lacustre o marítimo, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, y tendrá una vigencia anual. El monto de los derechos para la licencia de pesca recreativa será de 0,7 unidades de fomento para nacionales y extranjeros residentes y 1,5 unidades de fomento para turistas extranjeros.


Quedarán exentos del pago de derechos, pero no del porte de la licencia, los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encuentren inscritos en el registro a que se refiere el artículo 12 de la ley Nº 19.284, los mayores de 65 años y los menores de 12 años.


El Servicio deberá proporcionar al interesado, junto con la licencia de pesca recreativa, información sobre las medidas de administración vigentes que regulan la actividad. Deberá también mantener una base de datos de las licencias que ha entregado, la que será de acceso público.

TÍTULO III

DE LAS MEDIDAS GENERALES DE ADMINISTRACIÓN


Artículo 7º.- Medidas de conservación para la pesca recreativa. En la regulación de las actividades de pesca recreativa que se realicen en aguas marítimas y terrestres, podrán adoptarse las medidas de administración contempladas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y las medidas especiales de conservación que se regulan en el presente artículo.


En las aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva, dichas medidas serán adoptadas por resolución fundada de la Subsecretaría.  En las aguas terrestres, las medidas serán adoptadas por resolución fundada del Director Zonal, respecto de las regiones comprendidas en la zona respectiva.


Las medidas especiales de conservación para la pesca recreativa son las siguientes:


a) Límites diarios de captura por pescador, expresados en número de ejemplares o peso total de ejemplares, los que podrán ser fijados por área y por especie;


b) Talla o peso máximo o rango de tallas o pesos permitido en la captura, de una especie en un área determinada;


c) Prohibición de captura en áreas vulnerables;


d) Prohibición de pesca embarcada en un área determinada;


e) Establecimiento de horarios para el ejercicio de la pesca recreativa;


f) Establecimiento del método de pesca con devolución en un área determinada o para una especie en un área determinada, y


g) Regulación de las dimensiones y características de los aparejos de pesca de uso personal, incluyendo sus elementos complementarios y carnadas.


Con el objeto de asegurar una protección eficaz a las especies cuyo ciclo vital se desarrolle tanto en aguas terrestres como marítimas, las medidas de administración que se adopten a su respecto deberán establecerse con la debida coordinación de las autoridades correspondientes. Si en el sector de aguas terrestres han sido declaradas una o más áreas preferenciales, de conformidad con lo dispuesto en el Título IV de esta ley, las autoridades correspondientes deberán dictar para las demás áreas, en el más breve plazo, las medidas de administración que complementen las contempladas en el plan de manejo respectivo.


Artículo 8º.- Medidas de conservación de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en el ejercicio de la pesca recreativa deberán respetarse las prohibiciones y medidas de administración adoptadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, a menos que el acto administrativo correspondiente excluya expresamente su cumplimiento.


Artículo 9º.- Medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes. El Ministerio, mediante decreto supremo, previa consulta al Ministerio de Relaciones Exteriores, podrá, en conjunto con los organismos que corresponda de los países limítrofes, establecer medidas de administración en áreas fronterizas sobre especies hidrobiológicas compartidas.


Artículo 10.- De los campeonatos de pesca. Los campeonatos de pesca, incluida la pesca submarina, se regirán por sus respectivas bases, las que deberán ser comunicadas previamente al Director Regional del Servicio que corresponda y en ningún caso podrán contravenir las medidas de administración vigentes.


En todo caso, los participantes en campeonatos de pesca deberán dar cumplimiento a las condiciones generales establecidas en el Título II de la presente ley y sin perjuicio de las demás autorizaciones que corresponda otorgar a otros organismos en el ámbito de su competencia.


Artículo 11.- La repoblación y la siembra. Un reglamento del Ministerio regulará la forma y condiciones en que se podrán efectuar la siembra y repoblación de especies hidrobiológicas para fines de pesca recreativa, de modo de asegurar la debida protección del patrimonio sanitario y ambiental, en especial la biodiversidad.


Las personas naturales o jurídicas interesadas en realizar actividades de siembra o repoblación, deberán solicitar autorización a la Subsecretaría o al Director Zonal, según corresponda, acompañando los antecedentes que establezca el reglamento.


La Subsecretaría o el Director Zonal se pronunciará sobre la solicitud mediante resolución fundada y documentada, la que deberá ser publicada en extracto en el Diario Oficial por cuenta del interesado, dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde su fecha.

TÍTULO IV

AGUAS ESPECIALMENTE REGULADAS PARA EL EJERCICIO DE LA PESCA RECREATIVA

Párrafo 1º

De las áreas preferenciales


Artículo 12.-  Autoridad competente para declarar un área preferencial. Las áreas preferenciales serán declaradas por resolución del gobierno regional en cuya jurisdicción se encuentre el respectivo curso o cuerpo de agua terrestre.


Artículo 13.-  Procedimiento previo a la declaración de área preferencial.  El intendente, previa elaboración de uno o más estudios técnicos a que se refiere el artículo siguiente y previa consulta al consejo de pesca recreativa de la región, a las autoridades públicas que, de acuerdo a sus competencias, deban emitir un pronunciamiento, y a la municipalidad de la o las comunas en que se ubique el área, identificará una o más secciones de curso o cuerpos de aguas terrestre susceptibles de ser declaradas áreas preferenciales.


Los informes solicitados por el intendente deberán ser emitidos en el plazo de sesenta días corridos. Transcurrido dicho plazo se prescindirá del informe respectivo.


En ningún caso podrán ser identificadas como áreas preferenciales las que no sean aprobadas como tales por la Subsecretaría de Marina, en el caso de ríos o lagos navegables por buques de más de cien toneladas, o en los que no siéndolo, siempre que se trate de bienes fiscales, en la extensión en que estén afectados por las mareas.


Las áreas preferenciales identificadas conforme a lo dispuesto en los incisos anteriores deberán ser publicadas en el Diario Oficial y en un diario de circulación local. Las personas jurídicas de derecho privado y las personas naturales podrán formular observaciones a la iniciativa dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde la última publicación.


Una vez transcurrido el plazo indicado en el inciso precedente, dentro de los treinta días corridos siguientes a él, el intendente deberá emitir un informe que considere los pronunciamientos y observaciones a la iniciativa y convocar a sesión extraordinaria al consejo regional, adjuntando el informe respectivo. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria.


Artículo 14.- Estudios técnicos para la declaración de áreas preferenciales. Los estudios técnicos que sirvan de fundamento para la declaración de áreas preferenciales serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que deberán ser adjudicados previa licitación pública. No obstante, también se podrá acceder a financiamiento a través de otros fondos.


Los participantes en la licitación deberán ser consultores inscritos en el registro a que se refiere el artículo 54 de esta ley.


Artículo 15.- Declaración del área preferencial. Con los antecedentes indicados en los artículos precedentes, el consejo regional aprobará la declaración del área preferencial para la pesca recreativa por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes.


Una vez aprobada por el consejo, el intendente dictará una resolución que declare una o más áreas preferenciales para la pesca recreativa, por un período de veinte años o un máximo de treinta en el caso de las áreas degradadas, indicando su ubicación geográfica y deslindes. Además, deberá indicar el caudal mínimo pesquero del correspondiente cuerpo o curso de agua.


La resolución que declara el área deberá ser publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional.


Publicada la resolución que declara el área preferencial se producirán de pleno derecho lo siguientes efectos:


a) En el área preferencial sólo podrá realizarse pesca con devolución hasta la aprobación del respectivo plan de manejo;


b) La alteración del lecho del curso o cuerpo de agua y de su ribera deberá someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental y, cuando corresponda, deberá certificarse por la Autoridad Marítima que no afecta la libre navegación. En todo caso, las alteraciones a que se refiere el presente párrafo bajo ninguna circunstancia podrán afectar a la libre navegación; 


c) Se limitará el otorgamiento de los derechos de aprovechamiento de aguas en los términos establecidos en el artículo 16;


d) El área preferencial quedará bajo la tuición de la municipalidad o municipalidades en que se encontrare, y 


e) El Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, cuando corresponda, deberá abstenerse de otorgar su uso particular o de afectarla de cualquier forma, quedando sometida dicha área exclusivamente al régimen previsto en la presente ley.


La declaración del área preferencial no afectará las concesiones, cualquiera sea su naturaleza, destinaciones o los derechos de aprovechamiento de aguas obtenidos en conformidad con la ley a la fecha de la declaración.


Artículo 16.- Caudal mínimo pesquero. En las áreas preferenciales existirá un caudal mínimo pesquero, que será fijado por la Dirección General de Aguas y establecido en la resolución que declara el área preferencial.


La Dirección General de Aguas deberá determinar dicho caudal de acuerdo a la metodología que para estos efectos se establezca por resolución de dicho organismo, previo informe técnico de la Subsecretaría.


Los derechos de aprovechamiento de aguas que se otorguen en el área preferencial no podrán afectar el caudal mínimo pesquero fijado de conformidad con los incisos anteriores.


Artículo 17.- Elaboración y aprobación del plan de manejo. En cada área preferencial existirá un plan de manejo elaborado por un consultor inscrito en el Registro a que se refiere el artículo 54, el que deberá ser aprobado por el Director Zonal correspondiente, dentro del plazo de noventa días corridos, contado desde su presentación, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Los planes de manejo serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que serán adjudicados previa licitación pública, sin perjuicio del financiamiento al que se pueda acceder a través de otros fondos. Corresponderá a la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique toda o parte del área preferencial presentar el proyecto a licitación. Para estos efectos, las municipalidades de las comunas correspondientes podrán constituir o integrar asociaciones municipales, de conformidad con la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. 


El plan de manejo deberá ser elaborado y aprobado en el plazo máximo de dos años contados desde la publicación de la resolución que declara el área como preferencial.


Este plan se someterá al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.300, con excepción de lo dispuesto en la letra p) de su artículo 10.


Artículo 18.- Contenido del plan de manejo. El plan de manejo contendrá, como mínimo, los siguientes aspectos:


a) Antecedentes generales del ecosistema, incluyendo zonas vulnerables, potenciales áreas de pesca y otras actividades desarrolladas en el área;


b) Identificación de las especies hidrobiológicas principales y secundarias presentes en el área, con indicación de su composición y abundancia;


c) Antecedentes o estudios previos realizados en el área, si los hubiere, acompañando copia de los informes o publicaciones;


d) Objetivos principales y secundarios del plan;


e) Descripción y justificación de las acciones, prohibiciones y medidas de administración necesarias para el cumplimiento de los objetivos del plan;


f) Programa de seguimiento del estado de las especies hidrobiológicas; 


g) Acciones de repoblación, si corresponde, las que deberán dar cumplimiento a las disposiciones del reglamento a que se refiere el artículo 11, y.


h) Actividades compatibles con el ejercicio de la pesca recreativa.


Además, el plan de manejo podrá limitar el número de pescadores que podrán desarrollar la actividad cada día y contemplar la prohibición o limitación de otras actividades deportivas que puedan realizarse en el área. La no afectación de la libre navegación deberá ser certificada por la Autoridad Marítima. 


En el caso que se considere la alteración del lecho o las riberas para el manejo de las especies hidrobiológicas presentes en el área, se requerirá la autorización que para estos efectos exige el Código de Aguas. En todo caso, las alteraciones a que se refiere el presente párrafo, bajo ninguna circunstancia podrán afectar a la libre navegación.


El plan de manejo y las modificaciones que surjan a partir de los resultados del programa de seguimiento, serán aprobados por el Director Zonal, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Un extracto del plan de manejo y sus modificaciones será publicado en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional. Dicho extracto deberá contener las medidas de administración, limitaciones y prohibiciones establecidas para el ejercicio de las actividades de pesca recreativa y otras actividades deportivas.


En las áreas preferenciales no se aplicarán las prohibiciones y medidas de administración adoptadas en conformidad con el Título III de la presente ley, rigiendo exclusivamente las consideradas en el respectivo plan de manejo.


Artículo 19.- Licitación para la administración del área preferencial. Se podrá licitar la administración del área preferencial. Para estos efectos deberá aprobar las bases de la licitación que deberá considerar, como mínimo, los siguientes contenidos:


a) Duración del convenio.


b) Requisitos que deberán cumplir los participantes.


c) El monto fijo que el adjudicatario deberá pagar con el objeto de compensar los gastos en que se haya incurrido para efectuar la licitación, y el porcentaje del permiso especial de pesca que se entregará.


d) Criterio de evaluación de las ofertas técnicas y económicas.


e) Identificación de los sectores liberados de pago del permiso especial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 26.


f) Beneficios que deberán otorgarse a los residentes ribereños al área preferencial.


g) Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato.


h) Lugar, fecha y hora de cierre de la recepción de las ofertas técnicas y económicas y apertura de ambas.


Las multas señaladas en la letra g) se duplicarán en caso que el incumplimiento se produzca dentro de los dos últimos años del contrato.


Artículo 20.- Participación en la licitación. Podrán participar en la licitación las personas naturales chilenas o extranjeras y las personas jurídicas de derecho privado constituidas en Chile, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


Si en una misma región se declararen dos o más áreas preferenciales no podrán entregarse a una misma persona natural o jurídica o a personas vinculadas a ella, entendiéndose por tales las personas naturales que tengan entre si la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive; los socios de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona natural vinculada o persona jurídica; las sociedades de las personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente y las sociedades de capitales filiales o coligadas a que se refiere el título VIII de la ley Nº18.046 sobre Sociedades Anónimas, más del 50% de las áreas preferenciales declaradas en la región.


Los participantes deberán presentar, en el lugar, fecha y hora que indiquen las bases, los siguientes antecedentes:


1. La oferta económica deberá contener el monto de los derechos para la obtención del permiso especial a que se refiere el artículo 26 y su modalidad de reajuste, el sistema de oferta pública de permisos;


2. Indicar y acreditar la vía de acceso al área preferencial, y


3. Los demás antecedentes que señalen las bases.


Artículo 21.- Adjudicación. El día y hora fijados en las bases de la licitación y con la asistencia de un notario público, se levantará acta de las ofertas que se hubieren recibido.


Las ofertas técnicas serán entregadas al Director Zonal de la región correspondiente y al Director Regional de Turismo quienes deberán calificarlas técnicamente, en el plazo de veinte días corridos, conforme a los criterios objetivos señalados en las bases. Las ofertas económicas no serán abiertas y serán entregadas en custodia al notario público.


El día y hora fijados en las bases, el notario público procederá sólo a la apertura de las ofertas económicas cuyas ofertas técnicas hayan sido aprobadas por el Director Zonal y el Director Regional de Turismo.


Se adjudicará la administración del área al licitante cuyo permiso especial tenga el menor precio diario. Para estos efectos, no se considerará el monto de los derechos establecidos para la adquisición de permisos por extranjeros no residentes. En todo caso, no se aceptarán ofertas que excedan el precio diario máximo fijado por la municipalidad en un acto anterior a la apertura de las ofertas.


Artículo 22.- Convenio de administración. El convenio de administración deberá considerar a lo menos los siguientes aspectos:


a) Individualización del administrador;


b) Duración del convenio;


c) Monto del precio diario máximo del permiso especial de pesca, el que no podrá ser aumentado durante la vigencia del convenio, sin perjuicio de su reajustabilidad de acuerdo al sistema que se designe en el mismo. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 26;


d) Sistema de oferta pública del permiso especial de pesca;


e) Obligación de dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área; 


f) Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato, y


g) Otros que las partes acuerden.


Artículo 23.- Licitación de la administración del área preferencial por el gobierno regional. El gobierno regional deberá licitar la administración del área preferencial cuando ésta se ubique dentro del territorio jurisdiccional de dos o más municipalidades y concurra alguna de las siguientes circunstancias:


a) Si transcurrido un año desde la declaración del área preferencial ninguna de las municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique el área hubiere encargado la elaboración del plan de manejo, o


b) Si transcurridos dos años desde la declaración del área preferencial no se hubiere aprobado el plan de manejo.


La atribución indicada en el inciso anterior podrá ser ejercida de oficio o a petición de uno o más concejales de la comuna o comunas respectivas o de cualquier interesado en la administración del área preferencial. En este último caso, el interesado deberá entregar una boleta bancaria de garantía para asegurar su participación en la licitación. La boleta de garantía deberá ser equivalente al monto que sea fijado para estos efectos por el gobierno regional y no podrá ser superior al monto fijo que deba establecerse para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 19.


La licitación de la administración del área preferencial se realizará de conformidad con los artículos 19 y siguientes, con las modificaciones que se indican:


i. El gobierno regional deberá, previamente, encargar la elaboración del plan de manejo, cuando corresponda;


ii. El proceso de licitación será realizado por el intendente y la adjudicación será aprobada por el consejo regional;


iii. El convenio de administración será aprobado por resolución del intendente, y


iv. El monto fijo para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 19, será de beneficio del gobierno regional.


En estos casos, el porcentaje de permisos especiales de pesca que el adjudicatario debe entregar de conformidad con el artículo 19 letra c), será distribuido entre las municipalidades en que se ubique el área preferencial en forma proporcional a los ingresos generados en el territorio jurisdiccional de cada una de ellas.


Las multas que se apliquen por incumplimiento de las obligaciones del convenio de administración del plan de manejo y supervigilancia del área serán impuestas por el intendente y de beneficio del gobierno regional.


Artículo 24.- Obligaciones del administrador del área preferencial. El administrador  del  área  preferencial, o  el 

adjudicatario, deberá cumplir las siguientes obligaciones:


a) Mantener debidamente señalizada el área;


b) Mantener el orden y limpieza del área;


c) Dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área;


d) Informar a los usuarios las prohibiciones, limitaciones y las medidas previstas en el plan de manejo y fiscalizar su cumplimiento;


e) Supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se desarrollen en el área preferencial, de acuerdo al plan de manejo; 


f) Informar a los usuarios el monto de los derechos para la obtención del permiso especial para realizar la actividad de pesca recreativa en el área;


g) Ejecutar el programa de seguimiento establecido en el plan de manejo a través de un consultor inscrito en el registro a que se refiere el artículo 54. El administrador no podrá estar vinculado con el consultor encargado del programa de seguimiento en alguna de las formas establecidas en el artículo 20;


h) Entregar los permisos especiales de pesca a que se refiere el artículo 26 y cobrar los derechos para su obtención, debiendo asegurar un sistema de oferta pública que asegure el acceso de los interesados, e


i) Adoptar todas las medidas que aseguren la debida protección del área.


La municipalidad tendrá la responsabilidad de fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el convenio.


El administrador deberá fiscalizar las medidas de administración previstas en el plan de manejo a través de personas que revistan la calidad de inspectores ad honorem designados en conformidad con la ley Nº 18.465 o inspectores municipales, en la forma en que se determine en el convenio de administración. 


Cuando la administración recaiga en el adjudicatario, éste deberá informar a la municipalidad acerca del o los inspectores ad honorem habilitados para ejercer la función de fiscalización en el área preferencial.


El adjudicatario responderá, en la forma que prescribe el artículo 27 de la presente ley, de los delitos e infracciones cometidos por el inspector ad honorem habilitado de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad de este último y de las facultades de fiscalización que corresponden a los funcionarios del Servicio y al personal de Armada y Carabineros.


En los casos en que los organismos fiscalizadores constaten infracciones graves a la ejecución del plan de manejo o a otras obligaciones establecidas en el convenio de ejecución, deberán comunicarlo a la o las municipalidades que corresponda a fin de que se adopten las sanciones contempladas en el convenio, cuando así proceda.


Artículo 25.- Condiciones para desarrollar pesca recreativa en áreas preferenciales. Para realizar actividades de pesca recreativa en un área preferencial, el pescador deberá cumplir los requisitos generales establecidos en el Título II de esta ley, respetar las medidas de administración establecidas en el plan de manejo correspondiente, y estar en posesión del permiso especial otorgado por el administrador del área.


Artículo 26.- Permiso especial de pesca en el área preferencial. El administrador deberá exigir un permiso especial personal e intransferible para el ejercicio de actividades de pesca recreativa en el área preferencial.


El administrador tendrá derecho a cobrar por los permisos especiales. Sin embargo, deberá siempre permitir el acceso liberado de pago en un tramo previamente determinado en las bases de la licitación, que corresponderá al menos al 20% del área en que sea posible el ejercicio de la pesca recreativa dentro del área preferencial; para estos efectos otorgará permisos especiales liberados de pago.


Deberá establecerse un sistema de oferta pública de los permisos especiales que garantice el acceso igualitario al área correspondiente. Para estos efectos, el administrador podrá celebrar convenios para la venta de los permisos especiales. Asimismo, el administrador deberá reservar el 10% de los permisos especiales para ser vendidos el mismo día de su vigencia. Tratándose de los permisos especiales liberados de pago, éstos serán entregados por orden de prelación, de acuerdo a la fecha de solicitud del permiso. 


Podrán fijarse montos diferenciados de derechos para turistas extranjeros, salvo que, aplicando el principio de reciprocidad internacional, deba otorgarse a los nacionales de un país extranjero el mismo tratamiento que a los chilenos. Además, podrán establecerse beneficios para la adquisición de permisos especiales por parte de los chilenos residentes en la comuna en que se ubique el área preferencial, guías de pesca certificados en la región respectiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39, y pescadores que ejerzan la actividad frecuentemente en el área. 


El monto de los derechos podrá ser modificado para una o más temporadas de pesca, con el acuerdo del concejo municipal, respetando en todo caso la sección liberada de pago y el precio máximo fijado en el proceso de licitación.


No podrá exigirse la posesión de un permiso especial para el ejercicio de la pesca recreativa en el área preferencial mientras no se hubiere aprobado el plan de manejo.


Artículo 27.- Término del convenio de administración. Son causales de término del convenio:


a) La quiebra o fallecimiento del administrador o disolución de la persona jurídica;


b) El incumplimiento del plan de manejo aprobado por el Director Zonal. En este caso, contra la resolución del Director Zonal que declare el incumplimiento procederá el recurso de reclamación ante el Subsecretario de Pesca;


c) Establecer cualquier obligación o requisito para el acceso al área con objeto de realizar pesca recreativa u otras actividades, con excepción de las expresamente previstas en esta ley o en el convenio de administración, cuando corresponda, o no dar cumplimiento al sistema de oferta pública de permisos especiales establecido en el convenio;


d) El incumplimiento negligente de la obligación de supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se realicen en el área preferencial. Para estos efectos, se considerará que ha existido incumplimiento negligente si han sido sancionadas cinco infracciones graves cometidas en el área en un año calendario, denunciadas por funcionarios del Servicio o por el personal de la Armada o Carabineros;


e) Haber sido sancionadas tres infracciones o delitos cometidos por uno o más de los inspectores ad honorem en el ejercicio de la fiscalización del área preferencial en un período de tres años;


f) El cumplimiento del plazo;


g) El acuerdo mutuo de la municipalidad o el gobierno regional, según corresponda, y el administrador; y


h) El incumplimiento grave de cualquier obligación establecida en el convenio.


Asimismo, el administrador podrá solicitar el término del convenio de administración por el acaecimiento de una fuerza mayor debidamente acreditada que haya modificado significativamente las condiciones naturales del área que se tuvieron en consideración al momento de elaborar el plan de manejo.


Un Reglamento del Ministerio de Interior determinará el procedimiento para poner término al convenio en los casos indicados en el inciso primero.


Si se pone término a un convenio por un hecho imputable al administrador, éste no podrá adjudicarse la administración de ningún área preferencial por el término de cinco años, contado desde la resolución respectiva.


En el caso que la administración hubiere sido licitada por el gobierno regional, previo al término del convenio deberá efectuar el correspondiente proceso de licitación para el nuevo período de administración, sin perjuicio de entregar la administración directa a las municipalidades correspondientes, previo acuerdo de todas ellas.


Artículo 28.- Cesión del convenio de administración. El convenio de administración podrá ser cedido a terceros que cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley para la adjudicación del área preferencial, previa aprobación del concejo municipal respectivo. El cesionario deberá someterse a las condiciones y cumplir las obligaciones establecidas en el convenio original.


Con todo, no podrá cederse el convenio durante los tres primeros años ni el último año de su vigencia.


Artículo 29.- Término del área preferencial. Si en el plazo de 5 años, contado desde la fecha de la publicación de la resolución que declaró el área preferencial, la municipalidad no hubiere ejercido la administración del área ni el gobierno regional hubiere entregado dicha administración a un tercero, quedará sin efecto por el sólo ministerio de la ley dicha afectación. Asimismo, si el área preferencial pierde las condiciones que determinaron su establecimiento, circunstancia que deberá ser certificada por el Director Zonal, su afectación quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley. 


La desafectación del área será declarada, de oficio o a petición de parte, por resolución del intendente, la que deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional y cuando corresponda, notificarse al Ministerio de Defensa, Subsecretaría de Marina.


El área desafectada quedará sometida al régimen general previsto en el ordenamiento jurídico.


Artículo 30.- Renovación del área preferencial. Dos años antes del vencimiento de la declaración de un área preferencial, el intendente deberá iniciar el procedimiento de renovación del área. Para estos efectos, deberá consultar a los demás organismos públicos que participaron en el proceso de declaración del área y al Consejo de Pesca Recreativa. Con los antecedentes reunidos elaborará un informe y convocará al consejo regional a sesión extraordinaria, adjuntando el informe respectivo. La renovación del área preferencial deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria. La resolución del intendente que declare la renovación del área será publicada en el Diario Oficial y un diario de circulación regional.

Párrafo 2º

De los cotos de pesca


Artículo 31.- Construcción de un coto de pesca artificial. El Ministerio Secretaría General de la Presidencia, previo informe técnico de la Subsecretaría, dictará un reglamento donde se establecerán las medidas de protección del medio ambiente que deberán observarse en la construcción y funcionamiento de los cotos de pesca. Corresponderá al Director Regional de Pesca verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el mencionado reglamento, previo a su inscripción en el registro a que se refiere el artículo 34.


Artículo 32.- Condiciones de ejercicio de la pesca recreativa en cotos de pesca. Las personas que desarrollen actividades de pesca recreativa en los cotos de pesca estarán exentas del cumplimiento de  las condiciones generales establecidas en el Título II y de las medidas de administración adoptadas de acuerdo a lo dispuesto en el Título III de esta ley.


Artículo 33.- Siembra y repoblación en cotos de pesca. La siembra o repoblación de especies hidrobiológicas en los cotos de pesca será autorizada por el Director Zonal, en la forma establecida en el artículo 11 de la presente ley.


Artículo 34.- Registro de cotos de pesca. Los titulares de cotos de pesca deberán inscribirlos en un registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca, por regiones. La inscripción constituirá una solemnidad habilitante para la explotación comercial del coto.

Párrafo 3º

De la pesca recreativa en aguas bajo protección oficial


Artículo 35.- Áreas de manejo. En las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos decretadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, podrán realizarse actividades de pesca recreativa y pesca submarina en la forma que determine el reglamento que se dictará por decreto del Ministerio.


Artículo 36.- Reservas marinas. En las reservas marinas declaradas en conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura que se encuentren bajo la tuición del Servicio Nacional de Pesca, se podrán realizar actividades de pesca recreativa y pesca submarina en la forma que determine la Subsecretaría o el Director Zonal, según corresponda, previo informe técnico del Servicio.


Artículo 37.- Parques Nacionales. En los cursos de agua situados en los Parques Nacionales, cuya declaración de área preferencial de pesca no se haya decretado, no podrá realizarse pesca embarcada y sólo podrá realizarse pesca con devolución en lugares especialmente habilitados con dichos fines.


Artículo 38.- Otras aguas bajo protección oficial. Los planes de manejo que se elaboren para las áreas que se encuentran bajo protección oficial del Estado, deberán ser aprobados por la Subsecretaría o el Director Zonal, según corresponda, en lo que se refiera a las actividades de pesca recreativa autorizadas en el área.


Para el financiamiento de la elaboración del plan de manejo de un área bajo protección oficial que comprenda actividades de pesca recreativa, el organismo encargado de su administración podrá presentar proyectos al Fondo de Investigación Pesquera, sin perjuicio del financiamiento que pueda obtener a través de otros fondos.


Asimismo, y sin perjuicio de las facultades que le otorgue la normativa que rige la administración del área bajo protección oficial, el organismo encargado de su administración podrá exigir la posesión de un permiso especial de pesca recreativa, establecer el monto de los derechos para su obtención y celebrar convenios para su entrega y cobro de los derechos correspondientes.


En el caso de Parques Nacionales los planes de manejo deberán privilegiar el estricto mantenimiento de los equilibrios ecológicos y la preservación de los ecosistemas naturales.

TÍTULO V

DE LOS GUÍAS DE PESCA


Artículo 39.- Certificación de guías de pesca. Los guías de pesca podrán solicitar voluntariamente al Servicio Nacional de Turismo su certificación para el ejercicio de la actividad en una determinada región. Para estos efectos deberán acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos:


a) Ser chileno o extranjero con permanencia definitiva;


b) Ser mayor de edad;


c) Acreditar, en la forma que determine el reglamento, conocimientos sobre naturaleza, geografía e historia local, regulación de la pesca recreativa, seguridad y primeros auxilios, así como conocimientos y experiencia en la actividad.


Cumplidos los requisitos anteriores, el Servicio Nacional de Turismo otorgará una credencial personal e intransferible. El reglamento a que se refiere la letra c) de este artículo establecerá el monto de los derechos para la obtención de dicha credencial.


Artículo 40.- Cancelación de la certificación. La certificación de guía de pesca quedará sin efecto en los siguientes casos:


a) Por fallecimiento;


b) Por haber sido sancionado por infracción a las normas de la presente ley, y


c) Por sentencia judicial firme o ejecutoriada que hubiere establecido la responsabilidad penal o civil en el ejercicio de la actividad.

TÍTULO VI

DE LOS CONSEJOS DE PESCA RECREATIVA


Artículo 41.- Creación e integración de los Consejos. El Director Zonal creará, cuando proceda, en cada región de la zona correspondiente, un Consejo de Pesca Recreativa como organismo asesor para el fomento y desarrollo de las actividades de pesca recreativa que se realicen según lo establecido en el artículo 1º.


Los Consejos estarán integrados de la siguiente manera:


a) Por el Director Zonal de Pesca, quien lo presidirá;


b) Por el Director Regional de Turismo;


c) Por el Director Regional de Pesca;


d) Por un representante del gobierno regional designado por el intendente;


e) Por cuatro representantes de los agentes del sector de pesca recreativa, entendiendo por tales las organizaciones de operadores y guías de pesca recreativa, los clubes de pesca y demás organizaciones sin fines de lucro que determine el intendente. Los representantes designados en esta letra serán elegidos directamente por las organizaciones legalmente constituidas que tengan domicilio en la región, en conformidad con el procedimiento de elección que establezca un reglamento del Ministerio, y


f) Por un representante de universidades de la zona, reconocidas por el Estado, vinculado a una unidad académica directamente relacionada con las ciencias del mar o limnología, el que será designado conforme al procedimiento previsto en la letra anterior.


Podrán ser invitados a participar en el Consejo el Secretario Regional Ministerial de Economía, cuando no lo integre, así como un representante de Carabineros de Chile, de la Armada de Chile, de las asociaciones municipales de la región y de las cámaras de turismo que tengan su domicilio en la región.


Los integrantes del Consejo no percibirán remuneración.


Artículo 42.- Funciones de los Consejos de Pesca Recreativa. Los Consejos deberán ser consultados sobre las materias que someta a su conocimiento el Director Zonal y, en particular, sobre las siguientes materias:


a) el decreto que establece los aparejos de pesca de uso personal.


b) el reglamento de siembra y repoblación a que se refiere el Título III.


c) las medidas de administración para la pesca recreativa.


d) el informe técnico para la declaración de las áreas preferenciales.


e) los planes de manejo de las áreas preferenciales de la región y de los resultados de sus programas de seguimiento.


Los Consejos podrán proponer al Fondo de Administración Pesquera prioridades de inversión para la pesca recreativa y presentar proyectos específicos para su financiamiento. Asimismo, los consejos podrán presentar propuestas para la declaración de áreas preferenciales al Fondo de Investigación Pesquera o a otros organismos.


Los Consejos deberán emitir sus pronunciamientos en el plazo de treinta días corridos contados desde el requerimiento respectivo. Se podrá prescindir de dicho pronunciamiento si no es emitido en el plazo señalado.

TÍTULO VII

DE LA EDUCACIÓN Y DIFUSIÓN


Artículo 43.- Planes de estudio. Los textos didácticos de enseñanza de educación básica y media aprobados por el Ministerio de Educación, que sean atinentes a la materia, procurarán incluir guías para la identificación del mayor número posible de especies de la fauna íctica silvestre del país; resaltarán la trascendencia ecológica de su preservación, orientarán sobre las medidas concretas que deben adoptarse para la salvaguarda de su supervivencia y para el ejercicio responsable de la pesca recreativa.


Asimismo, los programas de educación de nivel básico y medio propenderán al contacto de los educandos con el medio natural que les permita conocer e identificar directamente la fauna íctica silvestre del país.


Artículo 44.- Manual de pesca recreativa. El Ministerio, dentro del plazo de un año contado desde la vigencia de la presente ley, deberá elaborar, directamente o mediante la contratación de servicios, un manual para el ejercicio responsable de la pesca recreativa, cuyo objetivo será incentivar la práctica de la actividad y difundir normas para su ejercicio responsable y seguro.

TÍTULO VIII

DE LA FISCALIZACIÓN, INFRACCIONES Y SANCIONES


Artículo 45.- Fiscalizadores de la presente ley. La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, y de las medidas de administración adoptadas conforme a ellas, será ejercida por los funcionarios del Servicio y personal de la Armada y Carabineros, según corresponda, dentro del ámbito de sus respectivas competencias.


Las calidades, atribuciones y facultades para el ejercicio de su función fiscalizadora se regirán por sus respectivas leyes orgánicas y por las disposiciones contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Tendrán también la calidad de fiscalizadores de las actividades de pesca recreativa, los inspectores ad honorem designados por el Director Nacional de Pesca en conformidad con la ley Nº 18.465, así como los inspectores municipales y los guardaparques, en la forma y condiciones que se establecen en el presente Título.


Artículo 46.- Inspectores municipales y guardaparques. Los inspectores municipales y guardaparques deberán rendir y aprobar un examen ante el Servicio Nacional de Pesca para acreditar conocimientos especializados o experiencia en materias de pesca recreativa. Deberán ejercer labores de fiscalización en la jurisdicción de la municipalidad respectiva o en las áreas silvestres protegidas, según corresponda, y tendrán en el ejercicio de sus funciones las facultades y obligaciones establecidas en el artículo 3º letras a), b), c), d), h) e i) de la ley Nº 18.465.


Artículo 47.- Infracciones menos graves. Son infracciones menos graves los siguientes hechos:


a) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin la licencia a que se refiere el artículo 6°;


b) No inscribir el coto de pesca en el registro a que se refiere el artículo 34;


c) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina con infracción a las medidas de administración establecidas en el Título III de esta ley, y


d) Contravenir las prohibiciones o limitaciones establecidas para actividades distintas de la pesca recreativa en el plan de manejo de un área preferencial.


Artículo 48.- Infracciones graves. Son infracciones graves los siguientes hechos:


a) Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales, sin el permiso especial a que se refiere el artículo 26; 


b) Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales en contravención al plan de manejo vigente;


c) Realizar actividades de pesca recreativa en aguas protegidas en contravención a la regulación que en cada caso se establece en el párrafo 3º del Título IV de esta ley; 


d) Cometer cualquier vejación injusta en contra de las personas, usar apremios innecesarios o exceder las atribuciones otorgadas por la ley Nº 18.465, en el ejercicio de las funciones de los inspectores ad honorem, en los casos en que dichas acciones no constituyan delito, y


e) Comercializar especies hidrobiológicas capturadas con aparejos de pesca de uso personal.


Artículo 49.- Infracciones gravísimas. Son infracciones gravísimas los siguientes hechos:


a) Realizar siembra o repoblación sin la autorización a que se refiere el artículo 11;


b) Realizar actividades de pesca recreativa en contravención a las medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes.


c) Realizar actividades de pesca recreativa con sistemas o elementos de pesca tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas o electricidad, en los casos en que no constituyan el delito tipificado en el artículo 136 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


d) Construir un coto de pesca sin cumplir con las medidas de protección al medio ambiente establecidas en el reglamento a que se refiere el artículo 31.


Artículo 50.- Sanciones. Las infracciones menos graves serán sancionadas con multa de una a tres unidades tributarias mensuales.


Las infracciones graves serán sancionadas con multa de tres a diez unidades tributarias mensuales.


Las infracciones gravísimas serán sancionadas con multa de treinta a cien unidades tributarias mensuales.


A las infracciones de esta ley que no tuvieren prevista una sanción especial se les aplicará una multa de una a treinta unidades tributarias mensuales.


Artículo 51.- Tribunales competentes y procedimiento. Las infracciones a las normas establecidas en la presente ley se conocerán y sancionarán de acuerdo al procedimiento establecido en el Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Asimismo, en lo no regulado en este título, se aplicarán las normas contenidas en el Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 52.- Destino de las multas. Las multas aplicadas en conformidad con la presente ley se destinarán en beneficio municipal de la comuna en la que o frente a cuyas costas o riberas se hubiere cometido la infracción.

TÍTULO IX

DISPOSICIONES VARIAS


Artículo 53.- Registros. Corresponderá al Servicio Nacional de Pesca llevar los siguientes registros:


a) Registro de cotos de pesca, y


b) Registro de consultores.


Asimismo corresponderá al Servicio Nacional de Turismo llevar un registro de operadores de pesca, por región.


Un reglamento del Ministerio determinará los antecedentes que deberán acompañarse para solicitar la inscripción en alguno de los registros antes indicados, así como los casos en que podrá dejarse sin efecto la inscripción.


Artículo 54.- Registro de consultores. En el registro de consultores se inscribirán las personas naturales o jurídicas habilitadas para elaborar los planes de manejos de áreas preferenciales y realizar los seguimientos de dichos planes y proyectos.


Podrán inscribirse las personas naturales que cumplan los siguientes requisitos:


a) Ser chileno o extranjero residente.


b) Estar en posesión de un título profesional en el área de las ciencias marinas o limnología con especialización o experiencia en biología pesquera.


c) Asimismo, podrán inscribirse las personas jurídicas que contemplen dentro de su objeto social la realización de investigaciones o estudios en algunas de las materias indicadas en la letra b) y que tengan uno o más socios o trabajadores que cumplan con los requisitos establecidos en las letras precedentes.


El reglamento determinará la forma en que deberán acreditarse los requisitos para solicitar la inscripción en el Registro de Consultores.


Artículo 55.- Convenios para entrega de licencias. El Servicio podrá celebrar convenios con personas naturales o jurídicas para la entrega de las licencias de pesca recreativa y el cobro de los derechos correspondientes.


Artículo 56.- Financiamiento. El presupuesto del Servicio deberá consultar anualmente recursos para financiar la impresión de las licencias de pesca recreativa y guías de pesca y de los documentos informativos a que se refiere el artículo 6°.


Artículo 57.- Modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura. Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura en la forma que se indica:


1.- En el artículo 1º, sustitúyese la coma (,) que sigue a la palabra “acuicultura” por la conjunción “y”, y elimínase la expresión “y deportiva”.


2.- Derógase el título VIII.


3.- Derógase el artículo 121.


4.- Agrégase la siguiente oración final en el inciso primero del artículo 173:


“Asimismo, el Fondo tendrá por objeto financiar total o parcialmente proyectos de investigación sobre especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa, restauración de hábitat y programas de promoción, fomento, administración, vigilancia y fiscalización de las actividades de pesca recreativa.”.


Artículo 58.- Modificaciones en materia de inspectores ad honorem. Modifícase la ley Nº 18.465 en la forma que se indica:


1.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1º por el siguiente:


“Las denuncias efectuadas por los inspectores ad honorem constituirán presunción de la existencia de los hechos denunciados.”.


2.- Modifícase el artículo 2º en la forma que se señala a continuación:


a) Intercálase en el inciso primero la siguiente letra b) pasando las actuales b) a d) a ser c) a e), respectivamente:


“b) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“La postulación para inspector ad honorem se abrirá en los plazos que establezca el Servicio mediante resolución, la que determinará, además,  los antecedentes que deben proporcionarse en la solicitud de postulación.”. 


3.- Modifícase el artículo 3º en la forma que se indica:


a) Sustitúyese en la letra c), la expresión “juzgado de policía local” por la expresión “tribunal competente”.


b) Sustitúyese la letra d) por la siguiente:


“d) Incautar las especies hidrobiológicas y los elementos con los que se cometió la infracción, con el solo objeto de ponerlos de inmediato a disposición del tribunal competente.”.


c) Agrégase las siguientes letras h) e i):


“h) Registrar embarcaciones y vehículos utilizados por pescadores, e


i) Citar al infractor a la audiencia del siguiente día hábil, bajo apercibimiento de arresto.”.


4.- Agrégase al artículo 4º las siguientes letras c), d), e) y f):


“c) Vencimiento del período de nombramiento establecido en la resolución correspondiente, si el interesado no manifiesta por escrito, su deseo de continuar ejerciendo dicho nombramiento;


d) No realizar actividades de fiscalización en dos períodos cuatrimestrales consecutivos;


e) Incumplimiento grave de las obligaciones señaladas en la presente ley o en el reglamento, y


f) Por haber sido condenado por delito o infracción cometido en el ejercicio de su función.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º.- Las medidas de administración que a la fecha de vigencia de la presente ley hubieren sido dictadas por la autoridad para el ejercicio de la pesca recreativa mantendrán su vigencia, mientras no sean modificadas, para una especie o área determinada, de acuerdo a los procedimientos que en cada caso establece la presente ley.


Artículo 2º.- El Ministerio, dentro del plazo de ciento ochenta días corridos contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, deberá dictar el reglamento de los registros a que se refiere el artículo 53.


Artículo 3º.- Dentro del plazo de noventa días corridos contado desde la publicación del reglamento a que se refiere el artículo anterior, los titulares de cotos de pesca que se encuentren en funcionamiento deberán solicitar la inscripción correspondiente.


Artículo 4º.- Mientras no se desconcentre la Subsecretaría de Pesca a través de Directores Zonales, las atribuciones y funciones establecidas en la presente ley para dichos funcionarios, serán ejercidas por el Subsecretario de Pesca.


Artículo 5°. Mientras no se establezca el Registro de Consultores a que se refiere el artículo 54 de la presente ley, los términos técnicos de referencia de los proyectos que se liciten para la declaración de un área preferencial o para la elaboración de los planes de manejo de áreas preferenciales declaradas, deberán establecer los requisitos y condiciones que deberán cumplir los consultores.”.

*****

Hago presente a V.E. que artículos 12, 13, 15, 17, 19, 21, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 41 y 42 fueron aprobados en general con el voto favorable de  74 Diputados presentes, en tanto que en particular los artículos 12, 13, 15, 17, 21, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 41 y 42 con el voto a favor de 82 Diputados y el artículo 19 con el voto conforme de 66 Diputados en todos los casos de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FLEXIBILIZA MANEJO DE FONDOS ASIGNADOS AL PODER JUDICIAL EN LA LEY DE PRESUPUESTOS 

(3789-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros, en general, el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del Presidente de la República.


Concurrieron al estudio de la iniciativa, el Ministro de Justicia, señor Luis Bates, el Jefe de la División Jurídica de la misma Cartera, señor Francisco Maldonado, y el abogado del Departamento de Asesoría y Estudios de dicho Ministerio, señor Fernando Dazarola.



Cabe dejar constancia que el artículo 13 de esta iniciativa es norma orgánica constitucional, por estar relacionado con el artículo 19 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, de acuerdo a lo prescrito por el artículo 55 de la Constitución Política. En consecuencia, debe ser aprobado por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


La Honorable Cámara de Diputados, en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, solicitó la opinión de la Corte Suprema, mediante Oficio N° 5388, de 20 de enero de 2005, el que fue respondido por el Máximo Tribunal, por Oficio N° 26, de 14 de marzo del presente año.

- - -

ANTECEDENTES

Antecedentes de Hecho

 El Mensaje

Objetivos Fundamentales de la Iniciativa




En su Mensaje, el Presidente de la República señaló que este proyecto forma parte de un conjunto de iniciativas que propenden a la modernización del Estado, cuestión que representa una prioridad central para el Gobierno. Expresó que la referida prioridad se manifiesta en diversos cuerpos legales tales como la Ley Nº19.875, que modifica el artículo 19º de la Ley Nº18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, con el objeto de dar carácter de permanente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos; la Ley Nº19.880, que establece plazos para el procedimiento administrativo y regula el silencio administrativo; la Ley Nº19.882, que regula una nueva política de personal en el ámbito público; la Ley Nº19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral; y la Ley Nº19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios (ley de compras públicas), entre otros ejemplos. 





Explicó que todo lo anterior revela el esfuerzo que su Gobierno ha desplegado en orden a lograr una mayor eficacia y eficiencia en los servicios que el Estado brinda a la ciudadanía, lo que requiere de una visión cada vez más integral, incorporando, desde esta perspectiva, al conjunto de los Poderes del Estado.





Informó que, por lo mismo, el planteamiento realizado por la Excma. Corte Suprema en junio del año 2003, en orden a lograr mayores niveles de autonomía funcional y financiera para el Poder Judicial, representa una excelente oportunidad para analizar y debatir en profundidad los temas que dicen relación con el buen funcionamiento del sistema de justicia en su conjunto.





Luego, precisó que, aunque se tiende a pensar en los poderes judiciales en términos de los principios que protegen, los procesos operativos necesarios para llegar a ese fin requieren de técnicas eficaces de administración. Bajo este concepto, sostuvo que resulta necesario enfrentar un nuevo desafío en miras a obtener mejores niveles de administración y gestión en el Poder Judicial, otorgando las facultades conducentes a una más autónoma, flexible y conveniente administración, distribución, aplicación y adecuado control de esos recursos.





Hizo presente que la elaboración de esta iniciativa incorporó durante el año 2004 al Presidente y diversos Ministros de la Excma. Corte Suprema, a los Ministerios de Hacienda y de Justicia, y a distinguidos académicos. Ella propone flexibilizar el manejo de los fondos asignados al Poder Judicial en la Ley de Presupuestos, para facilitar la administración y gestión de esos recursos por parte de dicho  Poder del Estado.





Aclaró que, en efecto, si bien la Corte Suprema, en los años 2002 y 2003, suscribió sendos convenios con el Ministerio de Hacienda en materia de ejercicio presupuestario, que daban una mayor flexibilidad en la aplicación de los recursos y comprometían al Poder Judicial en orden a optimizar los procesos administrativos y presupuestarios con miras a mejorar la gestión institucional, ahora resulta necesario avanzar en forma más decidida dentro de ese contexto.





Aseguró que la flexibilización planteada permite un mejor cumplimiento de la función jurisdiccional, cometido primero e inexcusable para el Estado y, además, se inserta genuinamente en el proceso de modernización del mismo, toda vez que será el propio Poder Judicial el encargado de administrar los recursos que le otorga la Ley de Presupuesto. En ese sentido, se le otorga a la Corte Suprema y a la Corporación Administrativa del Poder Judicial amplias facultades en esta materia, con los debidos resguardos para asegurar la más eficiente aplicación presupuestaria posible, su debida transparencia y un riguroso control.





Destacó que se trata de una modificación legal muy relevante, que faculta a la Corporación Administrativa del Poder Judicial para gestionar los fondos de una manera más expedita, en función de mejorar el acceso a la justicia por parte de la ciudadanía. Para ello, este proyecto de ley entrega mayores facultades y herramientas de gestión al Poder Judicial, para obtener un mejor cumplimiento de las tareas que le asignan la Constitución y las leyes.  Dicha medida se inserta en el marco de otras disposiciones legales que también apuntan a otorgar facultades al propio Poder Judicial, promoviendo una mejor gestión, como lo es la normativa legal vigente que consagra la figura del juez de dedicación exclusiva, cuya designación depende de la Corte de Apelaciones correspondiente, en casos calificados por su resonancia pública o para facilitar la gestión interna de determinados juzgados.

Contenido del proyecto





En general, esta iniciativa plantea una importante flexibilización en el manejo presupuestario del Poder Judicial. En concreto, se busca lo siguiente:





1) Que la Ley de Presupuestos del Sector Público consulte anualmente los recursos necesarios para el funcionamiento del Poder Judicial, con sujeción a la clasificación presupuestaria del sistema de administración financiera del Estado.





Al efecto, la Excma. Corte Suprema deberá comunicar al Ministerio de Hacienda, de manera fundada, las necesidades presupuestarias para el año siguiente de los tribunales de justicia, de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y de la Academia Judicial, conforme a lo establecido en el Decreto Ley Orgánico de Administración Financiera del Estado.





2) Que mediante auto acordado de la Corte Suprema, previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, se establezca el procedimiento por el cual las Cortes de Apelaciones y el Consejo de la Academia Judicial, le comunicarán sus requerimientos de recursos, así como el mecanismo que regule la estimación de sus necesidades.





3) Que el Consejo Superior de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, pueda realizar traspasos de fondos entre los subtítulos correspondientes a gastos corrientes y gastos de capital, en los distintos capítulos de la Partida Poder Judicial, debiendo mantener las sumas globales de ambas categorías de gastos. Dichos traspasos serán determinados por el mismo Consejo Superior, el que informará al respecto al Ministerio de Hacienda. Con todo, el Ministerio de Hacienda, mediante decreto supremo fundado y a solicitud de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, podrá autorizar el traspaso de fondos desde gastos corrientes a gastos de capital.





4) Que el saldo final de caja de los distintos capítulos de la Partida Poder Judicial, se incorpore al presupuesto del año siguiente como ingreso de dichos capítulos, mediante acuerdo fundado del Consejo Superior de la Corporación Administrativa o del Consejo de la Academia Judicial, según sea el caso, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263 de 1975. Los referidos acuerdos señalarán la forma de distribución de dichos fondos, los que no podrán aplicarse a gastos permanentes.





5) Que en el mes de abril de cada año, a más tardar, los organismos comprendidos en la Partida Poder Judicial, confeccionen un informe de la ejecución presupuestaria de esa Partida, rindiendo cuenta de los resultados de gestión operativa y de inversión del año anterior, incluyendo el cumplimiento de programas, objetivos, tareas y metas del mismo período, conforme a una metodología explícita, que se deberá formular en el mes de enero de cada período presupuestario. Este informe deberá enviarse a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con anterioridad al 1° de mayo de cada año. Por otra parte, los estados contables del Poder Judicial, de la Corporación Administrativa y de la Academia Judicial, se sujetarán a las normas comunes del sistema de contabilidad gubernamental y serán revisados por las empresas o entidades que los Consejos de dichos organismos contraten, mediante licitación pública, para realizar sus auditorías financiera y operacional. Tanto la cuenta incorporada en este informe, como las auditorías financiera y de gestión, serán públicas y deberán estar disponibles en medios electrónicos e incluirse en las respectivas memorias.





6) Que la identificación presupuestaria previa para autorizar recursos destinados a estudios, programas o proyectos, correspondientes a la Corporación Administrativa del Poder Judicial o a la Academia Judicial, se efectúe mediante resolución del organismo respectivo, conforme a las normas técnicas impartidas por el Ministerio de Planificación y Cooperación, imputando los gastos a los ítem respectivos.





7) Que la Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Academia Judicial, remitan a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, copia de las resoluciones que se dicten conforme a lo establecido en la presente legislación, dentro de los 15 días siguientes a que dichos actos se encuentren tramitados totalmente.





8) Que se apliquen al Poder Judicial, a su Corporación Administrativa y a la Academia Judicial, las normas del decreto ley N° 1.263 de 1975, en todo aquello que no sea incompatible con la presente ley.





9) Que, de manera previa a la presentación de proyectos de ley por parte del Presidente de la República al Congreso Nacional que reformen normas orgánicas del Poder Judicial, creen tribunales o les asignen nuevas funciones, la Corporación Administrativa del Poder Judicial, previa solicitud del Ministerio de Justicia, emita un informe en un plazo de 15 días, con los costos asociados a dichos proyectos, a fin de que sean evaluados e incorporados en los respectivos informes financieros. La no emisión de este informe no obstará, sin embargo, a la presentación del proyecto de ley.





10) Que los bienes raíces del Fisco que estén destinados al funcionamiento de los tribunales de justicia y sus dependencias, se transfieran en dominio, por el sólo ministerio de la ley, a la Corporación Administrativa del Poder Judicial. El Ministerio de Bienes Nacionales, a solicitud de la referida Corporación, mediante decreto supremo dictado dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, deberá individualizar los inmuebles que se transfieren en virtud de esta disposición, lo que se reducirá a escritura pública, con el objeto de practicar las inscripciones y anotaciones que procedan en los respectivos Conservadores de Bienes Raíces, cuyo otorgamiento e inscripción estarán exentos de derechos y de impuestos fiscales y municipales.





11) Que se modifique el artículo 507 del Código Orgánico de Tribunales para sustituir la expresión “una contraloría interna” por “un departamento de contraloría interna”, agregándose un inciso segundo que precisa sus funciones. Asimismo, se modifica el artículo 516 del mismo Código con el objeto de que los tribunales de justicia mantengan una cuenta corriente bancaria de depósito en la oficina del banco del lugar en que funcionen, o el más próximo al del asiento del tribunal, y del movimiento de ella deberán rendir cuenta anualmente a la Contraloría General de la República. Se agrega un inciso segundo al artículo 516 referido, en orden a que la Corporación Administrativa del Poder Judicial pueda adjudicar la operación de las cuentas de depósito de los tribunales, mediante licitación pública, a las empresas bancarias que ofrezcan las mejores condiciones de servicio e interés. Por otra parte, se sustituye el artículo 517 del citado Código, para sustituir la expresión “Banco del Estado” por “banco donde el tribunal mantiene su cuenta corriente bancaria de depósito”, en las dos ocasiones en que aparece.





12) Finalmente, se establece que la presente ley comenzará a regir desde el 1° de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial. 

- - - - - -

Antecedentes Legales
CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES

Artículo 507





Este precepto fija la estructura de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. Dispone que ella tendrá un Consejo Superior, un director, un subdirector, un jefe de finanzas y presupuestos, un jefe de adquisiciones y mantenimiento, un jefe de informática y computación, un jefe de recursos humanos y un contralor interno. Agrega que la organización básica de la Corporación estará constituida por un departamento de finanzas y presupuestos, un departamento de adquisiciones y mantenimiento, un departamento de informática y computación, un departamento de recursos humanos y una contraloría interna.

Artículo 511





Este artículo establece que, sin perjuicio de las obligaciones que les asigne el Consejo Superior o el director con el acuerdo de dicho Consejo, los jefes de finanzas y presupuestos, de adquisiciones y mantenimiento, de informática y computación y de recursos humanos, serán directamente responsables del funcionamiento de los respectivos departamentos; el subdirector, de la administración interna de la Corporación y de la coordinación de las diferentes unidades; y el contralor interno, de la auditoría financiera y operativa de las mismas. Acota que estos dos últimos empleados informarán de su gestión directamente al director.

Artículo 513





Esta norma dispone que el director, el subdirector, los jefes de departamentos y el contralor interno, deberán tener título profesional universitario de la especialidad que determine la Corte Suprema. Previene, asimismo, que, en todo caso, sólo podrán ser nombrados en estos cargos personas que posean título profesional de carreras universitarias de a lo menos ocho semestres académicos.





Enseguida, manda que todo el personal de la Corporación se regirá por las normas legales y reglamentarias aplicables a los empleados del Poder Judicial, con las excepciones que se indican en los incisos siguientes.





El nombramiento de este personal se encomienda directamente a la Corte Suprema previo concurso de antecedentes y examen de oposición, en su caso, a que llamará el Consejo Superior. Serán de la exclusiva confianza de la Corte Suprema y ésta podrá removerlos a su arbitrio. Prohíbe designar como director o subdirector a los cónyuges y a los parientes consanguíneos o afines de un funcionario del Escalafón Primario del Poder Judicial o de la Corporación, que se hallen dentro del segundo grado en la línea recta o del tercero en la colateral. Por último, encarga la calificación anual de este personal a la Corte Suprema previo informe del Consejo Superior.

Artículo 516





Este artículo ordena a los tribunales de justicia mantener una cuenta corriente bancaria de depósito en la oficina del Banco del Estado del lugar en que funcionen, o del más próximo al de asiento del tribunal, y rendir cuenta anualmente del movimiento de ella a la Contraloría General de la República.





Manda que los pagos que deban hacer esos tribunales se efectúen por medio de cheques girados contra esa cuenta, los que deberán llevar la firma del juez y del secretario o del administrador y el timbre del tribunal o de los funcionarios que subroguen al tribunal en los casos que indica.





Para estos efectos, preceptúa que la Contraloría General de la República deberá comunicar a la respectiva institución de crédito todo nombramiento de propietario, interino o suplente que se produzca respecto de la persona del juez o del secretario. Estas cuentas y los cheques respectivos estarán libres de toda comisión o impuesto. Por último, dispone que en todo lo que no esté previsto en este título, regirán las disposiciones sobre cheques y cuentas corrientes.

Artículo 517





En lo fundamental, este precepto establece que todos los dineros que sea necesario poner a disposición de los tribunales de justicia deberán colocarse en alguna oficina del Banco del Estado a la orden del tribunal respectivo.





Luego estatuye que los depósitos a la orden judicial ganarán el interés que, para estos efectos, fije la Superintendencia de Bancos en beneficio de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.





Agrega que en los lugares en que no exista oficina del Banco del Estado, el depósito deberá hacerse en alguna Tesorería Comunal, desde donde, en el plazo de cinco días, se enviarán los fondos que se le hayan entregado a la oficina del Banco en que tenga su cuenta el tribunal a cuya orden se consignan los fondos.





Ordena a los secretarios de las Cortes y los secretarios o administradores de los tribunales a llevar un libro en que anotarán los depósitos consignados a la orden del tribunal, con indicación de la fecha, nombre, juicio o proceso en que inciden y de los giros que se hagan.

ARTÍCULO 11 DE LA LEY Nº 18.969





Este artículo asigna los sueldos bases que indica y sus correspondientes asignaciones del Escalafón del Personal Superior establecidos en los artículos 2°, 3° y 4° del decreto ley N° 3.058, de 1979, modificado por la ley N° 18.515, a los siguientes cargos de la Corporación Administrativa de la Corte Suprema: 





Director, un cargo, grado III:





Subdirector, un cargo, grado IV; 





Jefe de Departamento, tres cargos, grado V, y 





Contralor Interno, un cargo, grado VII.

ARTÍCULO 19 DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL





Esta norma dispone que el proyecto de Ley de Presupuestos será informado exclusivamente por una comisión especial, que se integrará con un mismo número de diputados y de senadores. Agrega que formarán parte de ella, en todo caso, los miembros de sus respectivas comisiones de Hacienda; que será presidida por el Senador que ella elija de entre sus miembros y quedeberá quedar constituida antes del término de la legislatura ordinaria.





Encarga a la propia comisión especial fijar en cada oportunidad sus normas de procedimiento y formar de su seno las subcomisiones que necesite para el estudio de las diversas partidas del proyecto.





Con todo, una vez concluida la labor que corresponde a la comisión especial constituida conforme a los incisos anteriores, ésta podrá seguir funcionando para el solo efecto de realizar un seguimiento de la ejecución de la Ley de Presupuestos durante el respectivo ejercicio presupuestario, hasta que se constituya la siguiente comisión especial que deba informar un nuevo proyecto de Ley de Presupuestos.





Para los efectos de realizar el seguimiento, la comisión especial podrá solicitar, recibir, sistematizar y examinar la información relativa a la ejecución presupuestaria que sea proporcionada por el Ejecutivo de acuerdo a la ley, poner dicha información a disposición de las Cámaras o proporcionarla a la comisión especial que deba informar el siguiente proyecto de Ley de Presupuestos. Contará para ello con una unidad de asesoría presupuestaria. En caso alguno esta tarea podrá implicar ejercicio de funciones ejecutivas, o afectar las atribuciones propias del Poder Ejecutivo, o realizar actos de fiscalización.

OPINIÓN DE LA CORTE SUPREMA





Por considerarlo de especial interés, la Comisión acordó transcribir la opinión emitida por la Corte Suprema durante el primer trámite en relación a la iniciativa en estudio.





El texto del Oficio N° 32, de 22 de marzo de 2005, es el siguiente





“Mediante oficio N°5.388, de 20 de enero de 2005 y en conformidad con los incisos segundo y tercero del artículo 74 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la Ley N°18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, V. S. se ha servido remitir a esta Corte Suprema copia del proyecto de ley que flexibiliza el manejo de los fondos asignados al Poder Judicial en la Ley de Presupuestos de la Nación.





Reunida la Corte Suprema con fecha once de marzo de dos mil cinco, en Tribunal Pleno, bajo la presidencia de su titular y con asistencia de los Ministros señores Ortiz, Benquis, Gálvez, Rodríguez  Ariztía, Cury, Pérez, Alvarez Hernández, Marín, Yurac, Medina, Kokisch, Juica, señorita Morales y señor Rodríguez Espoz, acordó emitir el siguiente informe acerca del mencionado proyecto de ley, iniciado por Mensaje del Presidente de la República, reiterando en él algunos conceptos consignados en el oficio N°1402, que este Tribunal despachó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia Reglamento del Senado con fecha 14 de octubre de 2004, en respuesta a una consulta sobre la materia:

I.- AUTONOMIA FINANCIERA E INDEPENDENCIA JUDICIAL





El proyecto de ley de que se trata es, en opinión de esta Corte, un significativo adelanto en beneficio de la plena independencia orgánica y funcional el Poder Judicial, en la medida que le concede un mayor grado de autonomía en la administración de los recursos financieros, contribuyendo así al perfeccionamiento de ese atributo que la Carta Política  y el Código Orgánico de Tribunales reconocen a este Poder del Estado.





La necesidad de fortalecer en este aspecto dicha independencia ha sido sostenidamente planteada por todos los presidentes de la Corte Suprema en el último tiempo, al inaugurar el Año JudiciaI, expresando el sentir de una inmensa mayoría de los magistrados y funcionarios judiciales.





La idea de que una autonomía en lo financiero favorece la independencia judicial no requiere de mayores fundamentaciones, porque es innegable que ella facilita que la ejecución de un cometido que es propio e inalienable como función estatal y que permite que la acción de los tribunales en la solución pacífica de los conflictos que surgen de la convivencia social, se lleve a efecto rectamente, sin desviaciones ni contaminaciones.





La independencia de los tribunales es condición indispensable para que se cumpla a cabalidad su quehacer esencial en el ámbito jurisdiccional, en los términos absolutos prescritos por el artículo 73 de la Constitución Política de la República. Ella, sin embargo, no tiene el mismo alcance en el campo financiero, pues el financiamiento del Poder Judicial depende mayoritariamente de los recursos que se le asignen en Ia Ley Anual de Presupuestos de la Nación, que es de iniciativa exclusiva del Poder Ejecutivo y se aprueba por el Congreso Nacional en la forma prevista por el texto constitucional.





Dicha independencia contribuye, asimismo, al imperio real del sistema democrático, al facilitar que se lleve a cabo la función conservadora de los tribunales para cautelar el ejercicio efectivo de los derechos esenciales de las personas a través deI conocimiento y resolución de los recursos de amparo, de protección, de inaplicabilidad y demás acciones que contempla en la materia el ordenamiento jurídico. Ello, a fin de hacer realidad el mandato que impone al Estado el artículo 5° de la Carta Fundamental en el sentido de respetar y promover los derechos garantidos por la Constitución y los tratados internacionales ratificados por Chile.





La autonomía de los tribunales que forman el Poder Judicial es también condición necesaria para que se logre efectivamente el amplio acceso a la Justicia a que se refiere la garantía que asegura el número 3 del artículo 19 de la Carta Política. Porque la aplicación de este derecho requiere de la acción de tribunales que no sólo gocen de independencia funcional, sino que cuenten con los medios adecuados para atender esta necesidad social de modo oportuno y eficiente.





El logro de una mayor autonomía en el campo financiero no es una aspiración promovida en beneficio de los jueces u otros funcionarios judiciales. La Corte Suprema chilena comparte y hace suya la declaración formulada a este respecto por la VI Reunión Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas: "El Poder Judicial debe evolucionar hacia la consecución de su independencia, no como privilegio de los jueces sino como derecho de los ciudadanos y garantía del correcto funcionamiento del Estado constitucional y democrático de derecho que asegura una justicia accesible, eficiente y previsible".





Por estos motivos, la Corte Suprema estima que el proyecto de ley objeto del presente informe constituye un avance importante en la compleja tarea de reforzar y perfeccionar la independencia de los tribunales. Con este convencimiento, el Presidente y diversos integrantes del Tribunal participaron activamente en la Mesa de Trabajo que organizó el año 2004 el Ministerio de Justicia, con el concurso de destacados académicos, para analizar variados asuntos relacionados con la organización y funcionamiento de los Tribunales y entre ellos, la forma de asignar y administrar los recursos de carácter financiero que demanda la actividad judicial.





Si bien la redacción del proyecto fue de resorte exclusivo del Ministerio de Justicia, ella recoge debidamente los planteamientos concordados en lo pertinente a la materia en la referida Mesa de Trabajo, con la importante colaboración de personeros de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.

II.- ADMINISTRACION DE LOS RECURSOS

ASIGNADOS AL PODER JUDICIAL





La iniciativa de que se trata, por otra parte, vendría a consolidar en el plano normativo, disposiciones que han sido sancionadas en sucesivos Convenios suscritos por la Corte Suprema y el Ministerio de Hacienda en los tres últimos años para flexibilizar y agilizar la administración de los fondos que la Ley de Presupuestos asigna al Poder Judicial y que está a cargo de su Corporación Administrativa.





Este organismo, creado por la Ley N°18.969, de 10 de marzo de 1990, en sustitución de la ex Junta de Servicios Judiciales, ejecuta la administración de los recursos humanos, financieros, tecnológicos y materiales destinados al funcionamiento de los tribunales, bajo la tuición superior de la Corte Suprema, con arreglo al artículo 506 del Código Orgánico de Tribunales. Tiene un patrimonio propio, formado, entre otras entradas, por los fondos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos de la Nación y es dirigida por un Consejo Superior que integra el Presidente y cuatro Ministros de la Corte elegidos por ésta por períodos de dos años y por el Director de la misma Corporación.





Luego, la administración de los recursos financieros y de otra índole destinados al funcionamiento de los tribunales, no es ejecutada directamente por Ios jueces, sino que está a cargo de la Corporación Administrativa que posee una dotación de alrededor de trescientos profesionales, técnicos y demás funcionarios permanentes y transitorios. Éstos se desempeñan en los distintos Departamentos centrales del organismo y en diecisiete Administraciones Zonales en las regiones del país en que existen Cortes de Apelaciones y en las que funcionan Consejos Zonales de Coordinación integrados por representantes de los tribunales y los respectivos Administradores Zonales de la Corporación.





De esta manera, en el Poder Judicial la función administrativa está separada de la propiamente jurisdiccional y se ejecuta por la Corporación Administrativa, al margen de la que realizan específicamente los Administradores de Tribunales de la Reforma Procesal Penal en el plano de sus actividades.





La acción de la Corporación Administrativa ha tenido, entre otros resultados relevantes, los de: a) Atender normalmente las necesidades de orden administrativo y logístico de todos los tribunales del Poder Judicial, pese su aumento progresivo y de la permanente limitación de recursos; b) Hacerse cargo sin tropiezos de los nuevos requerimientos de todo tipo que ha generado en esta materia la implementación gradual de la reforma procesal penal en el país y de los que actualmente plantea la inminente puesta en marcha de los nuevos Tribunales de Familia; c) Asumir las necesidades extraordinarias de recursos derivadas de diferentes reformas legales que no contaron con financiamiento especial y que impusieron  nuevas funciones a los tribunales sin dotarlos de recursos adicionales y d) Intervenir significativamente en la formulación, ejecución y evaluación de las Metas de Gestión que han debido anualmente cumplir los tribunales desde 1998.





Estas actividades se han desarrollado mediante la aplicación de procedimientos y técnicas modernas de gestión; de una creciente profesionalización en todos los niveles de la dotación del organismo; de la descentralización de las decisiones y actuaciones en las Administraciones Zonales con la debida coordinación con las respectivas Cortes de Apelaciones; del desarrollo de un adecuado modelo de Planificación Estratégica; de la observancia de criterios estrictos en materia de gastos; de una permanente fiscalización interna a cargo de una unidad especial y la ejecución de Auditorias Externas financieras y de Ia operación que han sido contratadas con empresas especializadas por medio de licitaciones públicas, cuyos informes han ido demostrando los avances logrados en tales campos, especialmente en la normalización de lo procesos financieros y contables, la administración de recursos humanos, el abastecimiento de bienes y servicios, el desarrollo de un Plan Informático integrado que se ha proyectado en distintos ámbitos de la actividad de los tribunales, etc.





Estas condiciones garantizan, a juicio de la Corte Suprema, que el Poder Judicial está en situación de asumir las nuevas funciones y mayores responsabilidades que le imponen las reformas previstas en el proyecto, sin perjuicio de que deba continuar desarrollándose y fortaleciéndose su Corporación Administrativa, que ha cumplido y debe seguir cumpliendo idóneamente este cometido como un eficiente instrumento de la gestión administrativa que es soporte necesario del ejercicio de la jurisdicción.

III.- NATURALEZA Y ALCANCES DE LAS REFORMAS

CONTENIDAS EN EL PROYECTO DE LEY





En síntesis, la iniciativa amplía las facultades del Poder Judicial en el manejo de los recursos financieros que se le asignen en la Ley de Presupuestos de la Nación y facilita su ejecución.





El procedimiento para fijar esos recursos en la formulación de esa ley se aproxima a los que rigen para ambas Ramas del Congreso Nacional y el Tribunal Constitucional, según los artículos 53 de la Ley Orgánica Constitucional Nº 18.918 y 80 de Ley Orgánica Constitucional Nº 17. 997, respectivamente. Conforme lo dicen su artículos 1° y 2°, la Corte Suprema comunicará fundadamente al Ministerio de Hacienda las necesidades presupuestarias de los tribunales de justicia, incluyendo las de la Corporación Administrativa y las de la Academia Judicial, en los plazos y siguiendo las modalidades establecidas en la Ley de Administración Financiera del Estado.





En seguida, los traspasos de fondos entre los subtítulos correspondientes a los gastos corrientes y a los gastos de capital, en los distintos capítulos de la Partida Poder Judicial del Presupuesto, serán realizados por el Consejo Superior de la Corporación Administrativa, con las limitaciones y con arreglo al procedimiento que prevé el artículo 3° del proyecto.





El artículo 4° de la iniciativa regula la forma como el saldo final de caja del ejercicio financiero se incorporará como ingreso al presupuesto del año siguiente.





Como contrapartida de las mayores atribuciones que el proyecto otorga para el manejo de los recursos y que importan responsabilidades adicionales, así como la necesidad de una amplia transparencia en esta gestión, su artículo 5° impone a todos los organismos comprendidos en la Partida Poder Judicial del Presupuesto la obligación de confeccionar un informe, que debe enviarse a la Dirección de Presupuestos, que incluya la ejecución presupuestaria y una cuenta de los resultados de la gestión operativa y de la inversión del año anterior, que comprenda el cumplimiento de programas, objetivos, tareas y metas del mismo período y en conformidad a una metodología que deberá formularse en el mes de enero de cada período presupuestario.





El inciso segundo de este precepto dispone, a su vez, que los estados contables del Poder Judicial, de la Corporación Administrativa y de la Academia Judicial, se sujetarán a las normas comunes del sistema de contabilidad gubernamental y serán revisados por las empresa o entidades que los Consejos de estos organismos contraten mediante licitación pública para ejecutar sus auditorías contables y operacionales. La cuenta incorporada a estos informes, así como las auditorías serán públicas, estarán disponibles en medios electrónicos y se incluirán en las memorias de los organismos.





En conformidad con el artículo 6º, la identificación presupuestaria previa a la autorización de recursos para realizar estudios, programas o proyectos a que se refiere el artículo 19 bis del decreto ley N°1.263, de 1975, corresponderá a la Corporación Administrativa o a la Academia Judicial, mediante resoluciones de estos organismos, pero sujetándose a las normas técnicas impartidas en esas materias por el Ministerio de Planificación y Cooperación.





El artículo 7° de la iniciativa previene que la Corporación Administrativa y la Academia Judicial remitirán la Dirección de Presupuestos y a la Contraloría General copias de las resoluciones que dicten en la aplicación de la ley, en el plazo que se fija al efecto, lo que es necesario para que ambas Reparticiones cuenten con la información necesaria en esas materias para la ejecución de sus propias funciones en la administración financiera del Estado.





Por su parte, el artículo 8° somete al Poder Judicial, a su Corporación Administrativa y a la Academia Judicial a las normas del decreto ley N°1.263, de 1975, salvo en lo que sea incompatible con esta ley, lo que no significa innovar en Ia materia, pues el Poder Judicial está sujeto a la Ley de Administración Financiera del Estado aprobada por ese decreto ley desde su dictación.





Antes de la presentación al Congreso Nacional por el Poder Ejecutivo de proyectos de ley que reformen normas orgánicas del Poder Judicial, creen tribunales o les asignen nuevas funciones, la Corporación Administrativa, a requerimiento del Ministerio de Justicia, deberá emitir un informe sobre los gastos que irroguen tales proyectos, para que sean evaluados e incorporados en lo que corresponda, a los respectivos informes financieros, de acuerdo con lo que indica el artículo 9º del proyecto.





El artículo 10 de la iniciativa contempla el traspaso en dominio a la Corporación Administrativa, por el solo ministerio de la ley, de los bienes raíces de propiedad fiscal que estén destinados al funcionamiento de tribunales o de sus dependencias. Esa medida es de gran utilidad práctica, porque permite regularizar la situación de dichos inmuebles que a pesar de encontrarse a cargo de la Corporación Administrativa, no pueden figurar en sus balances patrimoniales, porque continúan a nombre del Fisco, no obstante haber sido destinados a la construcción y funcionamiento de los tribunales. Una regla análoga se ha aplicado anteriormente con iguales objetivos, en otros casos, en los que fueron objeto de los artículos 25 del decreto ley N°2.763, de 1979 y 3° transitorio de la ley N°19.610 .





A su turno, el artículo 11 del proyecto introduce modificaciones al Código Orgánico de Tribunales en lo que atañe a la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con el propósito, por una parte, de fortalecer la Contraloría Interna de este Organismo que, entre otros cambios, pasa a depender directamente de su Consejo Superior y, por la otra, de autorizar que la Corporación pueda adjudicar la operación de las cuentas bancarias del Poder Judicial a las empresas que ofrezcan mejores condiciones de servicio e interés, lo que redundará en beneficio directo del financiamiento del Poder Judicial en la medida que en la práctica las únicas entradas propias que recibe son los intereses generados por el manejo de esas cuentas.

IV.-CONCLUSION





Si bien, de acuerdo con lo expuesto precedentemente, esta Corte Suprema no puede sino informar favorablemente el proyecto, debe hacer presente la conveniencia de modificar los términos de su artículo 10, en orden a establecer que, igualmente, se traspasarán a la Corporación Administrativa del Poder Judicial los inmuebles que sean propiedad de los Gobiernos Regionales y que esa transferencia comprenderá, asimismo, los bienes raíces en que se han edificado viviendas judiciales, ya que estas enmiendas complementan adecuadamente la norma contenida en ese precepto.”.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





El Ministro de Justicia, señor Luis Bates, destacó los aspectos más relevantes de la iniciativa en estudio. 





La Comisión, luego de escuchar los antecedentes referidos, acordó aprobar en general el proyecto de ley, dejando constancia de que efectuará el análisis pormenorizado del mismo durante el segundo trámite reglamentario.





Lo anterior fue acordado en forma unánime por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo.

- - - - - -



En mérito del acuerdo precedentemente consignado, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar en general el proyecto de ley en estudio, en los mismos términos que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1°.- La Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente los recursos necesarios para el funcionamiento del Poder Judicial, sujetándose a la clasificación presupuestaria del sistema de administración financiera del Estado.





Para estos efectos, la Corte Suprema comunicará fundadamente al Ministerio de Hacienda las necesidades presupuestarias de los tribunales de justicia para el año siguiente, incluyendo las que correspondan a la Corporación Administrativa del Poder Judicial y a la Academia Judicial, dentro de los plazos y de acuerdo con las modalidades establecidas en el decreto ley Nº 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado.





Artículo 2°.- Corresponderá a la Corte Suprema, mediante auto acordado, previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial,  establecer el procedimiento por el cual las Cortes de Apelaciones y el Consejo de la Academia Judicial le comuniquen sus requerimientos de recursos, así como el mecanismo que regule la estimación de tales necesidades.





Artículo 3°.- El Consejo Superior de la Corporación Administrativa del Poder Judicial podrá realizar traspasos de fondos entre los subtítulos correspondientes a gastos corrientes y gastos de capital, en los distintos capítulos de la Partida Poder Judicial, manteniendo en todo caso las sumas globales de ambas categorías de gastos. Los procedimientos relativos a los señalados traspasos internos serán determinados por el mismo Consejo Superior, los cuales deberán ser informados al Ministerio de Hacienda y a la Contraloría General de la República.





Sin perjuicio de lo anterior, por decreto supremo dictado por el Ministro de Hacienda y a solicitud de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, podrá autorizarse el traspaso de fondos desde gastos corrientes a gastos de capital.





Artículo 4°.- No obstante lo dispuesto en el inciso primero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el saldo final de caja de los distintos capítulos de la Partida Poder Judicial, se incorporará al presupuesto del año siguiente como ingreso de esos capítulos, mediante acuerdo fundado del Consejo Superior de la Corporación Administrativa o del Consejo de la Academia Judicial, en su caso. Dichos acuerdos señalarán la forma en que se distribuirán los fondos, sin que puedan aplicarse éstos al financiamiento de gastos permanentes. 





Artículo 5°.- A más tardar en el mes de abril de cada año, los organismos comprendidos en la Partida Poder Judicial confeccionarán un informe que incluirá la ejecución presupuestaria de esa Partida así como una cuenta de los resultados de gestión operativa y de inversión del año anterior, que comprenda el cumplimiento de programas, objetivos, tareas y metas del mismo período, de acuerdo a sus características institucionales y conforme a una metodología explícita, que deberá formular en el mes de enero de cada período presupuestario. El referido informe deberá ser enviado a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda antes del 1 de mayo de cada año.





Los estados contables del Poder Judicial, de la Corporación Administrativa y de la Academia Judicial se sujetarán a las normas comunes del sistema de contabilidad gubernamental y serán revisados por las empresas o entidades que los Consejos de dichos organismos contraten, mediante licitación pública, para llevar a cabo sus auditorías financiera y operacional.





La cuenta incorporada en este informe, así como las auditorías financiera y de gestión, serán públicas, estarán disponibles en medios electrónicos y se incluirán en las respectivas memorias.





Copia del informe a que se refiere este artículo se enviará a las comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos.





Artículo 6°.- La identificación presupuestaria previa para autorizar recursos destinados a estudios y programas o proyectos, a que se refiere el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, correspondientes a la Corporación Administrativa del Poder Judicial o a la Academia Judicial, se efectuará mediante resolución del respectivo organismo, conforme a las normas técnicas impartidas por el Ministerio de Planificación y Cooperación, imputando los gastos a los ítem respectivos.





Artículo 7°.- La Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Academia Judicial deberán remitir a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda y a la Contraloría General de la República, copia de las resoluciones que dicten en aplicación de lo dispuesto en la presente ley, dentro de los quince días siguientes a que dichos actos se encuentren totalmente tramitados por aquellos organismos.





Artículo 8°.- Se aplicarán las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, al Poder Judicial, a su Corporación Administrativa y a la Academia Judicial, excepto en lo que se refiere a disposiciones incompatibles con ellas contenidas en la presente ley. 





Artículo 9°.- En forma previa a la presentación por el Presidente de la República al Congreso Nacional de proyectos de ley que modifiquen normas orgánicas del Poder Judicial, creen tribunales o les asignen nuevas funciones, el Ministerio de Justicia deberá requerir a la Corporación Administrativa del Poder Judicial para que, dentro de los quince días siguientes a su recepción, emita un informe con los costos asociados a dichos proyectos de ley, a fin de que éstos sean evaluados e incorporados, en lo que corresponda a los respectivos informes financieros.  De no emitirse el informe en el plazo señalado, podrá presentarse el proyecto de ley sin considerarlo.





Artículo 10.- Los bienes raíces de propiedad del Fisco o de los Gobiernos Regionales que estén destinados al funcionamiento de los tribunales de justicia y sus dependencias, se transferirán en dominio, por el sólo ministerio de la ley, a la Corporación Administrativa del Poder Judicial. 





Con el objeto de practicar las inscripciones y anotaciones que procedan en los respectivos Conservadores de Bienes Raíces, dentro del año siguiente a la solicitud de la referida Corporación, mediante decreto supremo del Ministerio de Bienes Nacionales, se individualizarán los inmuebles que se le transfieren en virtud de esta disposición, el que se reducirá a escritura pública, cuyo otorgamiento e inscripción estarán exentos de derechos y de impuestos fiscales o municipales. El Ministerio de Bienes Nacionales, incluirá en el decreto solo aquellos inmuebles que cumplan con el requisito señalado en el inciso anterior.





Los antecedentes que sirvan de base para la dictación del referido acto administrativo tales como planos, tasaciones y otros similares, serán de cargo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. 





En todo caso, los inmuebles transferidos quedarán sujetos al uso señalado en el inciso primero. 





Artículo 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:





1) 
En el artículo 507:





a)
 Sustitúyense las expresiones “un Contralor Interno” y “una contraloría interna” por “un jefe de contraloría interna” y “un departamento de contraloría interna”, respectivamente.





b)
 Agrégase el siguiente inciso segundo:





“La función del departamento de Contraloría Interna será asesorar técnicamente al Consejo Superior de la Corporación Administrativa en materias de control y efectuar revisiones que comprueben la fiabilidad de la información financiera, de la economía, eficacia y eficiencia en la utilización de los recursos humanos, materiales y financieros, del cumplimiento de las regulaciones internas, proponiendo, cuando proceda, las recomendaciones correspondientes.”.





2) Sustitúyense, en el artículo 511, las expresiones “contralor interno” por “jefe de contraloría interna”.





3)
 Elimínase, en el artículo 513, la frase “y el contralor interno” y sustitúyese la coma (,) que sigue a la expresión “subdirector” por la conjunción “y”.





4)
 En el artículo 516:





a)
 Reemplázase el inciso primero por el que a continuación se indica:





“Los tribunales de justicia mantendrán una cuenta corriente bancaria de depósito en la oficina del banco del lugar en que funcionen, o del más próximo al del asiento del tribunal, y del movimiento de ella deberán rendir cuenta anualmente a la Contraloría General de la República.”.





b)
 Introdúcese el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:





“La Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá adjudicar la operación de las cuentas bancarias del Poder Judicial, mediante licitación pública, a las empresas bancarias que ofrezcan las mejores condiciones de servicio e interés.”.





5)
 Sustitúyense, en el artículo 517, las expresiones “Banco del Estado” por “banco donde el tribunal mantiene su cuenta corriente bancaria de depósito”, en las dos ocasiones en que aparece.





Artículo 12.- Modifícase el artículo undécimo de la ley Nº 18.969, en el siguiente sentido:





1) 
Sustitúyese la expresión “tres” por “cuatro”.





2) 
Elimínase la frase “Contralor Interno, un cargo, grado VII”.





Artículo 13.- Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 19 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, luego del vocablo “Ejecutivo”, en las dos ocasiones en que aparece, la frase “y el Poder Judicial”.





Artículo 14.- La presente ley regirá a contar del 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 14 de septiembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Sergio Fernández Fernández y José Antonio Viera Gallo Quesney.


Sala de la Comisión, a 15 de septiembre de 2005.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ

Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE REFORMAS ORGÁNICAS Y PROCEDIMENTALES CONCERNIENTES AL PODER JUDICIAL

(3790-07)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República. 



A las sesiones en que se estudió el proyecto de ley, asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Ministro de Justicia, señor Luis Bates, el Subsecretario de Justicia, señor Jaime Arellano, el Jefe de la División Jurídica de la misma Cartera, señor Francisco Maldonado, y el Jefe del Departamento de Asesoría y Estudios de dicho Ministerio, señor Fernando Dazarola.


También concurrieron, especialmente invitados, el Ministro de la Excma. Corte Suprema, señor Domingo Kokisch, y el Presidente de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, señor Juan Escobar. 

 

Cabe dejar constancia que los números 1 y 4 del artículo primero son normas orgánicas constitucionales, por ser materias relacionadas con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de acuerdo a lo prescrito por el artículo 77 de la Constitución Política y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. En consecuencia, deben ser aprobadas por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, según lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - - - - - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS



Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:



1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.



2.-
Indicaciones aprobadas: no hay.



3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 4 y 5



4.-
Indicaciones rechazadas: números 2, 3 y 6.



5.-
Indicaciones retiradas: no hay.



6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - - - - -

NUEVO OFICIO DE LA CORTE SUPREMA


Por considerarla de especial interés, la Comisión resolvió transcribir la opinión que por segunda vez presentara la Corte Suprema en relación a esta iniciativa.



La Honorable Cámara de Diputados, en cumplimiento a los dispuesto en los artículos 74 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, solicitó la opinión de la Corte Suprema, mediante Oficio sin número, de 11 de julio de 2005, el que fue respondido por el Máximo Tribunal, por Oficio N° 108, de 22 de agosto del presente año. En dicho oficio el Máximo Tribunal expresa que el proyecto en estudio le fue remitido en esta oportunidad para el pronunciamiento respectivo sobre su artículo 1°, numerales 1) y 4) y sobre su artículo transitorio. Explica que los citados numerales del artículo primero del proyecto de ley, pretenden incorporar modificaciones a los artículos 61 y 215 del Código Orgánico de Tribunales, orientadas a implementar un sistema de especialización de salas a nivel de las Cortes Apelaciones que funcionen divididas en dos o más salas.


Agrega el oficio que, conforme al estado actual de la iniciativa legal, corresponderá a cada Corte de Apelaciones determinar la forma de distribución bianual de los asuntos respectivos, lo que deberá llevarse a cabo a través de un auto acordado. Para ello, las Cortes de Apelaciones deben consultar previamente a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.



Indica que se prescribe que el Presidente de la Corte de Apelaciones asignará a cada sala a los distintos ministros del tribunal, atendiendo a parámetros tales como, su experiencia, capacitación y preparación correspondientes.



Sobre el particular, el informe estableció las  siguientes observaciones:

 
1.- 
En lo que atañe a la elaboración de los autos acordados sobre distribución bianual de asuntos:

 
a.-
Se estimó conveniente insistir en que sea la Corte Suprema, a propuesta de las Cortes de Apelaciones, la que dicte los autos acordados necesarios para ello.


El fundamento de lo anterior radica en que es la Corte Suprema la que, en definitiva, cuenta con la superintendencia sobre todos los tribunales de la nación, lo que cobra especial relevancia tratándose del ejercicio de las facultades económicas y administrativas involucradas en la materia.

 
b.-
Del mismo modo, se consideró adecuado reemplazar en el proyecto la mención de la “Corporación Administrativa del Poder Judicial”, como órgano consultivo para la elaboración de los autos acordados a que se ha hecho referencia, por la expresión “previa consulta a los organismos técnicos que se estime necesario”.  


  La observación expresada atiende a la circunstancia de que el señalamiento de la Corporación administrativa del Poder Judicial restringe o circunscribe innecesariamente el ámbito de aplicación de la norma legal proyectada, circunstancia ésa que puede conspirar contra la eficacia buscada en el aspecto de que se trata.
 
2.- Facultad que pretende entregarse a los Presidentes de Cortes de Apelaciones, en orden a asignar a los Ministros del Tribunal a las diversas salas de especialización.

  
 El oficio establece que parece más aconsejable que dicha atribución quede radicada en el pleno y no en el Presidente de la Corte respectiva. 


 En este caso la observación encuentra su fundamento en lo accidental y transitorio del ejercicio de la Presidencia de una Corte y, particularmente, en la circunstancia de que la misma tiene un carácter anual, en tanto que la distribución de materias se ha fijado en dos años.


Se sugiere, además, que se establezca en dos años la asignación de los Ministros a las salas especializadas. 

 
3.- En cuanto a las dudas, dificultades y vacíos de las leyes. 


La Corte Suprema insistió, en este punto, en la  idea y en la necesidad de que se le confiera iniciativa legal en materias vinculadas a la Administración de Justicia.




- - - - - - -

OPINIÓN DE LOS MINISTROS SEÑORES DOMINGO KOKISCH Y JUAN ESCOBAR

 
Antes de entrar en el debate del proyecto de ley, la Comisión escuchó las observaciones realizadas por el Ministro de la Corte Suprema, señor Domingo Kokisch, y por el Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago, señor Juan Escobar.


El Ministro de la Corte Suprema, señor Domingo Kokisch, planteó, en líneas generales, las mismas observaciones realizadas por el Máximo Tribunal, contenidas en el oficio respuesta N° 108, de 22 de agosto de 2005, transcrito anteriormente.


Agregó que, en materia de especialización de salas, el pleno del Máximo Tribunal sugirió hacer aplicable a las Cortes de Apelaciones el artículo 95 del Código Orgánico de Tribunales, que en lo pertinente, establece que la Corte Suprema funcionará dividida en salas especializadas o en pleno.                           



Recordó que esta disposición añade que para el conocimiento de los asuntos a que se refiere el artículo 98 del  mismo Código, la Corte funcionará ordinariamente dividida en tres salas o extraordinariamente en cuatro, correspondiéndole a la propia Corte determinar uno u modo de funcionamiento. 

 
El precepto dispone que, asimismo, corresponderá a la propia Corte, mediante auto acordado, establecer la forma de distribución de sus ministros entre las diversas salas de su funcionamiento ordinario o extraordinario. La distribución de ministros que se efectúe permanecerá invariable por un período de, a lo menos, dos años.


Enseguida, establece que la integración de sala será facultativa para el Presidente de la Corte. Si opta por hacerlo, podrá integrar cualquiera de las salas.


Finalmente, preceptúa que cada sala en que se divida la Corte Suprema será presidida por el ministro más antiguo, cuando no esté presente el Presidente de la Corte.


El señor Ministro explicó que esta norma regula los aspectos más trascendentales del funcionamiento en salas de la Corte Suprema, los que perfectamente pueden ser aplicables a las Cortes de Apelaciones, indicando que, si bien es cierto, el Máximo Tribunal utiliza la división en salas con el objeto de uniformar la jurisprudencia judicial, en el caso de las Cortes de Apelaciones este mecanismo obedece a una mejor implementación en su gestión y funcionamiento.



El Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, señor Juan Escobar, destacó, en primer término, que la Corte de Apelaciones de Santiago apoya el principio de la especialización de salas. No obstante, realizó algunas observaciones al proyecto de ley.

 
Planteó que la Corte que él preside ya tiene un sistema de especialización de las secretarías en materias de recurso de protección, familia, ley de alcoholes y juzgados de policía local, entre otras, destacando además, la sala número 10 de dicho Tribunal, especializada en materias laborales. Añadió que este sistema ha traído buenos resultados.


Por otra parte, sugirió que sería más conveniente que fuera el pleno de la Corte de Apelaciones respectiva, y no el Presidente de la misma, como lo plantea el proyecto de ley, quien realice la asignación de los ministros a cada una de dichas salas.


Propuso, además, establecer un plazo de permanencia de los ministros en las salas especializadas no superior a dos años.


Finalmente, expresó que sería más recomendable que fuera el pleno de la Corte Suprema y no el de la Corte de Apelaciones respectiva, quien dicte el auto acordado que establezca la forma de distribución de las materias en cada sala especializada. 


El Honorable Senador señor Espina, una vez finalizadas las intervenciones de los señores Ministros, puso de manifiesto los aspectos que han suscitado aprensiones en la Comisión:


1) En primer lugar, se refirió a la conveniencia de las salas especializadas como sistema de trabajo para las Cortes de Apelaciones y al riesgo de que esta fórmula permita que un grupo reducido de ministros integrantes de éstas por un período de dos años, establezcan una posición o razonamiento jurídico minoritario dentro de la misma Corte.


2) Luego, aludió a la necesidad de establecer un sistema de nombramiento de los ministros como integrantes de las distintas salas especializadas que sea conveniente y razonable. Como alternativas, mencionó la designación por sorteo, por el pleno o por el Presidente de la Corte respectiva.


3) Enseguida, puso de relieve la posibilidad de que el Presidente de la Corte de Apelaciones integre facultativamente cualquiera de las salas especializadas. Esto, dijo, podría darle el poder de cambiar con su voto las mayorías de las salas que integre.


4) Finalmente, mencionó la conveniencia de la presunción de pleno derecho, dispuesta en la ley N° 18.101, sobre arrendamiento de predios urbanos, para efectos de establecer como domicilio del arrendatario el que corresponda al inmueble arrendado, salvo que haya hecho abandono de él. Esto, a juicio de la Comisión, impediría notificar debidamente al arrendatario que se va y abandona dicho inmueble, impidiendo al propietario notificar la demanda correspondiente y recuperar su propiedad.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo hizo presente que en el mundo moderno la especialización es necesaria en todos los ámbitos, máxime si en el plano judicial todos los magistrados tienen algún grado de preferencia o dominio por un tema o área específica.


El Ministro señor Bates destacó la conveniencia del trabajo realizado por las Cortes de Apelaciones en salas especializadas, ya que éste reporta una mayor eficacia y eficiencia en el trabajo judicial. Añadió que los abogados integrantes son un aporte a esta materia, ya que en su mayoría poseen algún conocimiento específico sobre una materia determinada, lo que les permite vislumbrar con mayor facilidad el centro del conflicto judicial que conocen.


El Honorable Senador señor Larraín expresó, que, en su opinión, sería más conveniente dejar en manos de las Cortes de Apelaciones la facultad de decidir sobre la formación o no de salas especializadas, de acuerdo a los requerimientos particulares de cada una. Agregó que se debe flexibilizar el sistema de la especialización, de manera de no rigidizarlo, dejándolo, por ende, como un tema autónomo que pueda ser resuelto por el propio Poder Judicial.


Enseguida, el Ministro señor Kokisch procedió a responder las consultas y observaciones realizadas por los miembros de la Comisión.


- En primer término, destacó que el mecanismo de especialización de salas es beneficioso para la eficacia y eficiencia de la labor judicial.


- En cuanto a la designación de los ministros en las salas especializadas, destacó la conveniencia de que sea el pleno de la Corte de Apelaciones respectiva quien decida esta integración.


- En relación a la integración facultativa del Presidente de la Corte en cualquier sala especializada, indicó que, en la práctica, son tantas las tareas y obligaciones que éste debe asumir por su cargo que sólo ocasionalmente integra salas, convirtiéndose en una herramienta ventajosa para casos de integración de emergencia. Connotó que estas situaciones son extraordinarias por causas urgentes. 


Añadió que el actual artículo 61 del Código Orgánico de Tribunales dispone que el Presiente de la Corte queda incorporado a la primera sala, siendo facultativo para él integrarla pero que, en la práctica, integra cualquiera de ellas.


- En materia de arrendamiento planteó, como solución, el notificar por aviso al arrendatario que haya hecho abandono del inmueble, sin ser habido.


La Comisión, luego de escuchar las intervenciones de los Ministros invitados, concluyó que la mejor fórmula para regular el tema de las salas especializadas es otorgar un mayor grado de autonomía y flexibilidad al Poder Judicial para decidir sobre el particular.

- - - - - -

DISCUSION EN PARTICULAR



Se efectúa, a continuación, una relación de las indicaciones que se presentaron, explicándose su contenido, así como las disposiciones del proyecto en que inciden. Del mismo modo, se consignan los acuerdos adoptados por la Comisión en relación a cada una de ellas.

Artículo primero


 Introduce las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:




Número 1) 

 
Modifica el artículo 61, en la siguiente forma:

            

Con la letra a) reemplaza los párrafos finales que se encuentran a continuación de la frase "tendrán tres ministros," hasta el punto aparte (.), por la siguiente oración: “a excepción de una que constará de cuatro, en la que quedará incorporado su Presidente, para quien será facultativa su integración.”.


Con la letra b) agrega los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:



“Las Cortes de Apelaciones que funcionen en dos o más salas, lo harán divididas en salas especializadas. Corresponderá a cada Corte, mediante auto acordado dictado previa consulta a la Corporación Administrativa del Poder Judicial, establecer la forma de distribución de las materias bianualmente. En estos casos, los ministros serán asignados a cada sala por el Presidente de la Corte atendiendo, particularmente, a su experiencia, capacitación y preparación en las materias correspondientes. Se considerará especialmente para estos efectos el haber servido como juez de letras o especial, y acreditar la participación en cursos de especialización, en ambos casos según la materia de que se trate.



Del mismo modo, en el nombramiento de las suplencias e interinatos de los ministros, se recurrirá de preferencia a jueces que sirvan como jueces de letras o especiales, según la materia de que se trate. En caso de no ser posible, se deberá nombrar a quienes cuenten con experiencia, capacitación y preparación en las materias correspondientes.



La especialización a que se refieren los  incisos anteriores podrá consistir en la destinación de alguna sala al conocimiento exclusivo de una determinada materia, al conocimiento preferente de una o más materias, a la designación de uno o más días de la semana para conocer de determinados asuntos, o a la combinación de dichas alternativas. En todo caso, en las Cortes que funcionen divididas en cinco o más salas, deberá especializarse el conocimiento de las causas correspondientes a materias civiles, del crimen, de familia y laborales.”.


A este artículo se formularon las indicaciones números 1, 2 y 3.


La indicación número 1 de S.E. el Presidente de la República, sustituye la letra a), por la siguiente:



“a) Reemplázanse los párrafos finales que se encuentran a continuación de la frase “tendrán tres ministros" hasta el punto aparte (.), por la siguiente oración, precedida de un punto: “Será facultativo para el Presidente de la Corte integrar cualquiera de las salas que se hubieren formado, pudiendo hacerlo en consideración a las necesidades diarias de integración de cada una. Para todos los efectos se entenderá que al integrar la sala correspondiente, el Presidente lo hace en calidad de titular.”.”.

 
La indicación número 2 del Honorable Senador señor Parra, intercala, en la letra b), en la tercera oración del nuevo inciso segundo propuesto, a continuación de la frase “asignados a cada sala”, la siguiente: “mediante sorteo efectuado el último día hábil del mes de enero de cada año o”, y, a continuación de “Presidente de la Corte”, la frase “a solicitud de cualquier Ministro”.

 
La indicación número 3 del Honorable Senador señor Parra, intercala, en la segunda oración del nuevo inciso cuarto propuesto, a continuación de la expresión “de familia”, la palabra “tributarias”, precedida de coma (,).


Puesta en análisis la indicación número 1, la Comisión consideró el argumento dado por el Ministro de la Corte Suprema, señor Kokisch, en cuanto a que el Presidente de la Corte, dada la recarga de trabajo que su cargo implica, sólo integra salas en casos excepcionales y urgentes, y no en forma permanente. Estimó que lo anterior desvirtúa el temor a que su integración facultativa pueda dar lugar a un cambio en la mayoría de las votaciones de las salas que integra. Por esta razón, acordó aprobar con modificaciones la indicación número 1, ubicando el párrafo propuesto dentro del nuevo inciso segundo que se resolvió incorporar. De ello se dará cuenta más adelante. 

La Comisión resolvió, además, en virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, sustituir la  letra a), por la siguiente:


“a) Colócase un punto (.) a continuación de la expresión “tendrán tres ministros” y suprímese la parte restante del inciso.”. 


Tanto la aprobación con enmiendas de la indicación número 1 como el acuerdo recién transcrito, fueron acordados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Larraín y Viera-Gallo.

A continuación, la Comisión inició el análisis de la indicación número 2, relativa a la especialización de salas. Sobre el particular, y luego de escuchar los planteamientos realizados por los señores Ministros, acordó lo siguiente en relación a la letra b) del artículo 1° del proyecto de ley:


a) Establecer como facultativo y no como obligatorio el funcionamiento en salas especializadas en aquellas Cortes que posean dos o más salas. Ello, con el objetivo de darle mayor autonomía y flexibilidad a cada Corte en la toma de decisiones para implementar esta modalidad de trabajo, de acuerdo a sus requerimientos particulares.


b) Disponer que la forma de distribución de las materias en las salas especializadas sea realizada a través de un auto acordado dictado por la Corte de Apelaciones respectiva, previa consulta a los organismos técnicos que estime necesario, y no de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, atendiendo a lo expresado en el Oficio  de

 la Corte Suprema, en orden a que ésta última denominación restringe innecesariamente el ámbito de aplicación de la norma legal. Asimismo, se acordó eliminar el período bianual establecido en el proyecto para la dictación de este auto acordado.


c) Otorgar autonomía a cada Corte de Apelaciones para establecer en el referido auto acordado todo lo relativo a la determinación del procedimiento de distribución de los ministros en cada sala especializada, al igual que las materias específicas que conocerá cada una de ellas.


d) Incorporar en el inciso segundo, nuevo, del artículo 61 del Código Orgánico de Tribunales, aprobado por la Comisión, el texto de la indicación número 1) ya analizada, referente a la integración facultativa de salas por parte de los Presidentes de la Cortes de Apelaciones.


Considerando lo anterior, las indicaciones números 2 y 3 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Larraín y Viera-Gallo.


Seguidamente, y en virtud de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, con la misma votación recientemente señalada, acordó reemplazar los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 61 del Código Orgánico de Tribunales  propuestos, por los siguientes, que pasan a ser segundo y tercero:


“Las Cortes de Apelaciones que funcionen en dos o más salas, podrán hacerlo divididas en salas especializadas. Corresponderá a cada Corte, mediante auto acordado dictado previa consulta a los órganos técnicos que estime necesario, establecer la forma de distribución de las materias. Las Cortes de Apelaciones determinarán el procedimiento de asignación de los ministros a cada sala. Será facultativo para el Presidente de la Corte integrar cualquiera de las salas que se hubieren formado, pudiendo hacerlo en consideración a las necesidades diarias de integración de cada una. Para todos los efectos se entenderá que al integrar la sala correspondiente, el Presidente lo hace en calidad de titular.



La especialización a que se refiere el inciso anterior podrá consistir en la destinación de alguna sala al conocimiento exclusivo de una determinada materia, al conocimiento preferente de una o más materias, a la designación de uno o más días de la semana para conocer de determinados asuntos, o a la combinación de dichas alternativas.”  

º º º º


La indicación número 4, de S.E. el Presidente de la República, intercala, a continuación del Nº 1), el siguiente Nº 2), nuevo:



“2) Introdúcense los siguientes artículos 101 a 101 ter, nuevos:


“Artículo 101.- Existirá en la Corte Suprema una Dirección de Estudio y Análisis y una Dirección de Comunicaciones. 



Las Direcciones antes mencionadas contarán con, a lo menos, un director, dos profesionales y dos auxiliares.



Los Directores serán nombrados previo concurso público por el Tribunal Pleno, a propuesta en terna del Presidente de la Corte. Los demás integrantes serán nombrados por el Presidente de la Corte Suprema a propuesta en terna del Director, previo concurso público. 



Los postulantes a los cargos profesionales o de director deberán dar cumplimiento a los requisitos de ingreso generales al Poder Judicial establecidos en el artículo 295 del COT, estar en posesión de un título universitario de una carrera de a lo menos 8 semestres de duración en el área del derecho, la administración o las comunicaciones, según sea el caso, contar con a lo menos 5 años de ejercicio profesional y acreditar experiencia profesional relevante para el cargo. Les serán aplicables, asimismo, las prohibiciones establecidas en los artículos 316 y 317 del presente Código.



Artículo 101 bis. Corresponderá a la Dirección de Estudio y Análisis:



1. Realizar estudios destinados a proponer mejoras a la gestión jurisdiccional del Poder Judicial. Asimismo, actuando de manera conjunta con la Corporación Administrativa del Poder Judicial, intervendrá en la generación de políticas de desarrollo y perfeccionamiento de la función judicial;



2. Centralizar y canalizar toda la información de carácter jurisdiccional solicitada por cualquier autoridad o institución externa al Poder Judicial, en coordinación con la Corporación Administrativa del Poder Judicial;



3. Asesorar a los Ministros de la Corte Suprema en materias relacionadas con el estudio de asuntos propios del ejercicio de la actividad jurisdiccional en lo relativo a  la preparación de documentos especializados;



4. Establecer convenios para la realización de estudios e investigaciones con universidades, Corporaciones, Organismos internacionales y centros de investigación en general;



5. Generar y administrar un centro de documentación que recopile, procese, sistematice y distribuya la información jurídica documental requerida por los administradores de la justicia y usuarios del Poder Judicial;



6. Asesorar al tribunal pleno en la confección de los informes de proyectos de ley referidos a la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia y, en general, de todos aquéllos en que sea requerida su opinión;



7. Anualmente elaborar una propuesta de documento consolidado acerca de las dudas y dificultades ocurridas a las Cortes de Apelaciones del país, en la aplicación e interpretación de la ley, y



8. En general, evacuar los estudios y análisis estadísticos o jurídicos en materias referidas al funcionamiento y competencias propias del Poder Judicial. 



Artículo 101 ter. Corresponderá a la Dirección de Comunicaciones: 



1. Relacionarse con los medios de comunicación sirviendo de nexo entre ellos y el Poder Judicial;



2. Proponer al tribunal pleno e implementar una política de comunicaciones institucional;



3. Capacitar y asesorar a los miembros del escalafón primario del Poder Judicial respecto de los principales aspectos de la política de comunicaciones;



4. Elaborar, proponer y ejecutar estrategias de información a la comunidad relativos a las tareas propias del Poder Judicial;



5. Diseñar, implementar y mantener mecanismos de comunicación interna entre los distintos tribunales del país;



6. Recopilar, mantener registro y distribuir material publicado en relación con el Poder Judicial;



7. Organizar y apoyar el desarrollo de actividades protocolares en representación del Poder Judicial y del Presidente de la Corte Suprema, y



8. En general, evacuar informes y análisis respecto de procesos públicos que en el ámbito de la información o difusión aborden materias propias de la actividad de los Tribunales de Justicia, incluyendo encuestas de opinión.”.”.


El Ministro de la Corte Suprema, señor Kokisch, explicó que el máximo Tribunal, con fecha 11 de marzo de 2002, creó la Dirección de Estudio, Análisis y Evaluación, encargada de realizar estudios de interés para la función judicial destinada a evaluar la gestión de los tribunales de justicia, y vincular a dicha Corte con el mundo académico y la comunidad jurídica; y que con fecha 4 de enero de 2002, creó la Dirección de Comunicaciones, encargada de las relaciones públicas del mismo tribunal.



Añadió que ambas Direcciones han realizado un valioso aporte a la labor judicial, aun cuando no han contado con una estructura orgánica legalmente definida, por lo que se estimó necesaria la consagración legal de las mismas,  regularizando así su constitución. 


Atendiendo a lo señalado por el Ministro señor Kokisch, así como a los planteamientos contenidos sobre este particular en el primero de los oficios que la Corte Suprema evacuara en torno a esta iniciativa, que fue transcrito en el primer informe, la Comisión acordó aprobar la indicación número 4 con algunas enmiendas de carácter meramente formal.

Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo.


Enseguida, se plantearon algunas consultas en torno al financiamiento de los costos que pudieren irrogar los cargos de director, profesionales y auxiliares a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 propuesto por la indicación en estudio.


Sobre este particular, el abogado señor Maldonado, Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, explicó que los referidos cargos no generarán nuevos gastos por cuanto los recursos correspondientes se encuentran considerados en el Presupuesto Base de la Partida 03, Capítulo 01, Poder Judicial y que dicho financiamiento está contemplado en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público del año próximo. A este respecto, hizo entrega a la Comisión de copia del oficio N° 3 DF 9077, del Director (S) de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Andrés Zaror, de fecha 1 de septiembre de 2005, en el cual se da cuenta de lo expresado.


En base a estas explicaciones, la Comisión consideró innecesario que la iniciativa en estudio pase a la Comisión de Hacienda.

º º º º

Número 2)


 En el número 4° del artículo 102 del Código Orgánico de Tribunales, suprime la frase “y de que se haya dado cuenta al Presidente de la República”.





El artículo 102 del Código Orgánico de Tribunales dispone que la Corte Suprema iniciará sus funciones el primer día hábil de marzo en una audiencia pública, en donde el Presidente de la Corte Suprema dará cuenta, entre otras cosas, como lo señala su número 4°, de las dudas y dificultades que hayan ocurrido a la Corte Suprema y a las Cortes de Apelaciones en la inteligencia y aplicación de las leyes y de los vacíos que se noten en ellas y de que se haya dado cuenta al Presidente de la República en cumplimiento del artículo 5° del Código Civil.


La Comisión mantuvo este numeral, considerando que tiene por objetivo complementar la idea del proyecto de  ley contenida en el siguiente numeral 3), en orden a establecer un sistema de remisión de un informe anual y consolidado elaborado por la Corte Suprema al Presidente de la República que dé cuenta de las dudas, dificultades y vacíos a que se refiere el artículo 5° del Código Civil, facilitando con ello la promoción de las reformas legislativas que sean necesarias para solucionarlas.


Por lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo, acordó ubicar este numeral 2) como numeral 3), reemplazando la expresión “4)” por “4°”. 

 
Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

 Número 3)


 Introduce el siguiente artículo 102 bis al Código Orgánico de Tribunales:

 

“Artículo 102 bis.- El Presidente de la Corte Suprema remitirá un informe anual y consolidado al Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia, dando cuenta de las dudas, dificultades y vacíos a que se refiere el numero 4° del artículo precedente. Dicho informe deberá ser considerado a los efectos de promover las reformas legislativas que sean necesarias para solucionarlos.”.

 
La indicación número 5 del Honorable Senador señor Parra, intercala en el artículo 102 bis propuesto, a continuación de la frase inicial “El Presidente de la Corte Suprema”, entre comas (,), la frase “con conocimiento y acuerdo del Pleno”.


La Comisión, atendiendo a los fundamentos dispuestos en el numeral anterior, consideró razonable, como lo dispone la indicación, que la remisión del informe anual consolidado al Presidente de la República sea realizada por el Presidente de la Corte Suprema  previo conocimiento acuerdo del Pleno.


Por lo anterior, la Comisión aprobó con enmiendas meramente formales la indicación número 5 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo. 

º º º º

Número 4)


 Agrega, en el inciso segundo del artículo 215 del ya mencionado Código, luego del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:  

 

“En el caso de las Cortes que funcionen divididas en cinco o más salas, esta distribución deberá considerar la especialización a que hace referencia el inciso segundo del artículo 61, en relación a los antecedentes, experiencia y especialización de los abogados nombrados.".


La Comisión, tomando en cuenta el criterio adoptado a propósito del numeral 1), letra b), del proyecto de ley, en orden a otorgar mayor autonomía a cada Corte de Apelaciones para la determinación del procedimiento e integración de las salas especializadas, rechazó este numero 4) del artículo 1, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Larraín y Viera-Gallo.


Este acuerdo se adoptó en virtud de lo establecido por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Artículo segundo

 
 Sustituye, en el número 2) del artículo 8º de la ley N° 18.101, de 1982, que fija normas especiales sobre arrendamiento de predios urbanos, la palabra “demandado” por “arrendatario”, agregándose luego del punto y coma (;), que se reemplaza por una coma (,) la siguiente frase: “salvo que haya hecho abandono de él;”.


El abogado Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, explicó que este artículo tiene por objetivo establecer como presunción, en caso de notificación por el artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, que el domicilio del demandado corresponde al inmueble arrendado, precaviendo así eventuales irregularidades que pudieren ocasionarse en aquellos casos en que siendo la demanda interpuesta por el arrendador, se presuma de pleno derecho, sin posibilidad de prueba en contrario, que el inmueble arrendado ocupado por el arrendatario, corresponda al domicilio del arrendador. Añadió que, además se propone agregar la condición de que opere tal presunción sólo en la medida que el arrendatario no haya hecho abandono del inmueble.


El Honorable Senador señor Espina expresó su preocupación para el caso de que el arrendatario ocupante del inmueble arrendado se fugue dejando allí sus pertenencias, situación en que el arrendador no sabrá dónde notificarle la demanda de restitución de la propiedad, tornando imposible la recuperación de su inmueble. Propuso modificar la redacción de esta norma, con el objetivo de evitar la situación recientemente expuesta.


La Comisión, considerando el argumento dado por su Presidente, acordó aprobar el reemplazo de la palabra “demandado” por “arrendatario” y rechazar la agregación de la frase final “salvo que haya hecho abandono de él”.


Lo anterior fue resuelto por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo.


Tal acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

Artículo tercero

 
 Introduce las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella: 



1) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 15, la frase “un año” por “dos años”.



2) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 16, la frase “un año” por “dos años”.



3) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 17, la frase “un año” por “dos años”.



4) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 26, la frase “un año” por “dos años”.


El abogado señor Francisco Maldonado, explicó que estas modificaciones tienen por objetivo ampliar los plazos de prescripción dispuestos en el decreto ley Nº 2.695, sobre regularización de la propiedad raíz, atendidas las graves consecuencias que el corto plazo actual produce en contra de propietarios con derechos inscritos a su favor.


La Comisión, fundándose en lo expuesto por el señor Maldonado, aprobó las enmiendas contenidas en el artículo 3° e introdujo, además, algunas adecuaciones de índole meramente formal, en virtud del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. 


Estas adecuaciones consisten, básicamente, en expresar en plural en contenido del inciso segundo del artículo 15 y en armonizar al nuevo plazo de dos años el texto del inciso segundo tanto del artículo 16 como del artículo 17.



Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

o o o


La indicación número 6 de S.E. el Presidente de la República, consulta como artículo primero transitorio, nuevo, el siguiente:



“Artículo primero transitorio.- El funcionamiento de las Cortes de Apelaciones en salas especializadas que se introduce en virtud de la presente ley, comenzará a regir a partir del mes de Marzo del año 2006.".


La Comisión, atendiendo a la decisión adoptada en orden a otorgar mayor flexibilidad y autonomía al Poder Judicial para adoptar las decisiones pertinentes para el funcionamiento de las salas especializadas, acordó rechazar la indicación número 6, de manera que cada Corte decida cuándo implementará esta nueva modalidad de trabajo.


Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo.

o o o 

Artículo transitorio

 
 Establece que la constitución de salas especializadas a que se refiere el artículo 61 del Código Orgánico de Tribunales que se modifica por esta ley, deberá considerar en las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel, especialización separada entre las materias del crimen sustanciadas conforme a las reglas del Código de Procedimiento Penal y las tramitadas conforme a las disposiciones del Código Procesal Penal.  Ellas deberán considerarse separadamente hasta que el volumen de las primeras lo haga necesario.”.



Atendiendo a los mismos argumentos dados para el rechazo de la indicación número 6), la Comisión acordó desechar este artículo transitorio, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo.


Esta resolución se adoptó en virtud de lo establecido por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

- - - - - -
MODIFICACIONES PROPUESTAS


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley acogido en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

Artículo primero

Número 1)

Letra a)


Sustituirla por la siguiente:



“a) Colócase un punto (.) a continuación de la expresión “tendrán tres ministros” y suprímese la parte restante del inciso.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado)(4x0)

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“Las Cortes de Apelaciones que funcionen en dos o más salas, podrán hacerlo divididas en salas especializadas. Corresponderá a cada Corte, mediante auto acordado dictado previa consulta a los órganos técnicos que estime necesario, establecer la forma de distribución de las materias. Las Cortes de Apelaciones determinarán el procedimiento de asignación de los ministros a cada sala. Será facultativo para el Presidente de la Corte integrar cualquiera de las salas que se hubieren formado, pudiendo hacerlo en consideración a las necesidades diarias de integración de cada una. Para todos los efectos se entenderá que al integrar la sala correspondiente, el Presidente lo hace en calidad de titular.



La especialización a que se refiere el inciso anterior podrá consistir en la destinación de alguna sala al conocimiento exclusivo de una determinada materia, al conocimiento preferente de una o más materias, a la designación de uno o más días de la semana para conocer de determinados asuntos, o a la combinación de dichas alternativas.” (Indicación número 1) (4x0)
ooo

Número 2), nuevo

            Agregar como tal, el siguiente:



“2) Introdúcense los siguientes artículos 101 a 101 ter, nuevos:


“Artículo 101. Existirá en la Corte Suprema una Dirección de Estudio y Análisis y una Dirección de Comunicaciones. 



Las Direcciones antes mencionadas contarán con, a lo menos, un director, dos profesionales y dos auxiliares.



Los Directores serán nombrados previo concurso público por el Tribunal Pleno, a propuesta en terna del Presidente de la Corte. Los demás integrantes serán nombrados por el Presidente de la Corte Suprema a propuesta en terna del Director, previo concurso público. 



Los postulantes a los cargos profesionales o de director deberán dar cumplimiento a los requisitos de ingreso generales al Poder Judicial establecidos en el artículo 295 del Código Orgánico de Tribunales, estar en posesión de un título universitario de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración en el área del derecho, la administración o las comunicaciones, según sea el caso, contar con a lo menos cinco años de ejercicio profesional y acreditar experiencia profesional relevante para el cargo. Les serán aplicables, asimismo, las prohibiciones establecidas en los artículos 316 y 317 del presente Código.



Artículo 101 bis. Corresponderá a la Dirección de Estudio y Análisis:



1. Realizar estudios destinados a proponer mejoras a la gestión jurisdiccional del Poder Judicial. Asimismo, actuando de manera conjunta con la Corporación Administrativa del Poder Judicial, intervendrá en la generación de políticas de desarrollo y perfeccionamiento de la función judicial;



2. Centralizar y canalizar toda la información de carácter jurisdiccional solicitada por cualquier autoridad o institución externa al Poder Judicial, en coordinación con la Corporación Administrativa del Poder Judicial;



3. Asesorar a los Ministros de la Corte Suprema en materias relacionadas con el estudio de asuntos propios del ejercicio de la actividad jurisdiccional en lo relativo a  la preparación de documentos especializados;



4. Establecer convenios para la realización de estudios e investigaciones con universidades, corporaciones, organismos internacionales y centros de investigación en general;



5. Generar y administrar un centro de documentación que recopile, procese, sistematice y distribuya la información jurídica documental requerida por los administradores de la justicia y usuarios del Poder Judicial;



6. Asesorar al tribunal pleno en la confección de los informes de proyectos de ley referidos a la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia y, en general, de todos aquéllos en que sea requerida su opinión;



7. Anualmente elaborar una propuesta de documento consolidado acerca de las dudas y dificultades ocurridas a las Cortes de Apelaciones del país, en la aplicación e interpretación de la ley, y



8. En general, evacuar los estudios y análisis estadísticos o jurídicos en materias referidas al funcionamiento y competencias propias del Poder Judicial. 



Artículo 101 ter. Corresponderá a la Dirección de Comunicaciones: 



1. Relacionarse con los medios de comunicación sirviendo de nexo entre ellos y el Poder Judicial;



2. Proponer al tribunal pleno e implementar una política de comunicaciones institucional;



3. Capacitar y asesorar a los miembros del escalafón primario del Poder Judicial respecto de los principales aspectos de la política de comunicaciones;



4. Elaborar, proponer y ejecutar estrategias de información a la comunidad relativas a las tareas propias del Poder Judicial;



5. Diseñar, implementar y mantener mecanismos de comunicación interna entre los distintos tribunales del país;



6. Recopilar, mantener registro y distribuir material publicado en relación con el Poder Judicial;



7. Organizar y apoyar el desarrollo de actividades protocolares en representación del Poder Judicial y del Presidente de la Corte Suprema, y



8. En general, evacuar informes y análisis respecto de procesos públicos que en el ámbito de la información o difusión aborden materias propias de la actividad de los Tribunales de Justicia, incluyendo encuestas de opinión.”.”. (Indicación número 4) (3x0)
ooo

Número 2)


Pasa a ser número 3), reemplazando la expresión “4)” por “4°”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado) (3x0)
Número 3)


Pasa a ser número 4), reemplazado por el siguiente:



“4) Introdúcese el siguiente artículo 102 bis:


“Artículo 102 bis. El Presidente de la Corte Suprema, con conocimiento y acuerdo del Pleno, remitirá un informe anual y consolidado al Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia, dando cuenta de las dudas, dificultades y vacíos a que se refiere el número 4° del artículo precedente. Dicho informe deberá ser considerado a los efectos de promover las reformas legislativas que sean necesarias para solucionarlos.”.”. (Indicación número 5) (3x0)
Número 4)


Rechazar este numeral. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado) (4x0)
Artículo segundo


Sustituirlo  por el siguiente:


“Artículo segundo.- Sustitúyese, en el número 2) del artículo 8º de la ley N° 18.101, la palabra “demandado” por “arrendatario”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado) (3x0)
Artículo tercero


Introducirle las siguientes modificaciones:

Número 1)



Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15, por el siguiente:


“Transcurridos dos años completos de posesión inscrita no interrumpida, contados desde la fecha de la inscripción, el interesado se hará dueño del inmueble por prescripción, la que no se suspenderá en caso alguno.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado) (3x0)
ooo

Número 3), nuevo:


Agregar como tal el siguiente:


“3) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 16, la frase “un año” por “dos años”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado)  (3x0)

ooo

Número 3)


Pasa a ser número 4), sin modificaciones. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado) (3x0)
ooo

Número 5), nuevo:

 
Agregar como tal el siguiente:


“5) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 17, la frase “un año” por “dos años”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado) (3x0)
ooo

Número 4)

 
Pasa a ser número 6), sin modificaciones. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado) (3x0)

Artículo transitorio


Suprimirlo. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado) (3x0)
- - - - -

TEXTO PROPUESTO AL SENADO


De aprobarse las modificaciones propuestas, el texto del proyecto de ley quedaría como sigue:

i. PROYECTO DE LEY:


“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1) Modifícase el artículo 61, en la siguiente forma:


a) Colócase un punto (.) a continuación de la expresión “tendrán tres ministros” y suprímese la parte restante del inciso.


b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“Las Cortes de Apelaciones que funcionen en dos o más salas, podrán hacerlo divididas en salas especializadas. Corresponderá a cada Corte, mediante auto acordado dictado previa consulta a los órganos técnicos que estime necesario, establecer la forma de distribución de las materias. Las Cortes de Apelaciones determinarán el procedimiento de asignación de los ministros a cada sala. Será facultativo para el Presidente de la Corte integrar cualquiera de las salas que se hubieren formado, pudiendo hacerlo en consideración a las necesidades diarias de integración de cada una. Para todos los efectos se entenderá que al integrar la sala correspondiente, el Presidente lo hace en calidad de titular.



La especialización a que se refiere el inciso anterior podrá consistir en la destinación de alguna sala al conocimiento exclusivo de una determinada materia, al conocimiento preferente de una o más materias, a la designación de uno o más días de la semana para conocer de determinados asuntos, o a la combinación de dichas alternativas.”


2) Introdúcense los siguientes artículos 101 a 101 ter, nuevos:


“Artículo 101. Existirá en la Corte Suprema una Dirección de Estudio y Análisis y una Dirección de Comunicaciones. 



Las Direcciones antes mencionadas contarán con, a lo menos, un director, dos profesionales y dos auxiliares.



Los Directores serán nombrados previo concurso público por el Tribunal Pleno, a propuesta en terna del Presidente de la Corte. Los demás integrantes serán nombrados por el Presidente de la Corte Suprema a propuesta en terna del Director, previo concurso público. 



Los postulantes a los cargos profesionales o de director deberán dar cumplimiento a los requisitos de ingreso generales al Poder Judicial establecidos en el artículo 295 del Código Orgánico de Tribunales, estar en posesión de un título universitario de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración en el área del derecho, la administración o las comunicaciones, según sea el caso, contar con a lo menos cinco años de ejercicio profesional y acreditar experiencia profesional relevante para el cargo. Les serán aplicables, asimismo, las prohibiciones establecidas en los artículos 316 y 317 del presente Código.



Artículo 101 bis. Corresponderá a la Dirección de Estudio y Análisis:



1. Realizar estudios destinados a proponer mejoras a la gestión jurisdiccional del Poder Judicial. Asimismo, actuando de manera conjunta con la Corporación Administrativa del Poder Judicial, intervendrá en la generación de políticas de desarrollo y perfeccionamiento de la función judicial;



2. Centralizar y canalizar toda la información de carácter jurisdiccional solicitada por cualquier autoridad o institución externa al Poder Judicial, en coordinación con la Corporación Administrativa del Poder Judicial;



3. Asesorar a los Ministros de la Corte Suprema en materias relacionadas con el estudio de asuntos propios del ejercicio de la actividad jurisdiccional en lo relativo a  la preparación de documentos especializados;



4. Establecer convenios para la realización de estudios e investigaciones con universidades, corporaciones, organismos internacionales y centros de investigación en general;



5. Generar y administrar un centro de documentación que recopile, procese, sistematice y distribuya la información jurídica documental requerida por los administradores de la justicia y usuarios del Poder Judicial;



6. Asesorar al tribunal pleno en la confección de los informes de proyectos de ley referidos a la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia y, en general, de todos aquéllos en que sea requerida su opinión;



7. Anualmente elaborar una propuesta de documento consolidado acerca de las dudas y dificultades ocurridas a las Cortes de Apelaciones del país, en la aplicación e interpretación de la ley, y



8. En general, evacuar los estudios y análisis estadísticos o jurídicos en materias referidas al funcionamiento y competencias propias del Poder Judicial. 



Artículo 101 ter. Corresponderá a la Dirección de Comunicaciones: 



1. Relacionarse con los medios de comunicación sirviendo de nexo entre ellos y el Poder Judicial;



2. Proponer al tribunal pleno e implementar una política de comunicaciones institucional;



3. Capacitar y asesorar a los miembros del escalafón primario del Poder Judicial respecto de los principales aspectos de la política de comunicaciones;



4. Elaborar, proponer y ejecutar estrategias de información a la comunidad relativas a las tareas propias del Poder Judicial;



5. Diseñar, implementar y mantener mecanismos de comunicación interna entre los distintos tribunales del país;



6. Recopilar, mantener registro y distribuir material publicado en relación con el Poder Judicial;



7. Organizar y apoyar el desarrollo de actividades protocolares en representación del Poder Judicial y del Presidente de la Corte Suprema, y



8. En general, evacuar informes y análisis respecto de procesos públicos que en el ámbito de la información o difusión aborden materias propias de la actividad de los Tribunales de Justicia, incluyendo encuestas de opinión.”.
 
3) En el número 4° del artículo 102, suprímese la frase “y de que se haya dado cuenta al Presidente de la República”.


4) Introdúcese el siguiente artículo 102 bis:


“Artículo 102 bis. El Presidente de la Corte Suprema, con conocimiento y acuerdo del Pleno, remitirá un informe anual y consolidado al Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia, dando cuenta de las dudas, dificultades y vacíos a que se refiere el número 4° del artículo precedente. Dicho informe deberá ser considerado a los efectos de promover las reformas legislativas que sean necesarias para solucionarlos.”.


Artículo segundo.- Sustitúyese, en el número 2) del artículo 8º de la ley N° 18.101, la palabra “demandado” por “arrendatario”.


Artículo tercero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.695, de 1979:


1) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15, por el siguiente:



“Transcurridos dos años completos de posesión inscrita no interrumpida, contados desde la fecha de la inscripción, el interesado se hará dueño del inmueble por prescripción, la que no se suspenderá en caso alguno.”.


2) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 16, la frase “un año” por “dos años”.


3) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 16, la frase “un año” por “dos años”.


4) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 17, la frase “un año” por “dos años”.


5) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 17, la frase “un año” por “dos años”.



6) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 26, la frase “un año” por “dos años”.”.

 - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 6 y 14 de septiembre de 2005, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Sergio Fernández Fernández (Marcos Aburto Ochoa), Hernán Larraín Fernández (Andrés Chadwick Piñera) y José Antonio Viera-Gallo Quesney.


Sala de la Comisión, a 16 de septiembre de 2005.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE AGRICULTURA ORGÁNICA

(3674-01)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros en general el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.


En sesión de Sala de fecha  9 de agosto del presente año, se dio cuenta del proyecto y se acordó que fuera informado por la Comisión de Agricultura y por la de Hacienda,  en su caso.


Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36, inciso final, del Reglamento de la Corporación.


A la sesión que vuestra Comisión destinó al análisis del proyecto en informe, asistieron, especialmente invitados, por el Ministerio de Agricultura, el Ministro, don Jaime Campos; el asesor, señor Pedro Correa y el Fiscal, señor Mario Caussade.  Por el Servicio Agrícola y Ganadero, SAG, el Director, señor Francisco Bahamonde; el abogado, señor Roberto Rojas y del Área de Agricultura Orgánica, el señor Gonzalo Narea.  De la Asociación de Agricultura Orgánica de Chile, AAOCH, el Presidente, señor José Antonio Benavente; el Vicepresidente, señor Daniel Raab; el Director, señor Patricio Parra y el Gerente, señor Juan Pablo Infante.


Se deja constancia que los invitados acompañaron sus exposiciones con documentos, los cuales se contienen en un Anexo que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Crear un Sistema Nacional de certificación de productos orgánicos agrícolas,  con participación voluntaria pero de cumplimiento obligatorio.

ANTECEDENTES


Para una adecuada exposición de la iniciativa en informe, se deben tener presente los siguientes antecedentes:

I.-  JURÍDICOS

a) Constitución Política de la República:

- Artículo 19 Nº 21, que garantiza el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen.

- Artículo 19 Nº 3, garantiza el principio de legalidad en materia penal.

- Artículo 19 Nº 20, inciso tercero, principio de la “universalidad tributaria”, los tributos que se recauden, cualquiera que sea su naturaleza, ingresarán al patrimonio de la Nación y no podrán estar afectos a un destino determinado


- Artículo 38, inciso segundo, establece el derecho que le asiste a cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de la municipalidades, de reclamar ante los tribunales que determine la ley.

- Artículo 60 Nº 18, son materias de ley las que fijen las bases de los procedimientos que rigen los actos de la administración pública.

- Artículo 62, inciso cuarto, Nº 2, corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República la determinación de atribuciones y funciones de los organismos del Estado.

b) Ley Nº 18.755, establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, deroga la ley Nº 16.640 y otras disposiciones legales.

II.- DE HECHO

a) El Mensaje con que se inicia este proyecto de ley hace presente que el desarrollo que ha tenido la agricultura orgánica en el contexto mundial, se ha debido al impacto negativo de los procesos productivos convencionales en el medio ambiente, a la toma de conciencia de los consumidores sobre el cuidado del medio ambiente y de los recursos naturales, así como al cambio en los hábitos alimenticios, que mueve a los consumidores a demandar alimentos inocuos y de buena calidad.

Informa que en la actualidad, la agricultura orgánica es practicada en más de 100 países y que la superficie bajo manejo orgánico alcanza a los 23 millones de hectáreas, concentrado, principalmente, en Australia con 10,5 millos de hectáreas;  Argentina con 3,2 millones de hectáreas, e Italia con 2,2 millones de hectáreas.

Precisa que la Unión Europea ha sido pionera en la regulación integral y sistémica de la agricultura orgánica y en el reconocimiento de sistemas de certificación de terceros países, al cual se pretende postular una vez implementado el sistema nacional que se regula en este proyecto de ley.

Agrega que los principales mercados de destino de nuestras exportaciones agropecuarias como Estados Unidos y Japón ya han aprobado normativas sobre la materia, motivo por el cual los productos que se exportan a dichos mercados deben cumplir con altos estándares de calidad.

Continúa el Mensaje, señalando que otras naciones latinoamericanas, como Argentina y Costa Rica han establecido sistemas nacionales de certificación, logrando ser reconocidos como terceros países en la Unión Europea.


Explica que nuestro país pretende ajustarse al mismo esquema, no tan solo respecto de la Unión Europea, sino que en los diversos mercados internacionales, así como en el mercado interno.

Indica que en Chile, la superficie dedicada a la producción orgánica alcanza a las 4.500 hectáreas de cultivo y más de 600.000 hectáreas de pradera y que en la mayoría de los países esta actividad se  ha estructurado principalmente sobre la base de pequeñas y medianas empresas agrícolas, que han desarrollado sus propias técnicas de producción y que ofrecen una amplia gama de productos.

Resalta que la exportación de productos orgánicos en Chile ha mostrado un crecimiento constante en los últimos años.  Es así como entre los años 1994 a 2000 aumentó desde 1 millón a 4 millones de dólares, y en cantidad creció desde 600.000 kilos a 1.800.000 kilos en el  mismo período.


Los principales mercados son Estados Unidos, 56,8%;  Europa,  34,7% y  Japón 7,7%.


Los productos exportados son hortalizas frescas, 39,7%; fruta fresca, 37,6% y productos procesados, 22,7%.

De esta manera, continúa el Mensaje, para nuestro país la agricultura orgánica representa una nueva opción productiva, inserta dentro del marco del programa de Desarrollo de la Agricultura Chilena período 2000-2010, en el área de Agricultura Limpia y de Calidad.  Esta área prioriza el buen manejo de los recursos naturales y el respeto por el medio ambiente, a nivel de un predio, una localidad y para el país en su conjunto, todo lo cual significa producir con un mayor criterio de sustentabilidad.

La agricultura orgánica aparece hoy en día como un enfoque interesante de reconversión productiva y desarrollo rural.  Contribuye a resolver en forma adecuada el requerimiento de seguridad alimentaria de pequeños productores y familias rurales, así como proveer a un grupo importante de la sociedad, tanto en cantidad como en calidad, tecnologías que contribuyen a la conservación y al mejoramiento de sus recursos.

Es por ello que con miras a estos mercados emergentes y considerando las ventajas comparativas de nuestro país y por estimarlo un aporte al desarrollo del área se ha presentado esta iniciativa legal.

A continuación, el Mensaje se refiere a las materias que regula el presente proyecto, a saber: sistema único de certificación;  participación voluntaria pero de cumplimiento obligatorio; entrega al reglamento los procedimientos de certificación;  sistema de certificación privada; fija las sanciones por la infracción de normas; entrega al Servicio Agrícola y Ganadero la fiscalización, y mantiene las atribuciones propias de los demás servicios competentes.

b) El Informe Financiero que acompaña al Mensaje de esta iniciativa legal, establece que los gastos asociados a estas actividades serán financiados con el presupuesto normal del Servicio Agrícola y Ganadero, más los ingresos que se perciban por las actividades relacionadas con el Registro de Empresas en el Sistema Nacional de Acreditación, Análisis y Evaluación de antecedentes y Auditorías.

c) El Oficio Nº 5761, de 3 de agosto de 2005, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica la aprobación del Proyecto de ley, por cien votos a favor, una abstención y ningún voto en contra.


Su contenido se desglosa en 11 artículos permanentes, estructurado en tres títulos.  El primero, norma el ámbito de aplicación de la ley; el segundo, el procedimiento y, el tercero, las sanciones.


Las modificaciones que introdujo la Honorable Cámara de Diputado al texto del Mensaje son las siguientes:


- En el artículo 3º, que establece la voluntariedad del sistema, determina que sólo quienes se adscriban al mismo podrán usar las expresiones “orgánico, ecológico o biológico”, la modificación consiste en agregar la expresión “tales como”, con el objeto de no limitar las expresiones con las que se puede denominar a los productos orgánicos.


- En el artículo 5º, que exonera Estado responsabilidad pecuniaria por causa de una certificación realizada en conformidad con esta ley, se agregó, siempre que la entidad certificadora cumpla todos los requisitos exigidos para su inscripción en el registro.


- Artículo 6º,  establece un plazo de 90 días para dictar el reglamento, desde la publicación de esta ley.


- El artículo 10, rebaja de 25 a 5 UTM, el mínimo de la multa aplicable, manteniendo el tope de 500 UTM, y agrega, la infracción de “comercializar”.


- Suprime el artículo 10, que obligaba al SAG a llevar un registro de todos los insumos utilizados en los procesos de producción y elaboración de productos orgánicos.  Al respecto, se fundamentó que era innecesaria, por cuanto el Servicio no puede garantizar que, efectivamente, los insumos incluidos en el registro sean apropiados para la agricultura orgánica.


- En el artículo 11, eleva de 100 a 500 UTM el máximo de multa a cobrar a los certificadores que incurran en algunas de las conductas que señala.  Asimismo, traslada la letra b), referida a quienes ejercen actividades de certificador sin estar habilitados para ello, o bien, que utilicen indebidamente el sello oficial, al artículo 12, que sanciona a las entidades certificadoras.

DISCUSIÓN EN GENERAL


El señor Ministro de Agricultura, don Jaime Campos destacó como aspectos principales del proyecto, el establecimiento de un sistema nacional de certificación, la voluntariedad de la participación y la promoción de la certificación privada, con garantía del SAG, por su prestigio internacional.


Informó que la Unión Europea ha avanzado en la regulación integral y sistémica de la agricultura orgánica, particularmente, en lo que se refiere al reconocimiento de sistemas de certificación de terceros países, al cual Chile pretende postular una vez que se implemente el sistema nacional que se propone mediante este proyecto.


Hizo presente la urgencia de aprobar este proyecto en el 2005, ya que es el plazo que Chile tiene para solicitar su reconocimiento como tercer país ante la Unión Europea, de lo contrario, agregó, los productos orgánicos no se podrán exportar.

Por su parte, el Director del Servicio Agrícola Ganadero, señor Francisco Bahamonde, reiteró la importancia de la iniciativa legal y  precisó  su contenido.

En primer lugar, señaló, el establecimiento de un sistema nacional de certificación de productos orgánicos agrícolas, evita la multiplicidad de normativas, basadas en estándares internacionales que perjudiquen la credibilidad de nuestros productos, asimismo, agregó favorece la supervisión y respaldo de la autoridad. 

En segundo lugar, consagra un principio característico de esta ley, cual es la voluntariedad para someterse al sistema, ya que, argumentó, no se quiere imponer a aquellos que no deseen certificarse como tales.

El sistema que se propone tanto para el mercado interno como el externo, concentra la supervisión en un solo organismo que es el Servicio Agrícola y Ganadero.  Una vez ingresado al sistema, las normas y estándares pasan a ser obligatorias para obtener la certificación.

Indicó que se hacen sinónimos las expresiones:  “productos orgánicos”, “ecológicos” o “biológicos” que pueden ser usadas por quienes cumplan las normas de la agricultura orgánica.

Destacó también la exigencia del uso de un sello oficial, distintivo único que caracterice la producción orgánica del país.

En tercer lugar, entrega a un Reglamento los aspectos procedimentales y operativos de la ley y la dictación de normas técnicas obligatorias que serán obligatorias para quienes participen en el sistema.

En cuarto lugar, establece como principio la certificación privada, mediante entidades debidamente acreditadas y registradas ante el Servicio Agrícola y Ganadero.  Al mismo Servicio se le entrega la función de reconocer sistemas nacionales equivalentes.

Asimismo, faculta al Servicio fiscalizador  para aplicar tarifas tanto por la inscripción en el registro como por el uso del sello.

En quinto lugar, explicó, se establecen sanciones para aquellos que por una parte, infringen las normas de la producción orgánica, como a aquellos certificadores que actúen de mala fe o negligentemente.

En sexto lugar, entrega al Servicio Agrícola Ganadero la atribución de fiscalizar el sistema, así como la aplicación de su propio sistema sancionatorio general, de conformidad con la ley Nº 18.755.  Agregó que también se le encarga al Servicio la administración y el control del sello oficial, el que puede encomendar a terceros.

Finalmente, se respetan las funciones propias de los demás servicios públicos y las obligaciones que deben cumplir todos aquellos que elaboren productos del agro, en especial, las obligaciones que dicen relación con los servicios de salud.


Por su parte, don José Antonio Benavente, Presidente de la Agrupación de Agricultura Orgánica de Chile, agradeció la oportunidad  que tuvo la entidad que representa en la formulación del proyecto y destacó la importancia del mismo, argumentando que su aprobación les permitirá insertarse en el mercado mundial y competir en igualdad de condiciones con los demás países americanos que ya cuentan con una regulación legal, como son Brasil, Argentina y Costa Rica.

Informó que actualmente, Chile exporta más de 30 productos orgánicos: manzanas, kiwis, congelados, pulpas de fruta, aceite de oliva, hierbas y vinos, entre otros.  En cinco años, las exportaciones de productos orgánicos chilenos se han incrementado 2,5 veces, y se espera que éstas sigan en aumento, debido a que existen numerosas hectáreas que aún se encuentran en transición.  Los principales mercados de destino de estos productos orgánicos son Estados Unidos 50%; Europa 40%, Japón y otros 10%.





Subrayó que la agricultura orgánica constituye una nueva oportunidad de exportación, trabajo y una fuente de ingresos de divisas para nuestro país.

Ha quedado demostrado, puntualizó, que la producción orgánica ya no es una tendencia en Chile, sino un complemento con la producción y la comercialización. Del mismo modo, agregó, los acuerdos internacionales pueden facilitar el ingreso de productos orgánicos a mercados como Europa, Estados Unidos y Lejano Oriente.

Destacó la importancia de contar con una estructura legal eficiente que permitirá favorecer la inserción de los pequeños productores, los cuales tienen un difícil acceso por los altos costos que ello implica.  Informó que según el catastro que lleva INDAP, existen 650 productores orgánicos que no están certificados, es decir, sin la posibilidad de comercializar sus productos, por lo que este proyecto representa una buena alternativa para ese sector de la agricultura.

Del mismo modo, expresó, esta nueva Ley Orgánica permitirá un mejor control sobre los productos, y dará una mayor confianza para los importadores, lo que, a su vez, generará un crecimiento en las exportación.

Finalmente, reiteró la urgencia por la aprobación de la iniciativa, por cuanto, después de diciembre de 2005, la Unión Europea no reconocerá a las certificadoras que no estén acreditadas por el país respectivo.


Por su parte, los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión coincidieron en la importancia y trascendencia que tiene para nuestro país este proyecto, sobre todo para el pequeño y mediano agricultor,  si se considera que es una actividad con un enorme potencial de desarrollo y que es, precisamente, ese sector productivo el que puede resultar más beneficiado.

Por esa razón y conscientes, además, de la necesidad de contar con un instrumento que haga posible la certificación y que, por lo tanto, facilite el acceso a estos mercados, concordaron en legislar a fin de establecer un sistema nacional de certificación de productos orgánicos que sea reconocido internacionalmente y que permita que estos productos puedan ser exportados.  Teniendo presente, también, que en el mes de diciembre de este año vence la autorización que tienen las empresas certificadoras externas europeas y americanas, para la exportación de estos productos desde Chile, contenida en los Tratados de Libre Comercio firmados con Estados Unidos y Europa.





En mérito a lo expuesto, los miembros presentes de vuestra Comisión estuvieron de acuerdo en aprobar en general el proyecto.  Precisaron, sin embargo, que existen algunas aprensiones de índole constitucional que será necesario dilucidar, durante el segundo informe reglamentario, mediante las indicaciones que tanto el Ejecutivo como los señores parlamentarios pudieran presentar. 


En particular, aquéllas inciden en las materias contenidas en los siguientes artículos:

a) El artículo 5º, que exime de responsabilidad pecuniaria al Estado.  Sobre el particular, se estimó que dicha norma era innecesaria, toda vez que el artículo 38, inciso segundo, de la Constitución Política dispone que cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño.

b) El artículo 6º que remite al reglamento los procedimientos, requisitos y protocolo para la adscripción al Sistema Nacional de Certificación de productos orgánicos.  Al respecto, se tuvo presente que la Constitución Política en su artículo 60 Nº 18, dispone que son materias de ley las que fijen las bases de los procedimientos que rigen los actos de la administración pública, y

c) El artículo 9º que faculta al Servicio Agrícola y Ganadero para cobrar tarifas por concepto de inscripción en el registro de certificadores y por el uso del sello oficial.  Estas tarifas se determinarán en la forma prescrita en la letra ñ) del artículo 7º de la ley Nº 18.755.  Dicha disposición se relaciona con el artículo 19 Nº 20, que establece que los cobros que realiza el Estado por concepto de tributo, no podrán estar afectos a un destino determinado.   Sobre el particular, cabe tener presente que el artículo 13, letra f), de la Ley Orgánica del SAG, dispone que su patrimonio está formado por “el producto de las tarifas que perciben por los cobros de fiscalización o inspección y otros ingresos que perciba en el cumplimiento de sus funciones”.

Al respecto, el señor Ministro explicó que no existe problema de constitucionalidad y que legalmente están autorizados para cobrar por esos conceptos.  Éstos, se encuentran contempladas en la respectiva Ley de Presupuestos, que considera los gastos operativos del Servicio, los cuales se cubren con el cobro de las tarifas autorizadas en dicha ley.  Informó que en el caso de recaudar una cifra mayor al asignado por la ley, el Servicio debe pedir autorización al Ministerio de Hacienda para que, vía modificación presupuestaria, se le autorice una mayor gasto, de lo contrario, agregó, si no se autoriza, el excedente pasa al Tesoro Público, y no al presupuesto del SAG.

- - -


- En virtud de los antecedentes entregados y de las consideraciones expuestas precedentemente, vuestra Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presente Honorables Senadores señores Cariola (Presidente), Coloma y Naranjo, aprobar en general la iniciativa en estudio.

- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Agricultura recomienda aprobar, en general, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, cuyo tenor es el que sigue:

“PROYECTO DE LEY

TÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY


Artículo 1º.-  Esta ley regula el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas, en adelante el Sistema.


El objeto del Sistema es asegurar y certificar que los productos orgánicos sean producidos, elaborados, envasados y manejados de acuerdo con las normas de esta ley y su reglamento.


Artículo 2º.-  Para los efectos de esta ley, se entiende por “productos orgánicos agrícolas” aquellos provenientes de sistemas holísticos de gestión de la producción en el ámbito agrícola, pecuario o forestal, que fomenta y mejora la salud del agroecosistema y, en particular, la biodiversidad, los ciclos biológicos y la actividad biológica del suelo.


La certificación de productos orgánicos agrícolas se regirá exclusivamente por las disposiciones establecidas en este cuerpo legal y su normativa complementaria.


Artículo 3º.-  El Sistema será de adscripción voluntaria para todos aquellos que participen, en cualquier forma, en el mercado interno y externo de productos orgánicos.  Sin embargo, sólo los productores, elaboradores y demás participantes en el mercado que se hayan adscrito formalmente al Sistema y cumplan con sus normas podrán usar, en la rotulación, identificación o denominación de los productos que manejan, las expresiones “productos orgánicos” o sus equivalentes, tales como “productos ecológicos” o “productos biológicos” y utilizar el sello oficial que exprese esa calidad.


Artículo 4º.-  El Servicio Agrícola y Ganadero será la autoridad competente encargada de fiscalizar el cumplimiento de esta ley y su normativa complementaria, y de sancionar las infracciones señaladas en los artículos 10 y 11, de acuerdo con el procedimiento de sanción y reclamación contenido en el Párrafo IV, del Título I de la ley N° 18.755.


Asimismo, le corresponderá al Servicio Agrícola y Ganadero administrar y controlar el uso del sello oficial distintivo de productos orgánicos agrícolas, pudiendo encomendar la aplicación del mismo a entidades certificadoras inscritas en su registro.


Las atribuciones que esta ley le otorga al Servicio Agrícola y Ganadero serán ejercidas por dicho organismo, sin perjuicio de aquellas que les correspondan a otros organismos públicos.


Artículo 5º.-  En ningún caso, la responsabilidad que pueda emanar de una certificación realizada en conformidad con esta ley comprometerá la responsabilidad pecuniaria del Estado, siempre que la entidad certificadora cumpla todos los requisitos exigidos para su inscripción en el registro de certificadores.

TÍTULO II

DEL PROCEDIMIENTO


Artículo 6º.-  Los procedimientos, requisitos y protocolos para la adscripción al Sistema de los distintos intervinientes y para la ejecución de las diferentes fases de operación del mismo, se establecerán en un reglamento que se dictará al efecto y, en su caso, mediante normas técnicas.  El reglamento y las normas técnicas referidas precedentemente serán aprobadas y oficializadas, respectivamente, mediante decretos del Ministerio de Agricultura, los que, en consecuencia, tendrán el carácter de obligatorios.


Dicho reglamento deberá dictarse dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley.


Artículo 7º.-  La certificación de los productos que cumplan con las normas a que se refiere esta ley, para ser considerados como productos orgánicos agrícolas, deberán efectuarla entidades acreditadas en certificación de productos.  Dicha certificación se hará de acuerdo con normas internacionales o con normas técnicas chilenas equivalentes, inscritas en el registro que para tal efecto llevará el Servicio Agrícola y Ganadero.


Asimismo, dicho Servicio podrá reconocer, respecto de productos importados, la certificación efectuada de acuerdo con sistemas nacionales de certificación de productos orgánicos de terceros países.



El reglamento establecerá la forma de acreditar el cumplimiento del requisito señalado en el inciso primero y las exigencias que deberá cumplir el personal de dichas entidades para llevar a cabo la certificación.



Artículo 8º.-  La certificación que se establece en el artículo precedente no obstará a las facultades, atribuciones, funciones y responsabilidades que corresponden al Servicio Agrícola y Ganadero, conforme a su ley orgánica y a esta ley.


Artículo 9º.- Por la inscripción en el registro de certificadores y por el uso del sello oficial distintivo de productos orgánicos agrícolas autorizado, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4°, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá cobrar tarifas, las que se determinarán en la forma señalada en la letra ñ) del artículo 7° de la ley N° 18.755.

TÍTULO III

DE LAS SANCIONES


Artículo 10.-  Constituyen infracciones, susceptibles de ser sancionadas con multas a beneficio fiscal de 5 a 500 unidades tributarias mensuales, las siguientes conductas:



a) Rotular, identificar, comercializar o denominar un producto como orgánico o su equivalente, con infracción de esta ley y su normativa complementaria, y las de quienes, por cualquier medio de publicidad con fines comerciales, usaren indebidamente las expresiones indicadas en el artículo 2º.



b) Incumplir las normas del Sistema que puedan dar origen a fraudes en la producción y comercialización de productos orgánicos.



c) Hacer uso de envases o embalajes que lleven las expresiones “producto orgánico” o sus equivalentes, en productos que no cumplan con tal condición.


Artículo 11.-  Se sancionará con la medida de suspensión de diez a noventa días en el ejercicio de su función de certificación y con multas de 25 a 500 unidades tributarias mensuales, a los certificadores que incurran en alguna de las siguientes conductas:


a) Emitir informes o certificados respecto de productos que no hayan sido inspeccionados.


b) No cumplir o cumplir inadecuadamente los procedimientos y protocolos sobre controles e inspecciones de los productos objeto de control.


c) Incurrir en cualquier acción u omisión que induzca a error en cuanto a la condición de producto orgánico certificado.



d) Ocultar o negar la información requerida por el Servicio en un proceso de auditoría o de control.


En la misma sanción incurrirá quien ejerza actividades de certificador de productos orgánicos sin estar habilitado oficialmente para ello o utilice indebidamente el sello oficial de producto orgánico certificado.


En caso de reincidencia, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá cancelar la inscripción de un certificador acreditado.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 14 de septiembre de 2005, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Marco Cariola Barroilhet, Juan Antonio Coloma Correa y Jaime Naranjo Ortiz.


Sala de la Comisión, a 28 de septiembre de 2005.





(Fdo.):XIMENA BELMAR STEGMANN





           

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE RESTABLECE BONIFICACIÓN FISCAL PARA ENFERMEDADES CATASTRÓFICAS ESTABLECIDAS EN LA LEY Nº 19.779

(3960-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para cuyo despacho se ha hecho presente urgencia en el carácter de “suma”.

- - -


Se hace presente que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


Asimismo, se advierte que, de conformidad al acuerdo de la Sala en relación a su tramitación, el proyecto debe ser informado, en su oportunidad, por la Comisión de Hacienda, dada su incidencia en materia presupuestaria del Estado.

- - -


A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley, asistió, además de sus integrantes, el señor Ministro de Salud, don Pedro García, 


También concurrió, especialmente invitado, el señor Asesor Jurídico del Ministerio de Salud, don Eduardo Díaz.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, restablecer el régimen de bonificaciones fiscales para la importación de medicamentos, destinados al tratamiento de enfermedades calificadas como catastróficas, establecidos en los artículos 1° a 3° transitorios de la ley N° 19.779, cuya cobertura es equivalente al monto de los derechos e impuestos correspondientes al pago por importación de medicamentos utilizados en las enfermedades catastróficas, que enumera el decreto supremo N° 310, del año 2003, de los Ministerios de Salud y de Hacienda, cuyo vencimiento se produjo el 31 de diciembre de 2004, y que beneficia a las personas que padecen alguna de estas enfermedades y que cumplen con los requisitos que al respecto se establecen.


Ampliar el plazo hasta el año 2006, para impetrar la bonificación fiscal para las personas que padecen alguna de las enfermedades catastróficas y que presenten insolvencia económica en relación al costo de sus tratamientos, que no tengan acceso a ellos de acuerdo con sus planes de salud y cuya importación se efectué a través de instituciones sin fines de lucro y cuyos costos superen el 5% de sus ingresos.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


No tiene.

- - -

ANTECEDENTES


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

-- El artículo 19, número 9º, de la Constitución Política de la República, relativo a la protección de la salud.


La citada disposición constitucional asegura a todas las personas el derecho a la protección de la salud.


-- La ley Nº 19.779, que establece normas relativas al virus de inmuno deficiencia humana y crea bonificación fiscal para enfermedades catastróficas, en especial los artículos 1° a 3° transitorios.


El artículo 1º transitorio dispone que, a contar de la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el inciso cuarto y hasta el 31 de diciembre del año 2004, las personas que reúnan los requisitos que más adelante se señalan podrán solicitar una bonificación fiscal. Dicha bonificación será equivalente hasta el monto de los derechos e impuestos que se hubieran pagado por la importación de los medicamentos de alto costo utilizados en el tratamiento específico del síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA) determinados mediante decreto supremo del Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda.


Podrán impetrar el beneficio establecido en este artículo, las personas que reúnan los siguientes requisitos:


a) que padezcan de VIH - SIDA y para cuyo tratamiento los medicamentos determinados sean indispensables y ajustados en las dosis.


Lo anterior se acreditará mediante certificado emitido por un médico especialista, sin perjuicio de los informes y verificaciones adicionales que se dispongan en el reglamento;


b) que acrediten insolvencia económica en relación con el costo del tratamiento;


c) que no tengan acceso a los referidos medicamentos a través de los planes de salud públicos o del régimen de salud al que se encuentren afiliadas, y


d) que efectúen la importación a través de instituciones sin fines de lucro que se acrediten y registren ante el Ministerio de Salud y sus organismos competentes, quienes las representarán con las más amplias facultades conforme a lo que establezca el reglamento. La importación podrá ser considerada de despacho especial según lo determine el Servicio Nacional de Aduanas.


El beneficio podrá solicitarse respecto de los medicamentos determinados que se importen y sean prescritos a las personas beneficiarias a contar de la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el inciso siguiente y su concesión sólo procederá hasta por el monto de recursos para su pago que se considere en el presupuesto correspondiente a la anualidad respectiva, debiendo darse prioridad a las personas de menores ingresos.


Un reglamento del Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda, fijará los requisitos de constitución, objeto, finalidad, especialidad y demás que se estimen necesarios, que deberán reunir las instituciones señaladas en la letra d) anterior para su acreditación y registro y establecerá el modo de impetrar el beneficio, la documentación exigible, los criterios de prioridad en su otorgamiento, los procedimientos de concesión, pago y fiscalización de su uso y toda otra norma necesaria para la cabal aplicación de este artículo.


Con todo, la acreditación y registro de las referidas instituciones serán dispuestos mediante resolución conjunta de los Ministerios de Salud y de Hacienda.


Los montos que perciban las personas por aplicación de este artículo no constituirán renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán tributables ni estarán afectos a descuento alguno.


Las instituciones acreditadas y registradas para representar a los beneficiarios serán excluidas de su reconocimiento como tales, por el solo ministerio de la ley, cuando se compruebe que hubieren incurrido en contravención a este artículo y a la normativa legal y reglamentaria aplicable sobre la materia, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal, tributaria o aduanera de los representantes de dichas entidades, del beneficiario de la bonificación y de las demás personas involucradas y de la obligación de restituir las sumas indebidamente percibidas.


Por su parte, el artículo 2° transitorio dispone que las personas que padezcan de las enfermedades catastróficas determinadas por reglamento del Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda, podrán impetrar en idénticas condiciones, el mismo beneficio señalado en el artículo 1° transitorio, para lo cual se aplicarán todas las disposiciones contempladas en dicho precepto.


Para los efectos señalados en el inciso anterior, se entenderá por enfermedades catastróficas aquéllas con riesgo inminente de muerte y aquéllas incurables y con dicho riesgo.


Finalmente, el artículo 3º transitorio dispone que el beneficio que se establece en los artículos anteriores será de cargo fiscal y se financiará con los recursos que se indica.


- El decreto Nº 310, de los Ministerios de Salud y de Hacienda, de 2003, reglamento de la ley N° 19.799.


B.- ANTECEDENTES DE HECHO

En el Mensaje, Su Excelencia el Presidente de la República señala que el proyecto propone reestablecer el régimen de bonificaciones fiscales para la importación de medicamentos, destinados al tratamiento de enfermedades calificadas como catastróficas, establecidos en los artículos 1° a 3° transitorios de la ley N° 19.779.


En efecto, la ley N° 19.779 estableció una bonificación fiscal ascendente al monto de los derechos e impuestos que se hubieran pagado por la importación de los medicamentos de alto costo utilizados en el tratamiento específico de las enfermedades catastróficas, en consideración a que los mismos tienen en el mercado nacional un costo que los pacientes que sufren de este tipo de patologías y su núcleo familiar no son capaces de solventar o bien, en caso de adquirirlos, sus ingresos no permiten satisfacer el resto de sus demás necesidades básicas.


Agrega que lo anteriormente señalado adquiere especial relevancia dado que dichos tratamientos suelen prolongarse en el tiempo, generando costos que escapan enteramente al alcance de los presupuestos de la mayoría de las familias del país.


Dado que la ley señalada dispuso como fecha de término del beneficio el 31 de diciembre de 2004, las personas que padecen dichas enfermedades han reiterado la necesidad de mantener un mayor tiempo dicho beneficio. 


Para lo anterior, se recibió la opinión de agrupaciones que reúnen a dichos pacientes, quienes manifiestan la urgente necesidad de mantener esos beneficios, y además luego de realizar los análisis y consideraciones técnicas y jurídicas pertinentes, al Gobierno le asiste la convicción de que es necesario impulsar las modificaciones legales que propone.


Las cuestiones sobre las cuales se propone legislar tienen por objeto, en lo fundamental, mantener el régimen que la citada ley Nº 19.779 había establecido para cierto tipo de patologías.



Conforme a lo anteriormente expuesto, el Mensaje propone lo siguiente:


a) Restablecer la vigencia del beneficio hasta el 31 de diciembre de 2006. 


b) Establecer que el gasto que ello irrogue durante el año 2005 será solventado mediante reasignaciones en el Presupuesto de la Subsecretaría de Salud Pública.


c) Destinar para el año 2006 la suma de 800.000 miles de pesos, con cargo al aporte fiscal que se incluirá en el presupuesto de dicha Subsecretaría.


d) Precisar que tanto las menciones “decreto supremo” como “reglamento” formuladas en la ley N° 19.779, deben entenderse efectuadas al decreto supremo N° 310, del año 2003, de los Ministerios de Salud y de Hacienda.


e) Hacer aplicable el beneficio a todas aquellas personas que cumpliendo con los requisitos que establece la citada ley y su reglamento, hayan impetrado la bonificación entre el 1° de enero del año 2005 y la fecha de publicación de esta ley.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


En discusión, el señor Ministro de Salud señaló que el beneficio que se propone restablecer en virtud del presente proyecto de ley, fue muy beneficioso para un gran número de personas y que, en ese entendido, el Gobierno ha estimado necesario reponerlo, dado que se extinguió a fines del año pasado.


Añadió que el interés de su Ministerio es que el proyecto sea aprobado a la brevedad posible por el Congreso Nacional, para que beneficie a las personas a las cuales está dirigido, por medio de las organizaciones que están agrupadas para su asistencia y que hacen uso de los fondos para la bonificación.



También resaltó la necesidad de que los beneficios sean utilizados más ampliamente por las personas y anunció que, para ello, harán esfuerzos por difundir esta bonificación fiscal. 


El señor Presidente de la Comisión celebró que el beneficio sea otorgado con efecto retroactivo, en los términos en que lo contempla el proyecto.  Sin embargo, manifestó su preocupación respecto a que el restablecimiento del mismo sea sólo por dos años. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que el proyecto representa una ayuda para los pacientes que deben pagar un alto costo por los medicamentos, lo que dificulta su adquisición, y, muchas veces, los lleva a perder la continuidad de sus tratamientos, con lo que ello significa para su calidad de vida.


Asimismo, señaló que otro elemento a considerar para mantener este beneficio es que los tratamientos para enfermedades catastróficas suelen alargarse en el tiempo y que, generalmente, se extienden de por vida, generando gastos que escapan enteramente de los presupuestos de una familia, lo que dificulta aún más la situación de quienes dependen de ellos.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señor Viera-Gallo (Presidente), señora Matthei y señores Naranjo y Ruiz-Esquide. (4x0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que la Comisión de Salud os propone aprobar en general, que corresponde al despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo tenor es el siguiente:


PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 19.779, en los siguientes términos:


1) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 1° transitorio, el guarismo “2004”  por  “2006”.


2) Incorpórase el siguiente inciso segundo en el artículo 3° transitorio:


“El gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2005 se financiará mediante reasignaciones en el presupuesto de la Subsecretaría de Salud Pública. Durante el año 2006, se destinarán al otorgamiento de bonificaciones $ 800.000.000 con cargo al aporte fiscal que se incluirá en el presupuesto de la Subsecretaría de Salud Pública.”.


Artículo 2°.- Cada vez que los artículos 1° y 2° transitorios de la ley N° 19.779 se refieran al “decreto supremo” o al “reglamento”, se entenderá que se refieren al decreto supremo N° 310, de 2002, de los Ministerios de Salud y de Hacienda, publicado en el Diario Oficial del 17 de abril de 2003, y a sus modificaciones.


Artículo 3°.- Todas aquellas bonificaciones que hayan sido solicitadas al amparo de los artículos transitorios de la ley N° 19.779, desde el 1 de enero de 2005 hasta la fecha de publicación de esta ley, se entenderán comprendidas por aquélla y tendrán derecho al beneficio siempre que se haya cumplido a su respecto cada uno de los requisitos establecidos en los citados artículos transitorios y en su reglamento.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el 14 de septiembre de 2005, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Viera-Gallo (Presidente), señora Matthei y señores Naranjo y Ruiz-Esquide.


Sala de la Comisión, a 3 de octubre de 2005.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,

Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ÁVILA CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LOS CÓDIGOS CIVIL Y PENAL EN MATERIA DE JUEGOS DE AZAR

(3996-07)

Honorable Senado:


Sometemos a vuestra consideración el presente proyecto de ley que busca especificar la calidad jurídica en la que se encuentra el uso de las máquinas de apuestas de monedas y la interpretación que hace de éstas y otros juegos de azar físicos, eléctricos y electrónicos nuestra legislación.


En la actualidad, miles de pequeños dueños de negocios en las distintas comunas del país han visto en la adquisición de estos aparatos una fuente de ingresos económicos mensuales complementarios al giro de su actividad. De hecho, se estima que en el país están funcionando más de 10 mil tragamonedas, especialmente en sectores populares.


Sin embargo, el Ministerio Público a través de las Fiscalías especializadas de Delitos Menores, Cuasidelitos y Faltas en las regiones del país, han comenzado a requisar estas máquinas ante las denuncias efectuadas por la Polla Chilena de Beneficencia y Lotería de Concepción argumentando que estos artefactos son claramente juegos de azar.


Al efecto, debemos recordar que el juego está regulado en nuestro Código Civil, en el Libro IV, Título XXXIII, Art. 2258, cuando menciona que los principales contratos aleatorios son, entre otros, el juego y la apuesta.


Por lo tanto, el Código Civil en su Art. 1441, al hablar de contrato oneroso, vuelva a corroborar que se llama contrato aleatorio cuando el equivalente consiste en una contingencia incierta de ganancia o pérdida.


De esta manera, tenemos que el juego es un contrato oneroso aleatorio, gravándose cada uno a beneficio del otro, con la peculiaridad que esta operación incierta denominada "juego" tiene como elemento crítico la suerte, el azar. De esta manera, el carácter aleatorio del contrato en tanto juego o apuesta, estriba en que las ventajas y las pérdidas dependen para cada uno de los jugadores de un acontecimiento incierto determinable por la suerte, el azar o la casualidad
.


Resumiendo, entonces, los juegos de azar en tanto contratos aleatorios están contenidos en el Código Civil en el Art. 1441 y cuando se hace referencia a los juegos de azar éste se encuentra definido en los Arts. 2259 - 2263 que considera como tales a aquellos en donde la habilidad física o el intelecto no tienen participación o se desconoce el resultado probable.


De todas formas, hay autores que han sostenido que a pesar de estas consideraciones legales, nuestro Código Civil no define lo que debe entenderse por juego y apuesta, contratos que tienen elementos afines que llaman al legislador y a quienes aplican la norma a confusión2

Sin embargo, frente al actuar de los tribunales de justicia, los abogados de los pequeños comerciantes que han visto requisadas sus máquinas tragamonedas sostienen la tesis que en las máquinas tragamonedas y otros juegos electrónicos similares requisados prima el intelecto y la habilidad, no siendo desconocido, entonces, el resultado probable. De hecho, para sostener su defensa, han apelado a la definición que realiza el Diccionario de la Real Academia quien ha definido los juegos de azar como "aquellos cuyos resultados no dependen de la habilidad, destreza o inteligencia de los jugadores, sino de la suerte, del acaso o en que se apuesta dinero sobre lances determinados".

Incluso, sostienen, que si el legislador ha estimado el juego como un peligro para la sociedad y con mira a restringir las externalidades que éste provoca, ha establecido que ellos son absolutamente nulos y los demás, a pesar de ser lícitos, no dan acción para exigir el cumplimento de la prestación convenida, y por excepción, en ciertos casos, dan lugar a acción y excepción -según lo establecen los Arts. 2259 al 2263 del Código Civil-, entonces, el juego de azar desde la normativa civil vigente no tiene nada de ilícito, sencillamente porque no existen al no estar autorizados por la ley. Por ende, manifiestan, ha sido el Código Penal quien debiera calificar la actividad del juego de azar y caracterizarla como delito. Sin embargo, la ley penal ha estado muy distante de darle al juego la calidad de delito y de castigar como delincuentes a quienes intervienen en ellos.


Finalmente, enarbolan el argumento que las máquinas que se encuentran en los negocios desde donde éstas han sido requisadas, ellas no son parte permanente del giro de los establecimientos y que, por lo tanto, no violarían los permisos ni las licencias comerciales ni tributarias con las cuales ellos en su calidad de comerciantes operan. Incluso, en las municipalidades cuando los comerciantes han consultado sobre eventuales impedimentos legales para incorporar a su giro estas entretenciones, se les ha comunicado que no hay ley en específico para estas máquinas.


Constatada esta realidad social y económica, lo que sucede es que dado el sistema de importaciones que nuestro país exhibe, es el libre mercado quien permite la internación de todo tipo de insumos, artefactos, materiales y utensilios a excepción de aquellos que expresamente la ley prohíbe. Y ha sido nuestra legislación la que no ha "sabido interpretar certeramente el status jurídico con el cual debe analizarse la operación y uso de éstas.


Por lo tanto, y en virtud de los argumentos esgrimidos, colocamos a vuestra consideración una interpretación para especificar la calidad jurídica con la que en nuestra legislación se encuentra el uso de las máquinas de apuestas de moneda y otros artefactos físico, eléctrico o electrónicos, proponiendo lo siguiente:

PROYECTO DE LEY
Artículo 1.- Modifícase el Código Civil en su Art. 1466, para eliminar la frase inicial hasta antes de la primera coma e insertar lo siguiente:


"Hay asimismo objeto ¡lícito en las deudas contraídas en juegos de azar y en todo juego físico, eléctrico o electrónico donde no prime manifiestamente la habilidad, destreza o inteligencia".

Artículo 2.- Modifícase el Código Penal para insertar como Art. 275bis, lo siguiente:


"Es juego de azar todo aquel acto cuyo resultado no depende de la habilidad, destreza o inteligencia de los jugadores, sino del acaso o de la suerte, o en que se apuesta dinero sobre lances determinados y que unos y otros, se practiquen en caminos públicos, calles, plazas, ferias, establecimientos de comercio u otros sitios semejantes de reunión e intercambio de especies


El dinero, los efectos puestos en juego, los instrumentos, objetos y útiles destinados para su funcionamiento caerán siempre en comiso.


Los que infringiesen esta norma, serán castigados con la pena de reclusión menor en su grado mínimo o multa de once a veinte sueldos vitales"

(Fdo.):NELSON AVILA CONTRERAS,

Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ÁVILA MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE QUE LOS COSTOS DE REVISIÓN, MANTENCIÓN, CALIBRACIÓN Y CERTIFICACIÓN DE MEDIDORES ELÉCTRICOS SERÁN DE CARGO DE LAS CONCESIONARIAS DEL SERVICIO DE DISTRIBUCIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA

(3997-03)

Honorable Senado


Sometemos a vuestra consideración el presente proyecto de ley que busca corregir el costo de la revisión y mantención de los medidores eléctricos haciendo responsables a las compañías concesionarias de servicio público de distribución de electricidad por el valor total en el que pueden incurrir.


Actualmente el D.F.L. 1 de 1982, que refundió la Ley General de Servicios Eléctricos de 1954, señala claramente en su Art. 82 que "es deber de todo concesionario de servicio público de cualquier naturaleza mantener las instalaciones en buen estado". Y como la inversión, generación, distribución y todo aquello que atañe al servicio eléctrico está entregado a privados a través de concesiones, el uso de la energía eléctrica en nuestro país, al ser un servicio público, debe ser para el Estado necesariamente una tarea en la que debe buscar garantizar principios mínimos de equidad, igualdad y condiciones de acceso y empleo para su uso.


Sin embargo, el Decreto 327 de 1998 que estableció el Reglamento de la Ley General de Servicios Eléctricos, en su Capítulo IV Arts. 125, 126 y 127, señala que el costo de revisión y mantención de los medidores eléctricos deberá ser asumido por las compañías concesionarias de servicio público de distribución de electricidad cuando los medidores sólo sean de su propiedad; en caso contrario, cuando la propiedad sea del usuario, el trabajo de revisión y mantención deberá ser costeado por el cliente, incluso, en aquellos casos donde la inspección no arrojase problemas sin haber incurrido la compañía concesionaria de servicio público de distribución eléctrica en gastos mayores que aquello para lo cual por ley está obligada: la mantención de las instalaciones eléctricas en buen estado (Art. 82, D.F.L. 1 de 1982).


La normativa expresa, además, que la revisión será planificada a través de un proceso denominado "Mantenimiento Programado", a cargo de la Superintendencia de Electricidad y Combustible (SEC) quien es la institución encargada de asegurar la periodicidad para el control y mantenimiento de medidores eléctricos.


De esta manera, y dando pleno cumplimiento a la normativa vigente, la Superintendencia a través del Oficio Circular N° 3574 emanado el pasado 26 de Julio del año en curso, procedió a dar total cumplimiento a la ley que estipula la obligación de que cada medidor de electricidad sea sometido a un mantenimiento cada cuatro años, a partir de un Plan de Mantenimiento que cada concesionaria eléctrica informe previamente a la SEC. Dicha labor debe ser efectuada por Organismos o Laboratorios de Certificación autorizados.


De esta manera, los antecedentes que hasta el instante han sido entregados por la autoridad, a través del oficio en comento por la SEC, apuntan a formalizar cada etapa del proceso de mantenimiento de medidores, de manera que el cliente esté oportunamente informado de la oportunidad, características y resultado de las tareas de preservación del medidor.


Sobre el particular, la SEC aclara que, cada cliente deberá recibir oportunamente de su compañía eléctrica el documento "Información al Cliente de la Mantención Programada". Este contiene toda la información relativa a! procedimiento, paso a paso. Este procedimiento establece las siguientes obligaciones:

· Que cada trabajo de mantenimiento sea identificado con un número de revisión único.

· Que la distribuidora eléctrica publique en su página web con al menos 30 días de anticipación cuáles serán los números de revisión que serán monitoreados, información 3 la cual el usuario pueda acceder con sólo ingresar el número de cliente que aparece en su factura.

· Que la compañía informe al cliente por escrito del procedimiento con al menos 30 días de anticipación y el rango de fechas en el que éste se efectuaría, comunicando el valor del servicio y las opciones de pago.

· El personal que efectúe el mantenimiento se debe identificar adecuadamente ante el cliente, presentando su credencial, e informar la actividad que va a realizar.

· Tras la verificación, el cliente deberá ser informado por escrito de las actividades efectivamente realizadas en el medidor, documento que sólo es una constancia del trabajo realizado. De acuerdo al Certificado de Actividades.

· Por último, los resultados técnicos del mantenimiento deberán ser informados por escrito al cliente. Además, deberán ser publicados en el sitio web de la concesionaria eléctrica, datos que pueden consultarse mediante e! número de revisión único o el número de cliente.


Sin embargo, a pesar del espíritu con el que ha operado la autoridad en la materia -dando pleno cumplimiento a la normativa vigente-, el proceso no ha estado exento de reparos por parte de los usuarios. El cobro al que están afectos por parte de quienes realizan la tarea de revisar y mantener en buen estado el medidor eléctrico, no ha tenido un claro sentido para los clientes de las distintas compañías concesionarias de servicio público de distribución de electricidad.


Porque, aún cuando el procedimiento para la acreditación, autorización y control de las entidades o instaladores inspectores que realizan la revisión y mantención de los medidores, en calidad de contratistas para las compañías concesionarias de servicio público de distribución de electricidad (según lo permite el Art. 125 del Decreto 327 de 1998 que establece el Reglamento de la Ley General de Servicios Eléctricos), es una responsabilidad y competencia de la Superintendencia quien hace efectiva su potestad mediante resoluciones fundadas de carácter general que permiten dar cumplimiento a la normativa vigente en el sector, lo cierto es que en los hechos no es coherente con lo dispuesto en la citada ley en su Art. 124 inciso II que establece que "la responsabilidad por la mantención de los medidores será de los concesionarios, independientemente de la titularidad del dominio sobre ellas".


Además, la ley actual no es clara e induce a confusión porque considera dos tipos de usuarios de medidores eléctricos (según el Decreto 197 del 2004, que fija Precios de Servicios no Consistentes en Suministros de Energía Asociados a la Distribución Eléctrica) a saber, por un lado, aquellos empalmes o medidores que son de propiedad del usuario y, por otro lado, aquellos que son arrendados por el usuario. En el caso de los usuarios dueños de medidores, por ejemplo, ellos están afectos al cobro que realice el organismo de certificación autorizado por la Superintendencia y en cumplimiento a lo mandatado por la compañía distribuidora para lo cual opera. Y este valor se hace efectivo sólo por revisar y verificar el normal funcionamiento del medidor, acto que no ocurre en los casos de usuarios que arriendan el medidor donde la normativa vigente establece que la instalación, servicios y mantención es de un costo económico que lo asume la compañía concesionaria de servicio público de distribución de electricidad.


Por lo anteriormente expuesto, y para evitar el cobro por la revisión y mantención de los empalmes o medidores eléctricos a los usuarios, independiente de la titularidad o arrendamiento de ellos, venimos en proponer lo siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1.- Modificación del Art. 127 del Decreto 327 de 1998 que estableció el Reglamento de la Ley General de Servicios Eléctricos, rectificando el inciso III que pasa a ser el siguiente nuevo:


"En los casos en que el empalme o el medidor sean de propiedad del usuario, el concesionario o la compañía distribuidora de energía eléctrica costeará íntegramente la revisión y mantención de los medidores eléctricos"

Artículo 2.- Modificación de la letra R del Decreto 197 del 2004, que fija Precios de Servicios no Consistentes en Suministros de Energía Asociados a la Distribución Eléctrica, rectificando el inciso VIII que pasa a ser el siguiente nuevo:


"El costo del servicio que incluye el costo de verificación, certificación del correcto funcionamiento y calibración del medidor del cliente, realizado por un Organismo o Laboratorio de Certificación Autorizados, será asumido íntegramente por el concesionario o la compañía distribuidora de energía eléctrica".

(Fdo.):NELSON ÁVILA CONTRERAS,

Senador.
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INFORME COMPLEMENTARIO DEL SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA,  QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.419, EN MATERIAS RELATIVAS A PUBLICIDAD Y CONSUMO DEL TABACO

(3825-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de presentaros su informe complementario del segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República y que se encuentra en primer trámite constitucional. 


El Senado, en sesión celebrada el día 14 de septiembre, acordó remitir los artículos 10, 11 y 12 del N° 7, que pasa a ser N° 9, del artículo 1° del proyecto de ley a la Comisión de Salud, referidos a los ambientes libres de humo de tabaco, para que emita un informe complementario de su segundo informe.


Cabe dejar constancia que Su Excelencia el señor Presidente de la República hizo presente urgencia para el despacho del proyecto que nos ocupa, en el carácter de “suma”.


A la sesión en que la Comisión trató este cometido asistió el señor Ministro de Salud, don Pedro García Aspillaga.


Asimismo, concurrieron, especialmente invitados, el señor Jefe de la Unidad de Tabaco del Ministerio de Salud, don Sergio Bello Silva, y el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Salud, don Sebastián Pavlovic Jeldres.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, este informe complementario reitera las constancias hechas presentes en su segundo informe. 


Con todo, la Comisión hace presente que, como se podrá apreciar oportunamente, todos los acuerdos adoptados en relación a los artículos remitidos para su estudio fueron adoptados por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor Viera-Gallo (Presidente), señora Matthei y señor Ruiz-Esquide, en virtud de lo dispuesto en inciso cuarto del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.


Asimismo, la Comisión, con la finalidad de resguardar la coherencia interna del proyecto, estimó necesario adecuar algunas de sus normas, en los términos que más adelante se indica, realizando las modificaciones pertinentes, en ejercicio de la facultad que le otorga el citado artículo 121 del Reglamento del Senado.

- - -

ii. DISCUSIÓN EN PARTICULAR


En sesión celebrada el día 3 de octubre del año en curso, vuestra Comisión de Salud, en cumplimiento de lo dispuesto por el Senado, reabrió el debate acerca de los artículos 10, 11 y 12 del N° 7, que pasa a ser N° 9, del artículo 1° del proyecto de ley aprobados por la Comisión de Salud durante la discusión particular.


Las referidas disposiciones, propuestas en el segundo informe, son del siguiente tenor:

ARTÍCULO 1°

N° 7

(Pasa a ser N° 9)


-- Reemplazarlo por el siguiente:


9) Sustitúyese el artículo 7º, que pasa a ser artículo 10, por los  siguientes:

“Artículo 10.- Prohíbese fumar en los ascensores y en los medios de transporte de uso público o colectivo, como asimismo en los establecimientos de educación prebásica, básica y media, en los recintos donde se expendan combustibles, en los que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos, incluidos sus patios o espacios al aire libre.


Tampoco podrá fumarse al interior de los recintos o dependencias de los órganos de la Administración del Estado, de los establecimientos de educación superior públicos y privados, de los establecimientos de salud públicos y privados, de los aeropuertos, terrapuertos, supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, salvo en sus patios o espacios al aire libre o en salas o lugares especialmente habilitados para tal efecto. Iguales reglas se aplicarán tratándose de empresas, establecimientos, faenas o unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.


En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el inciso precedente, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, serán acordadas por los respectivos propietarios o administradores.


Artículo 11.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas y demás establecimientos similares con una superficie superior a 80 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.


En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 80 metros cuadrados se podrá optar porque el establecimiento sea un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará lo dispuesto en el artículo siguiente.


Artículo 12.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar clara y totalmente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, no podrán ubicarse en zonas que constituyan un paso obligado de los no fumadores y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.  Asimismo, deberán  cumplir  las demás condiciones y requisitos para una adecuada ventilación establecidos mediante un decreto supremo del Ministerio de Salud.


En los recintos, dependencias o establecimientos en que queda prohibido fumar y en los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que  prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes y leyendas en idioma español.  Asimismo, se deberán exhibir advertencias de las mismas características acerca de tratarse de lugares o recintos reservados para fumadores, a la entrada y al interior de estos últimos.”. 


Vuestra Comisión de Salud, con ocasión del segundo informe, aprobó las señaladas disposiciones como consecuencia de haber acogido las indicaciones N°s 80, 81 y 82, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0), y las indicaciones N°s 84 y 85, también por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo (3x0).

En la referida sesión, el señor Ministro de Salud presentó una propuesta respecto de los artículos en debate, abocándose la Comisión al estudio de la misma.


La propuesta formulada por el Ejecutivo, tendiente, en general, a reordenar las disposiciones objeto del presente informe complementario, es del siguiente tenor:


“Artículo 10.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares, incluyendo sus patios y espacios al aire libre interiores:


a) establecimientos de educación prebásica, básica y media;


b) en los recintos donde se expenda combustibles;


c) en los que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos;


d) en los medios de transporte de uso público o colectivo;


e) ascensores.


Artículo 10 bis.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares, salvo en sus patios o espacios al aire libre, o en una sala especialmente habilitada para tales efectos:


a) al interior de los recintos o dependencias de los órganos del Estado. Sin embargo, y sin perjuicio de lo que dispongan los Jefes Superiores, en las oficinas individuales del sector público se podrá fumar sólo en el caso que cuenten con ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior. De esta situación se deberá advertir a la entrada de dichas oficinas;

b) establecimientos de educación superior, públicos y privados;


c) establecimientos de salud, públicos y privados;


d) aeropuertos y terrapuertos;


e) teatros y cines;


f) gimnasios;


g) centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general;


h) supermercados, centros comerciales y demás establecimientos similares de libre acceso al público.


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente, iguales reglas se aplicarán tratándose de empresas, establecimientos, faenas o unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.


En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el artículo 10 y en los incisos precedentes, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, serán acordadas por los respectivos propietarios o administradores, oyendo el parecer de los empleados.


Artículo 11.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas, casinos de juego y otros lugares de juego legalmente autorizados, y demás establecimientos similares, con una superficie superior a 80 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.


En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 80 metros cuadrados se podrá optar por ser un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará, en lo que corresponda, lo dispuesto en el artículo siguiente.


Artículo 12.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar clara y totalmente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, no podrán ubicarse en zonas que constituyan un paso obligado de los no fumadores y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años. Asimismo, deberán cumplir las demás condiciones y requisitos para una adecuada ventilación establecidos mediante un decreto supremo del Ministerio de Salud. 


En los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes y leyendas en idioma español. Asimismo, a la entrada y al interior de los lugares o recintos reservados para fumadores, se deberá indicar dicha circunstancia mediante avisos diseñados por el Ministerio de Salud y establecidos por decreto supremo, debiendo incluirse la advertencia indicada en el artículo 6º de esta ley.”.
- - -


En discusión, la Honorable Senadora señora Matthei hizo presente a la Comisión dos temas que no fueron incluidos en el proyecto aprobado por la Comisión, pero estimó relevante plantearlos para que luego fueran analizados en la Cámara de Diputados, durante el segundo trámite constitucional que debe cumplir el proyecto.


El primero de ellos dice relación con la difusión del consumo de tabaco realizado por distintos medios de comunicación y que no constituyen publicidad propiamente tal o que, al menos, se trataría de una publicidad encubierta. Señaló, por ejemplo, el consumo de tabaco por parte de actores en las teleseries o en otro tipo de programas de televisión; las fotografías de “famosos” en diarios y revistas consumiendo tabaco, etcétera. 


Por otra parte, se refirió al caso de aquellos trabajadores en cuyo lugar de trabajo esté autorizado fumar, como por ejemplo, el de los garzones que se desempeñen en un restaurante que opte por ser exclusivo de fumadores, o en un espacio especialmente habilitado para los fumadores, quienes se encontrarán expuestos al humo del cigarro y que carecerán, en ese sentido, de la protección de la ley. Al respecto indicó que , si bien no es posible evitar que se desempeñen en este tipo de lugares, cabría ver la posibilidad de establecer algún tipo de compensación para ellos, de carácter económica, previsional u otra, para lo cual invitó al señor Ministro a ocuparse de esta situación y sugirió estudiar soluciones en la legislación comparada.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo se manifestó de acuerdo con los planteamientos de la Honorable Senadora señora Matthei, y, luego de precisar que se trata de inquietudes de la Comisión, solicita que se deje constancia de ellas en el informe, con lo que la Comisión estuvo de acuerdo.


Luego, la Comisión se abocó al conocimiento de la propuesta presentada por el Ejecutivo respecto a la materia. En primer término, consideró el artículo 10, que se refiere a aquellos lugares donde existe prohibición absoluta de fumar. Los Honorables Senadores presentes se manifestaron de acuerdo con el tenor del mismo.


---- En votación, la Comisión aprobó la norma propuesta por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor Viera-Gallo (Presidente), señora Matthei y señor Ruiz-Esquide (Artículo 121. Unanimidad. 3x0).


A continuación, la Comisión discutió el artículo 10 bis de la propuesta formulada por el señor Ministro de Salud, referido a aquellos lugares donde existe prohibición de fumar, salvo en determinadas circunstancias, con cuyo tenor los miembros de la Comisión estuvieron de acuerdo en general.


No obstante lo señalado anteriormente, el Honorable Senador señor Viera-Gallo estimó necesario dejar claramente establecido que, en estos casos, se permite fumar en los patios y espacios al aire libre, como asimismo en una sala o salas especialmente habilitadas al efecto, siempre que efectivamente se acondicionen salas con este objeto.


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide precisó que la posibilidad de fumar en estas salas especialmente habilitadas en los lugares indicados en el artículo 10 bis, no implica exigibilidad en el establecimiento de las mismas.


La Honorable Senadora señora Matthei, por su parte, hizo presente su inquietud en relación al inciso final de la norma, que dispone oír el parecer de los trabajadores en relación a la prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, en los lugares de trabajo que se indican, pues, en su opinión, se trata de una prescripción poco efectiva.


Al respecto, el Honorable Senador señor Viera-Gallo, si bien estuvo de acuerdo con que la norma tenía carácter meramente declarativo, señaló que su incorporación manifestaba el espíritu del legislador en la materia, por lo que propuso mantenerla.


Puesta en votación, la Comisión aprobó la norma propuesta por el Ejecutivo, con algunos cambios referidos fundamentalmente a los aspectos señalados precedentemente.


---- En votación, la Comisión aprobó la norma propuesta, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor Viera-Gallo (Presidente), señora Matthei y señor Ruiz-Esquide (Artículo 121. Unanimidad. 3x0).


A continuación, la Comisión continuó con el análisis del artículo 11 propuesto por el Ejecutivo, el que contiene la modificación aprobada por la Sala del Senado, en orden a incorporar en esta norma y no en el artículo 10, a los casinos de juego, por tratarse de un espacio afín a los restantes señalados y al cual las personas no tienen necesidad alguna de asistir. La norma contempla, también, “otros lugares de juego” en referencia, por ejemplo, a los lugares de apuestas de carreras de caballos, como son las agencias de teletrack o de telesport.


La Comisión aprobó en general el tenor de la norma, sin embargo, el Honorable Senador señor Viera Gallo sometió a la consideración de la Comisión las siguientes dos ideas: 


1) La primera, consiste en que, en su opinión, en determinados lugares, específicamente en discotecas y cabarets, resulta ilusorio establecer estas restricciones al consumo de tabaco y exigir la habilitación de salas especiales y que cumplan con las demás condiciones previstas. 


Al respecto, el Ministro de Salud señaló que, si bien el Ejecutivo es partidario de la máxima restricción en la materia, estaría de acuerdo con lo propuesto, siempre que se especifique que se trata de discotecas y cabarets para mayores de dieciocho años, donde no se admitan menores de edad.


Asimismo, se acordó dejar claramente establecido que, en el caso de estos lugares, deben existir todas las condiciones de ventilación y las demás que se exigen para los lugares especialmente habilitados para fumadores.


La Comisión estuvo de acuerdo con establecer una excepción en estos casos.


2) En segundo término, el Honorable Senador señor Viera-Gallo planteó un tema que ya ha sido debatido largamente por la Comisión, que es el del metraje contemplado como límite diferenciador para que estos lugares puedan optar por ser un lugar exclusivo para fumadores o para no fumadores, salvo lo señalado respecto de las discotecas y los cabarets. Al respecto, si bien anteriormente sostuvo la posición que se tratara de 80 metros cuadrados, un mayor estudio y el conocimiento de legislación comparada, como la de España y la de la Provincia de Buenos Aires, que en esta materia establecen como límite diferenciador 100 metros cuadrados, lo llevan a proponer que se fijen estos 100 metros como límite, con lo que la Comisión estuvo de acuerdo.


La Comisión  aprobó la redacción propuesta por el Ejecutivo, con algunos cambios referidos fundamentalmente a los aspectos señalados precedentemente.


---- En votación, la Comisión aprobó la norma propuesta, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor Viera-Gallo (Presidente), señora Matthei y señor Ruiz-Esquide (Artículo 121. Unanimidad. 3x0).


Luego, la Comisión procedió a pronunciarse sobre el artículo 12 del texto del Ejecutivo, el que en general consideró adecuado.


Al respecto, el Honorable Senador señor Viera-Gallo estimó excesivo establecer que las  salas, lugares o espacios habilitados para fumadores, no podrán ubicarse en zonas que constituyan un paso obligado de los no fumadores, con lo que la Comisión estuvo de acuerdo.


Por otra parte, la Honorable Senadora señora Matthei propuso eliminar la referencia al decreto supremo del Ministerio de Salud sobre la materia, pues tal referencia sugiere que no existen límites para tal regulación.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo agregó que la dictación de este reglamento no exige mandato legal, pues la facultad deriva del ejercicio de la potestad reglamentaria. En atención a lo expuesto, la Comisión acordó suprimir esa parte de la disposición.


En definitiva, la Comisión aprobó la redacción propuesta por el Ejecutivo, con algunos cambios referidos fundamentalmente a los aspectos señalados precedentemente.


---- En votación, la Comisión aprobó la norma propuesta, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señor Viera- Gallo (Presidente), señora Matthei y señor Ruiz-Esquide (Unanimidad. 3x0).


Finalmente, la Comisión, teniendo presente la supresión por el Senado durante la discusión particular, del inciso penúltimo del artículo 4°, contenido en el numeral 3) del artículo 1° del proyecto aprobado en general, referido a la prohibición de la venta de productos alimenticios, chocolates, dulces y golosinas con forma de cigarros, cigarrillos o paquetes de ellos, acordó, por motivos evidentes, eliminar la norma que sancionaba tal conducta, contemplada en la letra a) del numeral 9) del artículo 15, contenido en el numeral 11). 


Asimismo, la Comisión, en consideración a las modificaciones introducidas en el artículo 10 propuesto en el segundo informe, que pasa a ser artículo 10 y artículo 10 bis, acordó intercalar tal referencia en el artículo concerniente a las infracciones y sanciones, para evitar, de este modo, que tales conductas queden sin sanción.


---- En votación, la Comisión aprobó ambas modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor Viera- Gallo (Presidente), señora Matthei y señor Ruiz-Esquide (Unanimidad. 3x0).

- - -

MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Salud tiene el honor de proponeros la aprobación  de los siguientes acuerdos:

ARTÍCULO 1°

N° 7

(Pasa a ser N° 9)


-- Remplazarlo por el siguiente:


“9) Sustitúyese el artículo 7º, que pasa a ser artículo 10, por los siguientes:


“Artículo 10.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares, incluyendo sus patios y espacios al aire libre interiores:


a) establecimientos de educación prebásica, básica y media;


b) en los recintos donde se expenda combustibles;


c) en los que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos;


d) en los medios de transporte de uso público o colectivo;


e) ascensores.


Artículo 10 bis.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares, salvo en sus patios o espacios al aire libre:


a) al interior de los recintos o dependencias de los órganos del Estado. Sin embargo, en las oficinas individuales se podrá fumar sólo en el caso que cuenten con ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior;

b) establecimientos de educación superior, públicos y privados;


c) establecimientos de salud, públicos y privados;


d) aeropuertos y terrapuertos;


e) teatros y cines;


f) gimnasios;


g) centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general;


h) supermercados, centros comerciales y demás establecimientos similares de libre acceso al público.


En los lugares anteriormente enumerados, podrá existir una o más salas especialmente habilitadas para fumar.


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente, iguales reglas se aplicarán tratándose de empresas, establecimientos, faenas o unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.


En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el artículo 10 y en los incisos precedentes, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, serán acordadas por los respectivos propietarios o administradores, oyendo el parecer de los empleados.


Artículo 11.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas, cabarets, casinos de juego y otros lugares de juego legalmente autorizados, y demás establecimientos similares, con una superficie superior a 100 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.


En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 100 metros cuadrados se podrá optar por ser un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará, en lo que corresponda, lo dispuesto en el artículo siguiente.


Tratándose de discotecas y cabarets, donde se expenda bebidas alcohólicas y se asegure la entrada sólo para mayores de 18 años, se aplicarán las normas del inciso anterior sin la limitación de superficie indicada.


Artículo 12.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar claramente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.


En los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes o leyendas en idioma español. Asimismo, a la entrada y al interior de los lugares o recintos reservados para fumadores, se deberá exhibir advertencias que indiquen dicha circunstancia.”. (Unanimidad. 3x0).
N° 9

(Pasa a ser N° 11)

Artículo 15

Numeral 9


-- Sustituirlo por el siguiente:


“9)  Multa de 1 a 20 unidades tributarias mensuales, y de diez a 50 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o  jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes materia de la infracción, por las que consistan en vender cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.”. (Unanimidad. 3x0).
Numeral 12


-- Intercalar, en su inciso primero, entre las expresiones “artículos 10,” y “11 y 12”, lo siguiente: “10 bis,”. (Unanimidad. 3x0).
- - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:

“PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.419:


1) Intercálase, a continuación del artículo 1º, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 2º.- Para todos los efectos legales se entenderá por:


a) Publicidad del tabaco: Toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción con el fin o el efecto de promover un producto hecho con tabaco o el consumo de tabaco;


b) Industria tabacalera: Comprende a fabricantes, distribuidores mayoristas e importadores de productos hechos con tabaco;


c) Productos hechos con tabaco: productos preparados totalmente o en parte utilizando como materia prima hojas de tabaco.”.


2) Sustitúyese el artículo 2°, que pasa a ser artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3º.- Se prohíbe la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto, salvo al interior de los lugares de venta. Al exterior de dichos lugares sólo se podrá comunicar al público la venta de productos hechos con tabaco mediante avisos diseñados por el Ministerio de Salud y establecidos por decreto supremo.”.

3) Sustitúyese el artículo 3°, que pasa a ser artículo 4°, por el siguiente:


“Artículo 4º.- Se prohíbe la comercialización, el ofrecimiento, distribución o entrega a título gratuito de los productos hechos con tabaco a las personas menores de 18 años de edad.  Las máquinas expendedoras automáticas de este tipo de productos sólo podrán instalarse en establecimientos, lugares o recintos a los cuales, por disposición de la ley, no tengan acceso los menores de edad.


Se prohíbe cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, salvo lo relativo a los avisos indicados en el artículo anterior. Se prohíbe asimismo, la venta de estos productos en aquellos lugares que se encuentren a menos de 100 metros de distancia de dichos establecimientos. La distancia se medirá desde cada puerta de acceso de los respectivos establecimientos, por aceras, calles y espacios de uso público. 


En ningún caso podrán venderse cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.”.


4) Intercálase, a continuación del artículo 3°, que pasa a ser artículo 4°, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 5°.- Se prohíbe ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, tales como la donación, bonificación o reembolso de dinero en efectivo o el derecho a participar en un juego, sorteo o concurso, así como la distribución de dichos productos sin compensación monetaria.”.

5) Sustitúyese el artículo 4°, que pasa a ser artículo 6°, por el siguiente:


“Artículo 6º.- Todo envase de los productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, y toda acción publicitaria de los mismos, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, deberán contener una clara y precisa advertencia de los daños, enfermedades o efectos que, para la salud de las personas, implica su consumo o su exposición al humo del tabaco. Esta advertencia tendrá una vigencia de 12 meses, deberá ser diseñada por el Ministerio de Salud y establecida mediante decreto supremo de este Ministerio, la cual será impresa en las cajetillas o en cualquier envase y no podrá, en ningún caso, ser removible. En el caso de productos importados, deberá ser adherida de manera que no pueda ser despegada fácilmente.


En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco esta advertencia deberá figurar en las dos caras principales y ocupar el 40% de cada una de ellas.


El decreto indicado establecerá una o más advertencias sucesivas, que podrán ser diseñadas con dibujos, fotos o leyendas. Durante el plazo señalado para cada advertencia, ésta deberá figurar en toda la producción nacional o la importada destinada a su distribución dentro del territorio nacional. Si al entrar en vigencia una nueva advertencia quedaran saldos en bodega con la advertencia anterior, para su distribución se deberá solicitar autorización a la Autoridad Sanitaria que corresponda a la casa matriz del fabricante o importador. Esta excepción sólo podrá alcanzar hasta un monto equivalente a la producción distribuida durante el mes anterior.


Los avisos publicitarios en los lugares de venta no podrán ser superiores a dos metros cuadrados y la advertencia confeccionada en los términos de este artículo deberá ocupar el 40% del aviso.”.


6) Sustitúyese el artículo 5°, que pasa a ser artículo 7°, por el siguiente:


“Artículo 7°.- Los planes y programas de estudio de la Educación General Básica y de la Educación Media de ambas modalidades deberán considerar objetivos y contenidos destinados a educar e instruir a los escolares sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco y la exposición al humo del mismo, como también el carácter adictivo de éstos.”.


7) Agrégase el siguiente artículo nuevo, a continuación del actual artículo 5º, que pasa a ser artículo 7°:


“Artículo 8°.- Se prohíbe que en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos se incluyan términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares.”.


8) Sustitúyese el artículo 6º, que pasa a ser artículo 9°, por el siguiente:


“Artículo 9º.- La casa matriz del fabricante o el importador de los productos hechos con tabaco, deberán informar anualmente al Ministerio de Salud, según éste lo determine, sobre sus constituyentes y los aditivos que se incorporan a ellos, en calidad y cantidad, así como las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco. 


El Ministerio de Salud podrá prohibir el uso de los aditivos y sustancias que aumenten el daño o riesgo del consumidor de dichos productos, y establecer los limites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos hechos con tabaco. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores. 


Los envases de cigarrillos deberán expresar clara y visiblemente en una de las caras laterales los principales componentes de este producto en los términos establecidos por el Ministerio de Salud.”.


9) Sustitúyese el artículo 7º, que pasa a ser artículo 10, por los  siguientes:


“Artículo 10.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares, incluyendo sus patios y espacios al aire libre interiores:


a) establecimientos de educación prebásica, básica y media;


b) en los recintos donde se expenda combustibles;


c) en los que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos;


d) en los medios de transporte de uso público o colectivo;


e) ascensores.


Artículo 10 bis.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares, salvo en sus patios o espacios al aire libre:


a) al interior de los recintos o dependencias de los órganos del Estado. Sin embargo, en las oficinas individuales se podrá fumar sólo en el caso que cuenten con ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior;

b) establecimientos de educación superior, públicos y privados;


c) establecimientos de salud, públicos y privados;


d) aeropuertos y terrapuertos;


e) teatros y cines;


f) gimnasios;


g) centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general;


h) supermercados, centros comerciales y demás establecimientos similares de libre acceso al público.


En los lugares anteriormente enumerados, podrá existir una o más salas especialmente habilitadas para fumar.


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente, iguales reglas se aplicarán tratándose de empresas, establecimientos, faenas o unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.


En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el artículo 10 y en los incisos precedentes, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, serán acordadas por los respectivos propietarios o administradores, oyendo el parecer de los empleados.


Artículo 11.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas, cabarets, casinos de juego y otros lugares de juego legalmente autorizados, y demás establecimientos similares, con una superficie superior a 100 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.


En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 100 metros cuadrados se podrá optar por ser un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará, en lo que corresponda, lo dispuesto en el artículo siguiente.


Tratándose de discotecas y cabarets, donde se expenda bebidas alcohólicas y se asegure la entrada sólo para mayores de 18 años, se aplicarán las normas del inciso anterior sin la limitación de superficie indicada.


Artículo 12.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar claramente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.


En los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes o leyendas en idioma español. Asimismo, a la entrada y al interior de los lugares o recintos reservados para fumadores, se deberá exhibir advertencias que indiquen dicha circunstancia.”.

10) Sustitúyese el artículo 8º, que pasa a ser artículo 13, por el siguiente:


“Artículo 13.-  Los organismos administradores de la ley Nº 16.744, deberán colaborar con sus empresas adheridas asesorándolas respecto de los contenidos de la información que éstas presten a sus trabajadores y usuarios sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco o la exposición al humo de este producto y acerca de los beneficios de adoptar estilos de vida y ambientes saludables.”.

11) Sustitúyese el artículo 9º, que pasa a ser artículo 14, por los siguientes:


“Artículo 14.- La Autoridad Sanitaria competente fiscalizará el cumplimiento de la presente ley.


De las faltas previstas en esta ley conocerá el Juez de Policía Local en cuyo territorio se cometa la infracción, y el procedimiento se sujetará al fijado en la ley N° 18.287. 


Con todo, si por su naturaleza o extensión la infracción afecta a los territorios de dos o más Juzgados de Policía Local, será competente aquel en cuyo territorio se haya originariamente impreso, difundido, emitido, o transmitido o propagado la publicidad, propaganda o promoción prohibidas.


Artículo 15.-  La infracción de las disposiciones de la presente ley será sancionada en conformidad a las reglas siguientes:


1)  Multa de 500 a 1.000 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies objeto de la infracción, por la contravención de lo establecido en el inciso  segundo del artículo 9º, utilizando aditivos o sustancias prohibidas por el  Ministerio de Salud o excediendo los límites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos hechos con tabaco.


2)  Multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 101 a 500 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes  materia de la infracción, en los siguientes casos:


a. Venta de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren  a menos de 100 metros de distancia de establecimientos de enseñanza básica y media, con infracción de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4º.


b. Publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto fuera de los lugares de venta, o comunicar al público la venta de productos hechos con tabaco al exterior de los lugares de venta, con infracción de lo establecido en el artículo 3º.


c. Exhibir en los lugares de venta de productos hechos con tabaco avisos publicitarios de superficie mayor a la indicada en el inciso final del artículo 6º, sin la advertencia a que éste se refiere o con una advertencia que ocupe menos del 40% del aviso.


d. Cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, con infracción del inciso segundo del articulo 4º.  Se exceptúan los avisos autorizados por el artículo 3º, al exterior de los lugares de venta.


e. Ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, en contravención a lo dispuesto en el artículo 5°.


3)  Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies objeto de la infracción en los casos siguientes:


a. Omitir en los envases de los productos hechos con tabaco nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, la  advertencia que establece el artículo 6º, o hacerlo con un diseño diverso, en lugares distintos o en proporción menor de los allí indicados.


b. Efectuar acciones publicitarias de productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, omitiendo la advertencia que establece el artículo 6º.


c. No expresar clara y visiblemente en una de las caras laterales de los envases de cigarrillos los principales componentes del producto, en los  términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al  inciso tercero del artículo 9º.


d. Infringir las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores establecidas en conformidad al artículo 9º.


4)  Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales, por no informar al Ministerio de Salud sobre los constituyentes y aditivos que se incorporan a los productos hechos con tabaco, o sobre las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco, en conformidad al inciso primero del artículo 9º.


5)  Multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 30 a 300 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes materia de la infracción, por comercializar, ofrecer, distribuir o entregar a título gratuito productos hechos con tabaco a menores de 18 años de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 4º.


6)  Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies materia de la infracción, por incluir en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares prohibidos en el artículo 8°.


7)  Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales, por la infracción de las reglas sobre habilitación, superficie y ventilación de los espacios destinados a fumadores y reservados a no fumadores, establecidas en los artículos 11 y 12.


8)  Multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales, por la instalación de máquinas expendedoras automáticas de productos hechos con tabaco en establecimientos, lugares o recintos a los cuales no esté prohibido por disposición de la ley el acceso de los menores de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 4º.


9)  Multa de 1 a 20 unidades tributarias mensuales, y de diez a 50 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o  jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes materia de la infracción, por las que consistan en vender cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.


10)  Multa de 2 a 20 unidades tributarias mensuales aplicada al dueño, director o administrador del establecimiento, en los siguientes casos:


a.  Permitir el ingreso de menores de 18 años a los lugares habilitados para fumadores, contraviniendo la prohibición establecida en el artículo 12.


b.  Infracción de las reglas sobre las advertencias que deben exhibirse relativas a la prohibición de fumar y en los lugares en que se permite hacerlo, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 12.


11)  Multa de 1 unidad tributaria mensual aplicada por cada infractor, al dueño, director o administrador del establecimiento respectivo, por la trasgresión de la prohibición de fumar en lugares no autorizados.  Con todo, el dueño, director o administrador podrá eximirse del pago de la multa acreditando que se conminó al fumador a cumplir la ley o a abandonar el lugar y con posterioridad se formuló la denuncia respectiva a la autoridad fiscalizadora.  En estos casos podrá solicitarse el auxilio de la fuerza pública para restablecer el imperio de la ley.


12)  Multa de media unidad tributaria mensual, aplicada al fumador que contravenga la prohibición de fumar establecida en los artículos 10, 10 bis, 11 y 12.


Para determinar el monto de la multa a aplicar en conformidad al presente artículo, se tomará en consideración las circunstancias de la infracción y, especialmente, la capacidad económica del infractor.


En caso de reincidencia, se podrá aplicar el doble de la multa.  Se entenderá que hay reincidencia cuando el infractor incurra en una misma contravención en dos oportunidades dentro del mismo año calendario.  En la tercera infracción cometida dentro del mismo período se podrá aplicar el triple de la multa y, tratándose de la prohibición de venta o suministro de productos hechos con tabaco a menores de edad o a una distancia inferior de la permitida de establecimientos educacionales, o de contravenciones a las normas sobre habilitación, exigencias y advertencias relativas a espacios para fumadores y no fumadores, cometidas en supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención de público o de prestación de servicios, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, incluidos los señalados en el artículo 11, se podrá decretar, además, la clausura del establecimiento o lugar hasta por treinta días.


Los productos decomisados en conformidad al presente artículo serán entregados a la Autoridad Sanitaria a fin de que proceda a su destrucción o desnaturalización.


Para los efectos de comprobar la edad en caso de duda, a fin de evitar incurrir en una infracción, los dueños, directores o administradores de los establecimientos y lugares regulados en la presente ley, o sus delegados, podrán exigir que se exhiba la respectiva cédula de identidad.”.


12) Sustitúyese el artículo 10, que pasa a ser artículo 16, por el siguiente:


“Artículo 16.- En caso que la infracción sea cometida por un órgano de la Administración del Estado, la Autoridad Sanitaria  deberá, además, poner el asunto en conocimiento del Órgano Público correspondiente para que adopte las medidas administrativas que correspondan, enviando copia de dicha comunicación al Subsecretario de Salud Pública, quien llevará un registro público de ellas.”. 


13) Derógase el artículo 11.


14) Derógase el artículo 12.


Artículo 2º.- Las normas de la presente ley entrarán en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial, salvo lo establecido en el artículo 2º, de la ley Nº 19.419, sustituido por esta ley, y que pasa a ser artículo 3°, que entrará en vigencia transcurridos dieciocho meses contados desde esa fecha; y lo establecido en el artículo 11, inciso 1º, que entrará en vigencia un año después de la publicación esta ley en el Diario Oficial.


Durante los plazos de vacancia legal establecidos en el inciso anterior para los artículos 2º, que pasa a ser artículo 3°, y 11, inciso 1º, se mantendrán vigentes los artículos 2º y 7º, inciso final, de la ley Nº 19.419, respectivamente y, en caso de infracción a ellos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 15 N°s 2) y 10), según corresponda.”. 


Artículo 3°.- Derógase el artículo 20 del decreto ley N° 828, de 1974.”.

- - - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 3 de octubre del año en curso, con asistencia de los Honorables Senadores señor José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor Mariano Ruiz-Esquide Jara.  


Sala de la Comisión, a 4 de octubre de 2005.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,

Abogado Secretario de la Comisión.
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